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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I 
La protección contra cualquier forma de violencia es un derecho fundamental de los niños, niñas y 
adolescentes, que está reconocido en la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 y ratificada por España 
en 1990. 
 
La ratificación de la citada Convención obliga a España a garantizar el derecho fundamental a la 
protección del menor estableciendo todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas necesarias para proteger al niño contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso 
físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual. 
 
En el Derecho español se han producido avances importantes en la consideración del niño, niña y 
adolescente como sujetos de derechos, así como en su protección frente la violencia, como 
ilustran la reforma operada por la ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 
Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así como la 
Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, y la Ley 26/2015, de 28 de julio, ambas de modificación del 
sistema de protección de la infancia y la adolescencia . 
  
La citada Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, dispuso la obligación de los poderes públicos de 
desarrollar actuaciones de sensibilización, prevención, asistencia y protección frente a cualquier 
forma de maltrato infantil, y establecer los procedimientos necesarios para asegurar la 
coordinación entre las Administraciones Públicas competentes. 
 
Sin embargo, a pesar de dichos avances, el Comité de Derechos del Niño, con ocasión del 
examen de la situación de los derechos de la infancia en España en 2010, recomendó a nuestro 
país que se aprobase una ley integral sobre la violencia contra los niños, parecida a la aprobada 
contra la violencia de género, que garantizase la reparación de sus derechos y unas normas de 
atención mínimas en las diferentes comunidades autónomas. El Comité volvió a recomendar que 
se agilizase la adopción de la ley integral sobre la violencia contra los niños tras su examen de la 
situación de los derechos de la infancia en España en el año 2018.    
 
Por otra parte, el Consejo de Europa ha desarrollado importantes estándares internacionales para 
garantizar la protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, como son el 
Convenio para la protección de los niños contra la explotación y el abuso sexual (Convenio de 
Lanzarote); el Convenio sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia 
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 doméstica (Convenio de Estambul); el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos; o el Convenio sobre la Ciberdelincuencia. Asimismo, la Estrategia del 
Consejo de Europa para los derechos del niño (2016-2021) también reafirma su llamamiento a 
todos los Estados miembros para acabar con todas las formas de castigo físico contra la infancia 
en todos los ámbitos. 
 
Teniendo en cuenta las recomendaciones del Comité de Derechos del Niño, así como los 
compromisos internacionales que se derivan de los Convenios adoptados en el Consejo de 
Europa,  el Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del 26 de junio de 2014, acordó la 
creación de una Subcomisión de estudio para abordar el problema de la violencia sobre los niños 
y las niñas. La Subcomisión adoptó ciento cuarenta conclusiones y propuestas  que dieron lugar a 
la Proposición No de Ley, por la que se insta al Gobierno, en el ámbito de sus competencias y en 
colaboración con las comunidades autónomas, a iniciar los trabajos para la aprobación de una 
Ley Orgánica para erradicar la violencia contra la infancia.  
 
La aprobación de una ley integral sobre la violencia contra los niños, niñas y adolescentes no sólo 
responde a la necesidad de introducir en nuestro ordenamiento jurídico los compromisos 
internacionales asumidos por España en la protección integral de la infancia y adolescencia, sino 
también a la magnitud que el problema de la violencia contra la infancia ha adquirido en España. 
Según datos del Ministerio del Interior., aproximadamente la mitad de los abusos sexuales que se 
producen en España cada año tienen a niños y niñas como víctimas.  
 
Si bien, es difícil estimar la dimensión de la violencia contra los niños, niñas y adolescentes, 
porque muchos no sólo no saben cómo denunciarlo, sino que ni siquiera son conscientes de estar 
siendo agredidos, dos son los ámbitos donde los poderes públicos han de permanecer 
especialmente alerta: el familiar y el educativo. Según datos de las organizaciones de infancia, 
aproximadamente la mitad de las notificaciones de sospecha de maltrato infantil se producen en 
el ámbito familiar, mientras que más de cuatro de cada diez niños, niñas y adolescentes en 
España perciben la escuela como un lugar inseguro, donde están expuestos a sufrir abusos 
físicos o emocionales y malos tratos.  
 
En definitiva, las garantías de que disfrutan hoy los niños, niñas y adolescentes constituyen una 
protección eficaz frente a graves abusos que han sufrido en otras épocas, pero no han 
conseguido erradicarlos. Como tampoco han conseguido garantizar unas condiciones de vida que 
permitan a todas las personas menores de edad explotar al máximo sus capacidades naturales.  
 
Esta ley tiene por objeto el respeto de la dignidad, la libertad e igualdad de los niños, niñas y 
adolescentes y la protección de sus derechos fundamentales garantizando el libre desarrollo de 
su personalidad en un entorno libre de violencia. Así, la ley supera las medidas de protección 
frente a la violencia sobre la persona menor de edad entendidas como acción administrativa con 
una aproximación basada en el respeto a los derechos fundamentales de los niños, niñas y 
adolescentes, a quienes se concibe en todo momento como titulares de derechos subjetivos. 
 
La ley se propone combatir la violencia sobre la infancia y la adolescencia  desde una 
aproximación  integral como respuesta a la naturaleza multidimensional que caracterizan los 
factores de riesgo y las consecuencias asociadas a la violencia sobre estos colectivos. Asimismo, 
la ley otorga una prioridad esencial a las medidas de prevención como una adecuada 
socialización y educación de las personas menores de edad y la sensibilización y formación de 
sus familias y la sociedad en general. Además, establece medidas de protección (detección y 
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 asistencia) y de reintegración de derechos vulnerados y recuperación de la víctima inspiradas en 
los modelos integrales de atención, que han sido identificados como ejemplos de buenas 
prácticas para evitar la victimización secundaria. 
 
Por otro lado, esta nueva norma persigue establecer en colaboración con las Comunidades 
Autónomas un sistema de protección uniforme en todo el territorio del Estado frente a la 
vulneración de derechos que significa la violencia contra la infancia y la adolescencia, y que 
supere la fragmentación del modelo actual. Así, dentro de su ámbito competencial, las 
Comunidades Autónomas han ido incorporando en su normativa de protección a la infancia 
referencias específicas a la violencia contra los niños, niñas y adolescentes pero no existe ni un 
concepto común de violencia ni un tratamiento igualitario. 
 

En definitiva, esta ley responde a la imperiosa necesidad de introducir en nuestro ordenamiento 
jurídico los compromisos asumidos por España en la protección integral de la infancia y 
adolescencia frente a la violencia en sus distintas vertientes y supone una apuesta decidida por 
un modelo social que sitúa a los niños, niñas y adolescentes como titulares de derechos 
subjetivos y en el centro de las políticas de los poderes públicos.  
 

II 
 

La ley se estructura en 57 artículos, distribuidos en un título preliminar y cinco títulos, cinco 
disposiciones adicionales, una disposición derogatoria, una disposición transitoria y quince 
disposiciones finales. 

El título preliminar aborda el ámbito objetivo y subjetivo de la ley, recogiendo la definición del 
concepto de violencia sobre la infancia y la adolescencia y estableciendo los fines y principios 
rectores de la ley. Asimismo, regula la formación especializada y continua de los profesionales 
que tengan un contacto habitual con las personas menores de edad. Por último, recoge la 
necesaria cooperación y colaboración entre las Administraciones Públicas y la colaboración 
público-privada. 

El título I recoge los derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la violencia, entre los 
que se encuentran su derecho a la información y asesoramiento, a la atención social integral, a 
intervenir en el procedimiento judicial o a la asistencia jurídica gratuita. 

El título II, está dedicado a regular el deber de comunicación de las situaciones de desprotección, 
riesgo y violencia. En este sentido, se establece un deber genérico, que afecta a toda la 
ciudadanía, de comunicar de forma inmediata a la autoridad competente la existencia de indicios 
de desprotección, riesgo o violencia ejercida sobre niños, niñas o adolescentes. Se trata de una 
obligación mucho más amplia que el deber general de denunciar la comisión de hechos delictivos 
previsto en el artículo 259 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Así, cualquier situación que 
afecte a la integridad física, mental o moral de una persona menor de edad, sea o no constitutiva 
de delito, debe ser puesta en inmediato conocimiento de las autoridades. 

Este deber de comunicación se configura de una forma más exigente para aquellos colectivos 
que, por razón de su profesión u oficio, tienen un contacto habitual con personas menores de 
edad o les corresponde una función de protección: miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, autoridades o empleados públicos, personal sanitario, personal de centros escolares y 
personas que trabajen en centros en los que residan habitualmente niños, niñas o adolescentes. 
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 En estos supuestos, se prevé la obligación de las Administraciones Públicas competentes en 
cada caso de facilitar mecanismos adecuados de comunicación e intercambio de información. 
Asimismo, se prevé la dotación por parte de las Administraciones Públicas competentes de los 
medios necesarios y accesibles para que sean los propios niños, niñas y adolescentes víctimas 
de violencia, o que hayan presenciado una situación de violencia, los que puedan comunicarlo de 
forma segura, fácil y confidencial. 

Además, se regula de forma específica el deber de comunicación de la existencia de contenidos 
en red que constituyan una forma de violencia o abuso sobre los niños, niñas o adolescentes, 
sean o no constitutivos de delito, en tanto que el ámbito de internet y redes sociales es 
especialmente sensible a estos efectos. 

En todo caso, la ley garantiza la confidencialidad y la seguridad de las personas que cumplan con 
su deber de comunicación de situaciones de desprotección, riesgo o violencia, con el objetivo de 
incentivar el cumplimiento de tal deber. 

El título III, que regula la concienciación, prevención y detección, recoge en su capítulo I la 
obligación por parte de la Administración General del Estado de disponer de una Estrategia de 
erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia, con especial incidencia en los 
ámbitos familiar, educativo, de servicios sociales, sanitario, judicial, y de los medios de 
comunicación y las nuevas tecnologías.  

El capítulo II recoge los diferentes niveles de actuación, incidiendo en la concienciación, la 
prevención y la detección. En concreto, profundiza en la necesidad de que las Administraciones 
Públicas establezcan planes y programas específicos de prevención de la violencia contra la 
infancia y la adolescencia, identificando grupos de riesgo y especificando los recursos 
presupuestarios para llevarlos a cabo. También se apunta la necesidad de establecer medidas de 
prevención y protección frente a los procesos de radicalización y adoctrinamiento que conducen a 
la violencia. En cuanto a detección, se incide en la formación inicial y continua de los 
profesionales, y de forma particular en la necesaria mejora de la capacitación de los propios 
niños, niñas y adolescentes para identificar y comunicar las situaciones de violencia que puedan 
detectar. 

El capítulo III dedicado al ámbito familiar, parte de la idea de que la familia, en sus múltiples 
formas, como unidad básica de la sociedad y medio natural para el desarrollo de los niños, niñas 
y adolescentes, debe ser objetivo prioritario de todas las Administraciones Públicas, al ser el 
primer escalón de la prevención de la violencia sobre la infancia, debiendo favorecer la cultura del 
buen trato, incluso desde el momento de la gestación. Esa idea está presente en todas las 
resoluciones internaciones desde que el 25 de junio de 2014 se aprobase una resolución del 
Consejo de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas afirmando que “la 
familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. Como grupo fundamental y medio 
natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros, en particular de los niños, debe 
recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades 
dentro de la comunidad”.  

Para ello, la ley refuerza los recursos de asistencia, asesoramiento y atención a las familias en 
orden a evitar los factores de riesgo y aumentar los factores de prevención lo que exige un 
análisis de riesgos en las familias, que permita definir los objetivos y las medidas a aplicar. Todos 
los progenitores requieren apoyos para desarrollar adecuadamente sus responsabilidades 
parentales, siendo una de sus implicaciones la necesidad de procurarse dichos apoyos para 
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 ejercer adecuadamente su rol. Por ello, antes que los apoyos con finalidad reparadora o 
terapéutica, deben prestarse los apoyos necesarios que tengan una finalidad preventiva y de 
promoción del desarrollo de los miembros de la familia. Todas las políticas en el ámbito familiar 
deben adoptar un enfoque positivo de la intervención familiar para empoderar a las familias y 
desterrar la idea de considerar a las familias más vulnerables como las únicas que necesitan 
apoyos cuando no funcionan adecuadamente. 

Ello no es incompatible con la necesidad de que los poderes públicos deban establecer servicios 
de apoyo y formación en parentalidad positiva especialmente destinados a aquellas familias en 
situación de vulnerabilidad económica y exclusión social ni con la obligación de protección de los 
menores sujetos a tutela. 

El apoyo a las familias también debe incluir políticas de conciliación laboral y de apoyo socio-
económico cuando sea necesario.  

Destaca en la ley la referencia al ejercicio positivo de la parentalidad como un concepto 
integrador que permite reflexionar sobre el papel de la familia en la sociedad actual y al mismo 
tiempo desarrollar orientaciones y recomendaciones prácticas sobre cómo articular sus apoyos 
desde el ámbito de las políticas públicas de familia. 

La parentalidad positiva parte de reconocer que los padres son los principales responsables de 
sus hijos e hijas, salvo en caso de que el Estado deba intervenir para protegerlos. Por lo tanto, la 
parentalidad positiva ejercida en el interés superior del niño significa que la principal preocupación 
de los padres debe de ser el bienestar material y afectivo de los niños, niñas y adolescentes, su 
desarrollo saludable, su educación, el derecho a ser tratado sin violencia, el reconocimiento de su 
derecho a ser visto, escuchado y valorado como persona.   

Por ello, la ley establece medidas destinadas a favorecer y adquirir tales habilidades, siempre 
desde el punto de vista de la individualización de las necesidades de cada familia y dedicando 
una especial atención a la protección del interés superior del menor en los casos de conflicto 
familiar.  

El capítulo IV desarrolla diversas medidas de prevención y detección de la violencia en los 
centros educativos que se consideran imprescindibles si se tiene en cuenta que se trata de un 
entorno de socialización central en la vida de los niños, niñas y adolescentes. La regulación 
propuesta profundiza  y completa el marco establecido en el artículo 124 de la Ley Orgánica 
2/2006, de 3 de mayo, de Educación, al establecer junto al Plan de Convivencia  recogido en 
dicho artículo, la necesidad de protocolos de actuación frente a indicios de acoso escolar, 
ciberacoso, acoso sexual, violencia de género y cualquier otra forma de violencia. Para el 
correcto funcionamiento de estos protocolos se constituye un coordinador o coordinadora de 
bienestar y protección, en todos los centros educativos. También se refleja por primera vez la 
definición por parte de las Administraciones educativas del uso y tenencia en los centros 
educativos de dispositivos móviles y la necesaria capacitación de los menores de edad en 
materia de seguridad digital. 

Las medidas contenidas en el capítulo V respecto al ámbito sanitario se orientan desde la 
necesaria colaboración de las Administraciones sanitarias en el seno del Consejo Interterritorial 
del Sistema nacional de Salud. En este marco se establece el compromiso de crear una nueva 
Comisión frente a la violencia sobre los niños, niñas y adolescentes con el mandato de elaborar 
un protocolo común de actuación sanitaria para la erradicación de la violencia sobre la infancia y 
la adolescencia. Además, en el marco de la atención universal a todos aquellos menores de edad 
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 en situación de riesgo y/o violencia, se garantiza una atención a la salud mental integral y 
adecuada a su edad. 

El capítulo VI refuerza el ejercicio de las funciones de protección de los niños, niñas y 
adolescentes por parte de los funcionarios que desarrollan su actividad profesional en los 
servicios sociales de atención primaria, el entorno comunitario básico en el que se desarrolla la 
vida de los menores de edad. Además, se establece la necesidad de diseñar un plan de 
intervención familiar individualizado, con la participación del resto de Administraciones y agentes 
sociales implicados, así como un sistema de seguimiento y registro de casos que permita evaluar 
la eficacia de las distintas medidas puestas en marcha.  

El capítulo VII,  regula la utilización de las nuevas tecnologías e introduce el derecho de los niños, 
niñas y adolescentes a acceder al uso de internet y de cualesquiera otras tecnologías de la 
información y la comunicación en igualdad de condiciones, a la educación y concienciación en el 
uso seguro y responsable de las mismas y a la formación en competencias digitales. Para ello, se 
hace necesaria la formación tanto de los niños, niñas y adolescentes en normas y buenas 
prácticas de seguridad digital, a fin de aprovechar dichas tecnologías como una herramienta 
orientada a su desarrollo personal, social y futuro profesional. Los niños, niñas y adolescentes 
tienen también deberes establecidos en la ley. Son ciudadanos y corresponsables de la sociedad 
en la que participan y, por tanto, como titulares de derechos y de deberes, en el uso de internet y 
cualesquiera otras tecnologías de la información y la comunicación, las personas menores de 
edad tienen el deber de ejercer una ciudadanía digital responsable, respetando las leyes y 
normas aplicables y los derechos, libertades fundamentales y la reputación de los demás, 
asumiendo una actitud responsable y constructiva en el entorno virtual.  

El capítulo VIII dedicado al ámbito del deporte y el ocio establece la necesidad de contar con 
protocolos de actuación frente a la violencia en este ámbito y establece determinadas 
obligaciones a las entidades que realizan actividades deportivas o de ocio con personas menores 
de edad de forma habitual. 

El capítulo IX se centra en el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y consta de dos 
artículos. El primero de ellos asegura que todas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en todos 
sus niveles (estatal, autonómico, local), dispongan de unidades especializadas en la prevención y 
detección de situaciones de violencia sobre personas menores de edad y preparadas para una 
correcta y adecuada actuación ante tales casos. 

El segundo artículo establece cuáles han de ser los criterios de actuación policial en casos de 
violencia contra la infancia y la adolescencia, la cual debe estar presidida por el respeto a los 
derechos de los niños, niñas y adolescentes y por la consideración de su interés superior. Sin 
perjuicio de los protocolos de actuación a que están sujetos los miembros de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad, la ley recoge una relación de criterios de actuación obligatorios, cuya 
principal finalidad es lograr el buen trato al niño, niña o adolescente víctima de violencia y evitar la 
victimización secundaria.  

Entre esos criterios de actuación obligatorios, es especialmente relevante la obligación de evitar, 
con carácter general, la toma de declaración a la persona menor de edad, salvo en aquellos 
supuestos que sea absolutamente necesaria. Ello es coherente con la reforma de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal por la que se pauta como obligatoria la práctica de prueba preconstituida 
por el órgano instructor. Es objetivo primordial de esta ley que la persona menor de edad realice 
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 una sola narración de los hechos, en una única ocasión, ante el Juzgado de Instrucción, sin que 
sea necesario que lo haga ni con anterioridad ni con posterioridad a ese momento. 

Por último, el capítulo X regula la implicación de la Educación Superior y del Consejo de 
Universidades en la lucha contra la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 

El título IV sobre actuaciones en centros de protección de menores, establece la obligatoriedad 
de los centros de protección de aplicar protocolos de actuación que recogerán las actuaciones a 
seguir en aras de prevenir, detectar y actuar ante posibles situaciones de violencia. Asimismo, se 
establece la adopción de planes específicos de prevención y detección ante posibles casos de 
explotación sexual de personas menores de edad sujetas a medidas protectoras y que residan en 
centros residenciales.  

Por último, se concreta la supervisión por parte del Ministerio Fiscal de los centros de protección 
de menores y se establece la necesaria conexión informática con los servicios sociales 
especializados de protección de menores. 

El título V dedicado a la organización administrativa recoge en su capítulo I el compromiso para la 
creación de un Registro Central de información sobre la violencia hacia la infancia y la 
adolescencia, al que deberán remitir información las Administraciones Públicas, el Consejo 
General del Poder Judicial y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.  

El capítulo II, por su parte, introduce una regulación específica en relación a la certificación 
negativa del Registro Central de delincuentes sexuales desarrollando y ampliando la protección 
de las personas menores de edad a través del perfeccionamiento del sistema de exigencia del 
requisito de no haber cometido delitos contra la libertad o indemnidad sexuales o de trata de 
seres humanos con fines de explotación sexual para desarrollar actividades que supongan 
contacto habitual con personas menores de edad. 

Se introduce una definición acerca de qué ha de entenderse, a los efectos de la ley, por 
profesiones, oficios y actividades que implican contacto habitual con personas menores de edad, 
limitándolo solo a aquellas que por su propia esencia conllevan un trato repetido, no esporádico ni 
ocasional, con niños, niñas y adolescentes, quedando en todo caso incluidas aquellas actividades 
o servicios que se dirijan específicamente a ellos. 

A fin de ampliar la protección, se extiende la obligación de acreditar el requisito de no haber 
cometido delitos contra la libertad e indemnidad sexuales a todos los trabajadores y trabajadoras, 
lo sean por cuenta propia o por cuenta ajena, tanto del sector público como del sector privado. 

Además, con el objetivo de subsanar deficiencias observadas en los últimos años, se clarifica 
cuál debe ser el momento de acreditación de tal requisito, señalándose como tal el momento 
inicial de acceso a la profesión, oficio o actividad. Se prevé que, durante el ejercicio de la 
profesión, oficio o actividad, el trabajador o trabajadora no tenga obligación de volver a acreditar 
la ausencia de sentencias condenatorias por delitos contra la libertad e indemnidad sexuales.  

Lo anterior no supone una desprotección de las personas menores de edad, pues es 
perfectamente coherente con la reforma practicada a través de esta ley en los artículos 177 bis, 
apartado 6, último párrafo, y 192 apartado 4, ambos del Código Penal. Tal reforma supone que a 
toda persona que cometa un delito contra la libertad o indemnidad sexual o de trata de seres 
humanos con fines de explotación sexual le será impuesta, necesariamente, una pena de 
inhabilitación especial para el ejercicio de cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido, que 
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 conlleve contacto regular y directo con personas menores de edad. De este modo, cuando una 
persona que esté ejerciendo una profesión o actividad que suponga contacto habitual con 
personas menores de edad, sea condenada por un delito contra la libertad o indemnidad sexuales 
o por un delito de trata de seres humanos con fines de explotación sexual, esa persona habrá de 
cesar en el ejercicio de tal actividad en el momento en que la sentencia condenatoria devenga 
firme. Ello hace innecesario una reiteración de la aportación del certificado negativo del Registro 
Central de Delincuentes Sexuales durante el desarrollo de la actividad. Si la persona condenada, 
una vez finalizada la pena de inhabilitación, desea volver a desarrollar la actividad, al encontrarse 
de nuevo en el momento inicial o de acceso a la actividad, sí que le será exigida la certificación 
negativa del Registro Central de Delincuentes Sexuales. 

Por lo que respecta a las cinco disposiciones adicionales, se establece en ellas la necesaria 
dotación presupuestaria en el ámbito de la Administración de Justicia para luchar contra la 
victimización secundaria, la supervisión por parte de las comunidades autónomas en materia 
educativa, el mandato a las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, para 
priorizar las soluciones habitacionales ante los desahucios de familias en el que alguno de sus 
miembros sea una persona menor de edad, el seguimiento de los datos de opinión pública sobre 
la violencia hacia la infancia y adolescencia, a través de la realización de encuestas periódicas y 
el cumplimiento de la normativa vigente en materia de gastos de personal. 

Las medidas en materia de organización administrativa que recoge el mencionado título V deben 
entenderse sin perjuicio de los posteriores desarrollos reglamentarios que se estimen necesarios 
para la adecuada aplicación de lo previsto en la ley, y entre los que cabe señalar la futura 
creación de una Comisión Interministerial contra la Violencia sobre la infancia y adolescencia, en 
la que estarán representados todos los departamentos Ministeriales directamente afectados y que 
se encargará de impulsar y coordinar las actuaciones derivadas de esta ley, así como de su 
supervisión y adecuado cumplimiento. 

Por último, cabe destacar la modificación llevada a cabo de diferentes cuerpos normativos a 
través de las disposiciones finales de la ley. 

La disposición final primera correspondiente a la modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, viene a completar la revisión del sistema de protección de la infancia y 
adolescencia llevada a cabo en el año 2015 con la descripción de los indicadores de riesgo para 
la valoración de la situación de riesgo. A este respecto se perfila la necesidad de planes de 
seguimiento específicos para los menores de catorce años en conflicto con la ley y se describe un 
amplio elenco de medidas socioeducativas que es posible desarrollar ante las situaciones de 
riesgo. La reforma operada en la citada Ley 1/1996, de 10 de enero, se completa con la 
introducción de un nuevo artículo 14 bis para facilitar la labor de los servicios sociales en casos 
de necesaria atención inmediata. 

La disposición final segunda relativa a la modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal, incorpora diferentes modificaciones de importante calado. Así, se 
incorpora la edad como una agravante genérica con el fin de dar una mayor respuesta penal a los 
delitos cometidos contra las personas menores de edad, por su especial vulnerabilidad, sin 
menoscabo de que el precepto, de acuerdo al principio constitucional de igualdad, permita la 
protección de otros colectivos susceptibles de protección penal por este motivo. 
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 Se ha ampliado el tiempo de prescripción de los delitos más graves cometidos contra las 
personas menores de edad, de tal forma que dicho plazo solo comenzará a computar a partir de 
que la víctima haya cumplido los treinta años de edad, con la finalidad de evitar la existencia de 
espacios de impunidad en delitos que estadísticamente se han probado de lenta asimilación en 
las víctimas en el plano psicológico y, muchas veces, de tardía detección.  

Asimismo, mediante la reforma de los artículos 36 y 90, se han endurecido las condiciones para 
el acceso al tercer grado de clasificación penitenciaria, a la libertad condicional y a los permisos 
penitenciarios por parte de las personas penadas por delitos que atenten contra la indemnidad y 
libertad sexuales de personas menores de dieciséis años. 

Por otro lado, se ha incrementado la edad a partir de la que se aplicará el subtipo agravado del 
delito de lesiones del artículo 148.3 de los doce a los catorce años, puesto que resulta una esfera 
de protección más apropiada en atención a la vulnerabilidad que se manifiesta en la señalada 
franja vital.  

Además, se ha derogado el apartado 3 del artículo 201, lo que supone la desaparición del perdón 
del ofendido como causa de extinción de la acción penal en los delitos de descubrimiento y 
revelación de secretos, siendo esta una medida efectiva para la protección a víctimas tanto 
menores como mayores de edad. 

Por último, se han creado nuevos tipos delictivos para evitar la impunidad de conductas 
realizadas a través de medios tecnológicos y de la comunicación, que producen graves riesgos 
para la vida y la integridad de las personas menores edad, así como una gran alarma social. Se 
castiga a quienes, a través de estos medios, promuevan el suicidio, la autolesión o los trastornos 
alimenticios entre personas menores de edad, así como la comisión de delitos de naturaleza 
sexual contra estas. Además, se prevé expresamente que las autoridades judiciales retirarán 
estos contenidos de la red para evitar la persistencia delictiva. 

La disposición final tercera de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por 
Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Se modifica mediante diez apartados. 

El primero de los apartados modifica el artículo 13 para introducir de forma explícita en esta 
norma procesal la facultad del Juzgado de Instrucción de acordar de forma cautelar, de oficio o a 
instancia de parte, la retirada de contenidos ilícitos de páginas webs y/o la interrupción provisional 
de los servicios que ofrezcan tales contenidos. Ello es coherente con la introducción por esta ley 
de nuevos tipos penales consistentes en la difusión pública a través de internet de contenidos que 
inciten a personas menores de edad o a personas discapacitadas necesitadas de especial 
protección al suicidio o la autolesión, o que favorezcan trastornos alimenticios, o que promuevan 
o faciliten la comisión de delitos contra la indemnidad sexual de personas menores de edad. Esta 
medida cautelar también es efectiva durante la instrucción de causas penales por delitos que 
existían con anterioridad, como el de pornografía infantil. Con la adopción de esta medida 
cautelar se pone fin de forma anticipada a la lesión del bien jurídico protegido en cada caso. 

El apartado segundo introduce en el artículo 416 dos importantes novedades. Por un lado, una 
norma específica sobre el ejercicio por parte de las personas menores de edad o con 
discapacidad del derecho de dispensa de la obligación de declarar en las causas penales 
seguidas contra sus parientes cercanos. Se trata con ello de colmar una laguna existente en 
nuestro derecho y de dar una pauta clara y homogénea de actuación al órgano instructor. Se 
atribuye la decisión al representante legal de la persona menor de edad o con discapacidad, salvo 
en el supuesto de que exista un conflicto de interés entre ambas, en cuyo caso corresponde 
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 decidir al Ministerio Fiscal. En todo caso, la persona menor de edad o con discapacidad debe ser 
oída en relación a sus deseos y a su voluntad de participar o no en el proceso penal seguido 
contra su familiar. De este modo, se respeta el derecho de la persona menor de edad de 
participar en el proceso de determinación de su interés superior.  

Por otro lado, se introduce una excepción en la dispensa de la obligación de declarar de los 
parientes de la persona investigada. Estas personas no podrán acogerse a la dispensa cuando la 
víctima del delito sea una persona menor de edad o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección que se halle integrada en su núcleo de convivencia familiar. Con ello se sitúa 
en primer término el principio del interés superior del menor. 

Los apartados tercero a décimo suponen la destacada novedad de establecer como obligatoria, 
durante la fase instructora de un procedimiento penal seguido por un delito que atente contra 
bienes personales de una persona menor de catorce años o una persona con discapacidad 
necesitada de especial protección, la práctica de la declaración de esa persona como prueba 
preconstituida. Se trata de un mecanismo necesario para evitar la denominada victimización 
secundaria y para lograr el objetivo de que la persona menor de edad, o con discapacidad, no se 
vea expuesta a narrar de forma reiterada a lo largo del procedimiento penal los hechos 
traumáticos que ha sufrido o presenciado. 

Por otra parte, se introducen los requisitos básicos para que la prueba preconstituida se 
considere debidamente practicada por parte del órgano instructor. Asimismo, se establece la 
obligación del órgano enjuiciador de tener por válida y suficiente la práctica de la prueba, de 
manera que no podrá acordar una nueva declaración de la persona en el acto del juicio oral, salvo 
contadas excepciones. 

La práctica de prueba preconstituida se extiende a aquellos supuestos en que la persona menor 
de catorce años o la persona con discapacidad necesitada de especial protección deba intervenir 
como testigo en el procedimiento penal, a fin de elevar el nivel de protección. Asimismo, se otorga 
al juez instructor la facultad de practicar prueba preconstituida cuando la víctima o testigo sea una 
persona mayor de catorce años, pero, por sus circunstancias personales y por el delito cometido, 
sufra una especial vulnerabilidad. 

La disposición final cuarta correspondiente a la modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de 
septiembre, General Penitenciaria, establece programas específicos para los internos 
condenados por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia a fin de 
evitar la reincidencia, así como el seguimiento de los mismos para la concesión de permisos y la 
libertad condicional. 

La protección de la infancia y la adolescencia exige la creación de instituciones de protección y 
promoción de los derechos de los niños, Con esa finalidad, se potencia la labor esencial del 
Defensor del Pueblo como Alto Comisionado de las Cortes Generales encargado de defender los 
derechos fundamentales y las libertades públicas de los ciudadanos con independencia de su 
edad. Para ello, se modifica a través de la disposición final quinta el apartado uno del artículo 8 
de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, creando un Tercer Adjunto que 
se dedicará en exclusiva a la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 

La disposición final sexta modifica la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de Publicidad, 
con el objeto de ampliar el alcance de la ilicitud del precepto, dentro de su ámbito especializado, a 
aquellos contenidos comerciales que por sus características puedan provocar en personas 
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 menores de edad la adopción de las mencionadas conductas violentas sobre sí mismas o sobre 
terceros, así como los que integren una serie de estereotipos negativos.  

La disposición final séptima se destina a la modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial. Mediante esta modificación se regula la necesidad de formación especializada 
en las carreras judicial y fiscal, exigida por toda la normativa internacional, en la medida en que 
las materias relativas a la infancia y a personas con discapacidad se refieren a colectivos 
vulnerables. 

La disposición final octava por la que se modifica la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información 
y documentación clínica, establece que los registros relativos a la atención de las personas 
menores de edad víctimas de violencia deben constar en la historia clínica. Esto permitirá hacer 
un mejor seguimiento de los casos así como estimar la magnitud de este problema de salud 
pública y facilitar su vigilancia 

La disposición final novena modifica el artículo 4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores, referido a los derechos de las víctimas de 
los delitos cometidos por personas menores de edad, a fin de configurar dos nuevos derechos de 
las víctimas de delitos de violencia de género cuando el autor de los hechos sea un menor de 
dieciocho años, adaptando lo previsto en el mencionado artículo al artículo 7.3 de la Ley 4/2015, 
de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito. Es razonable asumir que, en la inmensa 
mayoría de los casos, las víctimas de estos delitos son niñas y adolescentes, siendo ellas a las 
que la ley pretende dispensar una protección adicional. 

Así, en los procedimientos seguidos por delitos de violencia de género cometidos por un menor 
de edad, la víctima tendrá derecho a ser notificada de las resoluciones en las que se acuerden 
medidas cautelares para su protección, incluso en el caso de que no se haya personado en el 
procedimiento. Del mismo modo, tales medidas cautelares habrán de ser puestas en 
conocimiento de las Administraciones Públicas competentes para la adopción de medidas de 
protección, sean éstas de seguridad o de asistencia social, jurídica, sanitaria, psicológica o de 
cualquier otra índole. Asimismo, en los mismos supuestos, la víctima tendrá derecho a ser 
informada de la situación procesal y personal del presunto agresor; en concreto, de sus salidas 
del centro de internamiento si fuera el caso. 

La disposición final décima establece el título competencial, indicando que esta ley se dicta al 
amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 16.ª, 17.ª, 18.ª, 27.ª, 29.ª y 30.ª de 
la Constitución Española. Por su parte, la disposición final undécima, el carácter ordinario de 
determinadas disposiciones. 

La disposición final duodécima contempla un mandato al Gobierno para la creación de la 
jurisdicción especializada en Infancia, Familia y Capacidad. 

La aplicación de esta ley exige un alto nivel de especialización de todos los profesionales que 
intervengan con niños, niñas y adolescentes, que abarca en consecuencia, a todos los 
operadores jurídicos, y lógicamente, a Jueces y Magistrados. El Pacto de Estado contra la 
Violencia de Género insta a una formación especializada más amplia en dichas materias tanto de 
los juzgados especializados en violencia de género, como también de los jueces y juezas de 
familia y de menores. Ese mandato de aumento de la capacitación judicial conlleva como 
corolario la especialización de la jurisdicción en el ámbito de protección civil de la infancia y 
adolescencia. La especialización reduce los costes marginales de la resolución de casos, lo que 
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 potencialmente permite acortar la duración de los procedimientos e incrementar la cantidad, la 
calidad y el acierto de las decisiones adoptadas. Ya existe la especialización en los órdenes 
contencioso–administrativo, social, mercantil y la de violencia sobre la mujer se introduce en la 
próxima reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por ello, partiendo de la estructura 
existente en la actualidad, la Jurisdicción Especializada en Infancia, Familia y Capacidad permitirá 
dar una respuesta más acorde a las necesidades de las personas menores de edad, las 
consecuencias de la ruptura de las uniones familiares, y de las personas con discapacidad que 
necesiten apoyos y especial protección. 

La especialización supone dar respuesta a una reclamación constante de diversos sectores 
sociales, y cumplimiento a exigencias internacionales.  

Los procedimientos de ruptura familiar generan en los niños, niñas y adolescentes problemas que 
es necesario abordar desde un conocimiento especializado y multidisciplinar, siendo necesario 
que los poderes públicos  garanticen con medidas eficaces y efectivas el derecho los hijos a 
mantener relaciones con sus progenitores en casos de vida separada de éstos, de modo que en 
una respuesta rápida y especializada en este ámbito puede jugar un papel esencial en la 
prevención de la violencia.  

La creación de una jurisdicción de Infancia, Familia y Capacidad, propia e independiente es 
necesaria para garantizar la atención adecuada, eficaz e igualitaria a muchas situaciones en las 
que se ven afectados los derechos fundamentales de carácter personal de un gran sector de la 
población. Estas materias, junto con las relativas a la capacidad de las personas, se rigen por 
principios especiales, distintos a los de la generalidad de la jurisdicción civil. Esta especialización 
ha de abarcar tanto a la primera como a la segunda instancia, así como prever y garantizar en 
todo el territorio, sin discriminación alguna entre comunidades autónomas ni partidos judiciales, la 
dotación de servicios psicosociales, especialmente adscritos a cada uno de los Juzgados, en los 
que deben exigirse idénticas condiciones de formación y especialización.  

En el Derecho comparado hace ya muchos años que se da un tratamiento diferenciado a los 
conflictos de derecho de la familia y de la persona por cuanto sus características y peculiaridades 
lo exigen (presencia de materias de orden público, especial tutela del interés del menor y de las 
personas incapacitadas, principios de derecho sustantivo y de derecho procesal diferentes al 
derecho económico y patrimonial). 

Por otro lado, en este ámbito ha irrumpido desde hace unos años el Derecho Internacional de la 
Familia y del Menor: Convención sobre los Derechos del Niño, Convenio del Consejo de Europa 
sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, Carta 
Europea, diversos Reglamentos en el seno de la Conferencia de La Haya, Reglamentos 
Comunitarios, Convención de Nueva York sobre los derechos de las personas con discapacidad, 
etc. La internacionalización de las relaciones familiares y personales y la exigencia internacional 
de protección a colectivos vulnerables ha provocado en poco tiempo la profusión de normativa 
internacional, cuya aplicación no está exenta de problemas en la práctica y que dejan 
prácticamente vacías de contenido las normas internas que regulan estas materias, lo que 
incrementa las necesidades de esa especialización. 

Junto a este fenómeno, los flujos de emigrantes y la internacionalización de la vida social han roto 
el esquema homogéneo de familia abriéndolo a otras formas que gozan de la misma protección 
constitucional. 
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 Todas estas circunstancias justifican la especialización de la jurisdicción, por lo que se acuerda 
que en  el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la ley, el Gobierno remita a las 
Cortes Generales un proyecto de ley orgánica de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, por el que se configure, dentro del orden jurisdiccional civil, la jurisdicción especializada de 
Infancia, Familia y Capacidad, regulando asimismo las pruebas selectivas de especialización de 
Jueces y Magistrados en ese orden, con la consiguiente adecuación de la planta judicial. 

A ello se añade la necesidad de regular la composición y funcionamiento de los Equipos Técnicos 
adscritos a dicha jurisdicción y la forma de acceso a los mismos de acuerdo con los criterios de 
especialización y formación recogidos en esta ley, así como la modificación de la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, a los efectos de 
establecer igual especialización de fiscales conforme a su régimen estatutario. 

La disposición final decimotercera relativa a la protección de las personas menores de edad en 
los medios audiovisuales establece que en el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor 
de esta ley, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un proyecto de ley para la regulación de 
la protección de las personas menores de edad en el ámbito de los medios audiovisuales. 

III 

Durante la tramitación de la ley se ha recabado informe del Consejo Económico y Social, la 
Agencia Española de Protección de Datos y el Consejo Fiscal. Asimismo, se ha consultado a las 
comunidades autónomas, así como a las entidades locales a través de la Federación Española 
de Municipios y Provincias. Finalmente, ha sido informada por el Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, así como por su Comisión 
Delegada. 

Esta ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artículo 129 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. De lo expuesto en los párrafos anteriores se pone de manifiesto el cumplimiento de los 
principios de necesidad y eficacia. Asimismo, la ley es acorde al principio de proporcionalidad, al 
contener la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente 
mencionados, e igualmente se ajusta al principio de seguridad jurídica. En cuanto al principio de 
transparencia, durante la tramitación de la norma se ha realizado el trámite de consulta pública 
previa, así como el trámite de información pública tal de conformidad con lo previsto en el artículo 
26, apartados 2 y 6, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. Por último, con 
respecto al principio de eficiencia, si bien supone un aumento de las cargas administrativas, éstas 
son imprescindibles y en ningún caso innecesarias. 

 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

Disposiciones Generales 
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 Artículo 1. Objeto. 

1. La ley tiene por objeto garantizar los derechos fundamentales de los niños, niñas y 
adolescentes a la integridad física, mental y moral frente a cualquier forma de violencia, 
asegurando el libre desarrollo de su personalidad y estableciendo medidas de protección integral, 
que incluyan la concienciación, la prevención, la detección, la protección y la reparación del daño 
en todos los ámbitos en los que se desarrolla su vida.  

2. A los efectos de esta ley, se entiende por violencia toda forma de perjuicio o abuso físico, 
mental o moral, sea cual fuera su forma de comisión, incluida la realizada por medio de las 
tecnologías de la información y la comunicación.  

En todo caso, se entenderá por violencia el maltrato físico, psicológico o emocional, los castigos 
físicos, humillantes o denigrantes, el descuido o trato negligente, la explotación, las agresiones y 
los abusos sexuales, la corrupción, el acoso escolar, la violencia de género, la mutilación genital 
femenina, la trata de seres humanos con cualquier fin, el matrimonio infantil, así como los actos 
de omisión producidos por las personas que deban ser garantes de la protección de las personas 
menores de edad. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

La presente ley es de aplicación a las personas menores de edad que se encuentren en territorio 
español, con independencia de su nacionalidad. 

Asismismo, las obligaciones establecidas en esta ley serán exigibles a todas las personas físicas 
o jurídicas, públicas o privadas, que se encuentren en territorio español. 

Artículo 3. Fines.  

Las disposiciones de esta ley persiguen los siguientes fines: 

a) Promover las medidas de sensibilización para el rechazo de la violencia, dotando a los 
poderes públicos de instrumentos eficaces en todos los ámbitos, especialmente en el ámbito 
familiar, educativo, de servicios sociales, sanitario, judicial, y de los medios de comunicación y las 
nuevas tecnologías. 

b) Establecer medidas de prevención efectivas frente a la violencia sobre la infancia y la 
adolescencia, mediante la especialización de los profesionales de los distintos ámbitos de 
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 intervención, el acompañamiento de las familias, dotándolas de herramientas de parentalidad 
positiva, y el refuerzo de la participación infantil.  

c) Impulsar la detección temprana de la violencia sobre la infancia y la adolescencia 
mediante la formación multidisciplinar y continua de los profesionales que tienen contacto habitual 
con los niños, niñas y adolescentes.  

d) Reforzar los conocimientos y habilidades de los niños, niñas y adolescentes para 
reconocer la violencia y reaccionar frente a la misma.  

e) Fortalecer el marco civil, penal y procesal vigente para asegurar una tutela judicial 
efectiva de los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia. 

f) Garantizar la reparación y restauración de los derechos de las víctimas. 

g) Garantizar la especial atención a los colectivos en situación de especial vulnerabilidad. 

Artículo 4. Principios rectores.  

1. Serán de aplicación los principios recogidos en la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, así como los siguientes: 

a) Prioridad de las actuaciones de carácter preventivo. 

b) Promoción del buen trato al niño, niña y adolescente como elemento central de todas las 
actuaciones.  

c) Promoción de la coordinación y cooperación interadministrativa e intradministrativa, así 
como de la cooperación internacional.  

d) Protección de los niños, niñas y adolescentes frente a la victimización secundaria. 

e) Especialización y capacitación de los profesionales que tienen contacto habitual con 
niños, niñas y adolescentes para la detección de posibles situaciones de violencia sufrida por los 
mismos. 

f) Empoderamiento de las personas menores de edad para la detección y adecuada 
reacción ante posibles situaciones de violencia ejercida sobre ellos.  
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 g) Individualización de las medidas teniendo en cuenta las necesidades específicas de 
cada niño, niña o adolescente víctima de violencia. 

h) Incorporación de la perspectiva de género a todas las medidas relacionadas con la 
violencia sobre la infancia y la adolescencia.  

2. Los poderes públicos deberán tomar todas las medidas necesarias para promover la 
recuperación física, psicológica y emocional y la inclusión social de los niños, niñas y 
adolescentes víctimas de violencia, así como de los niños, niñas y adolescentes que hayan 
cometido actos de violencia.  

Artículo 5. Formación. 

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán y 
garantizarán una formación especializada y continua a los distintos profesionales que tengan un 
contacto habitual con las personas menores de edad en materia de derechos fundamentales de la 
infancia y la adolescencia. Dicha formación comprenderá como mínimo: 

a) La educación en la prevención y la detección precoz de toda forma de violencia a la que se 
refiere esta ley. 

b) Posibles actuaciones a llevar a cabo una vez que se han detectado indicios de violencia.  

c) Formación específica en seguridad y uso seguro de Internet, con el objetivo de mejorar la 
prevención y detección de toda forma de violencia on line sobre las personas menores de edad.  

d) El buen trato a los niños, niñas y adolescentes. 

e) Identificación de los factores de riesgo. 

f) Mecanismos para evitar la victimización secundaria. 

2. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, las Administraciones Públicas, en el ámbito de 
sus competencias, deberán garantizar que los docentes y educadores reciben formación 
específica en materia de educación inclusiva.  

Asimismo, los Colegios de Abogados facilitarán a sus miembros el acceso a formación específica 
sobre los aspectos materiales y procesales de la violencia sobre la infancia y la adolescencia, 
tanto desde la perspectiva del Derecho interno como del Derecho de la Unión Europea y Derecho 
internacional, así como a programas de formación continua en materia de lucha contra la 
violencia sobre la infancia y la adolescencia.  

3. El diseño de las actuaciones formativas a las que se refiere este artículo tendrán 
especialmente en cuenta la perspectiva de género, así como las necesidades específicas de los 
colectivos de personas menores de edad con discapacidad, con un origen racial, étnico o 
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 nacional diverso, en situación de desventaja económica, personas menores de edad lesbianas, 
gais, transexuales y bisexuales (en adelante, LGTBI), y personas menores de edad no 
acompañadas.  

Artículo 6. Cooperación y colaboración entre las Administraciones Públicas. 

1. Las distintas Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
deberán colaborar entre sí, en los términos establecidos en el artículo 141 de la Ley 40/2015, de 
1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, al objeto de lograr una actuación eficaz en 
los ámbitos de la detección, prevención, protección y reparaciónfrente a la violencia sobre los 
niños, niñas y adolescentes. 

2.Para garantizar la necesaria colaboración entre todas las Administraciones Públicas, los 
asuntos relacionados con la aplicación de esta ley serán abordados en el seno del Consejo 
Territorial de Servicios Sociales y del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia. 

3. Las Administraciones Públicas promoverán la cooperación institucional a nivel nacional e 
internacional mediante acciones de intercambio de conocimientos, experiencias y buenas 
prácticas. 

3. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, potenciarán la labor de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad mediante el desarrollo de herramientas tecnológicas que 
faciliten la investigación de los delitos. 

Artículo 7. Colaboración público-privada. 

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, promoverán la colaboración 
público-privada con el fin de facilitar la prevención, detección e intervención en las situaciones de 
violencia sobre la infancia y la adolescencia, fomentando la suscripción de convenios y acuerdos 
con los medios de comunicación, los agentes sociales, los colegios profesionales, las confesiones 
religiosas, y demás entidades privadas que desarrollen su actividad en el ámbito de las personas 
menores de edad. 

2. Asimismo, las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas necesarias con 
el fin de asegurar el adecuado desarrollo de las acciones de colaboración con el sector de las 
telecomunicaciones contempladas en el capítulo VII del título III.  

En especial, se fomentará la colaboración de las empresas de tecnologías de la información y 
comunicación, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y la Administración de Justicia con el fin de 
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 detectar y retirar, a la mayor brevedad posible, los contenidos on line ilegales que supongan una 
forma de violencia sobre los niños, niñas y adolescentes. 

3. Las Administraciones Públicas fomentarán el intercambio de conocimientos, experiencias y 
buenas practicas con la sociedad civil relacionadas con la protección de los menores de edad en 
Internet, bajo un enfoque multidisciplinar e inclusivo. 

 

TÍTULO I 

Derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la violencia 

 

Artículo 8. Garantía de los derechos de las víctimas de violencia. 

1. Se garantiza a los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia los derechos reconocidos 
en esta ley, con independencia de su nacimiento, nacionalidad, origen racial o étnico, religión, 
sexo, discapacidad o enfermedad, orientación e identidad sexual o de género, lengua, cultura, 
ideologia, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal, familiar o social. 

2. Las Administraciones Públicas pondrán a disposición de los niños, niñas y adolescentes 
víctimas de violencia los medios necesarios para garantizar el ejercicio efectivo de los derechos 
previstos en esta ley, teniendo en consideración las circunstancias personales, familiares y 
sociales de aquellos que pudieran tener una mayor dificultad para su acceso. En todo caso, se 
tendrán en consideración las necesidades de las personas con discapacidad, así como la de 
aquellos otros colectivos de especial vulnerabilidad.  

3. Los niños, niñas y adolescentes tendrán derecho a que su orientación sexual e identidad de 
género, sentida o expresada, sea respetada en todos los entornos de vida, así como a recibir el 
apoyo y asistencia precisos cuando sean víctimas de discriminación o violencia por tales motivos. 

Artículo 9. Derecho de información y asesoramiento. 

1. Las Administraciones Públicas proporcionarán a los niños, niñas y adolescentes víctimas de 
violencia, en los términos previstos en el artículo 5 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, la 
información y el asesoramiento adecuados a su situación personal y desarrollo evolutivo. En todo 
caso, dicha información comprenderá las medidas contempladas en esta ley que les sean 
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 directamente aplicables, asi como de los mecanismos o canales de información o denuncia 
existentes. 

2. La información y asesoramiento a la que se refiere el apartado anterior deberá proporcionarse 
en un lenguaje comprensible y mediante formatos accesibles y adaptados a las circunstancias 
personales de sus destinatarios, garantizándose su acceso universal.  

Artículo 10. Derecho a la atención social integral.  

1. Las Administraciones Públicas, proporcionarán, a los niños, niñas y adolescentes víctimas de 
violencia una atención social integral, que comprenderá medidas de protección, apoyo, acogida y 
recuperación.  

2. Entre otros aspectos, la atención social integral comprenderá especialmente medidas de: 

a) Información y acompañamiento psicosocial y socioeducativo a las víctimas. 

b) Seguimiento de las denuncias o reclamaciones.  

c) Atención terapéutica de carácter sanitario, psiquiátrico y psicológico para la víctima y, en 
su caso, la unidad familiar. 

d) Apoyo formativo, especialmente en materia de igualdad, solidaridad y diversidad. 

e) Seguimiento psicosocial y socioeducativo de la unidad familiar. 

f) Facilitación de acceso a redes y servicios públicos. 

g) Apoyo a la educación e inserción laboral. 

h) Acompañamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales, si fuera necesario. 

3. Las Administraciones Públicas deberán adoptar las medidas de coordinación necesarias entre 
todos los agentes implicados con el objetivo de evitar la victimización secundaria de los niños, 
niñas y adolescentes con los que en cada caso, deban intervenir.  

Artículo 11. Derecho a la intervención en el procedimiento judicial. 

1. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia tienen derecho a intervenir en defensa de 
sus intereses en todos los procedimientos judiciales que traigan causa de una situación de 
violencia. 
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 Dicha intervención se realizará, con carácter general, a través de sus representantes legales. 
También podrá realizarse a través del defensor judicial designado por el Juzgado o Tribunal, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal, en los supuestos previstos en el artículo 26.2 de la Ley 
4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del Delito. 

2. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia, a través de sus representantes legales o 
de su defensor judicial, podrán personarse como acusación particular en cualquier momento del 
procedimiento penal, si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas 
antes de su personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado. 

Artículo 12. Derecho a la asistencia jurídica gratuita.  

1. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia tienen derecho a la asistencia jurídica 
gratuita con independencia de su situación económica, en los términos previstos en la Ley 
1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita. 

2. Los Colegios de Abogados garantizarán la existencia de un turno de oficio especial para la 
asistencia y defensa de víctimas menores de edad, cuyos integrantes deberán recibir formación 
especializada en materia de violencia sobre la infancia y adolescencia.  

3. Los Colegios de Abogados y los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias 
para permitir la designación urgente de profesionales que asistan de forma inmediata a los niños, 
niñas y adolescentes víctimas de violencia. En todo caso, el abogado designado ostentará 
habilitación legal para la representación procesal de la víctima hasta la designación de 
procurador.  

 

TÍTULO II 

Deber de comunicación de situaciones de desprotección, riesgo o violencia 

 

Artículo 13. Deber de comunicación de la ciudadanía. 

Toda persona que advierta indicios de una situación de desprotección, de riesgo o de violencia 
ejercida sobre una persona menor de edad, está obligada a comunicarlo de forma inmediata a la 
autoridad competente y, si los hechos pudieran ser constitutivos de delito, a las Fuerzas y 
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 Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal o a la autoridad judicial, sin perjuicio de prestar la 
atención inmediata que la víctima precise. 

 

Artículo 14. Deber de comunicación cualificado. 

1. El deber de comunicación previsto en el artículo anterior es especialmente exigible a las 
siguientes personas, cuando tuvieran conocimiento por razón de su cargo o profesión de una 
situación de desprotección, riesgo o violencia ejercida sobre una persona menor de edad: 

a) Los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

b) Las autoridades y empleados públicos. 

c) El personal sanitario de los servicios de salud públicos y privados. 

d) El personal de los centros escolares públicos y privados. 

e) Las personas que trabajen en establecimientos públicos y privados en los que residan 
habitualmente niños, niñas o adolescentes.  

2. Cuando las personas a las que se refiere el apartado anterior tuvieran conocimiento de la 
existencia de una situación de riesgo o desprotección de una persona menor de edad, deberán 
comunicarlo de forma inmediata a los servicios sociales de atención primaria competentes.  

Además, en los procedimientos de carácter urgente, cuando exista la sospecha o indicios 
razonables de que la salud y/o seguridad del niño, niña o adolescente pudiera encontrarse 
amenazada y no hubiera una figura familiar o de apego que pueda garantizarlas, las personas a 
las que se refiere el apartado 1 deberán comunicarlo de forma inmediata a los servicios sociales 
especializados de protección de menores competentes. 

3. Cuando las personas a las que se refiere el apartado 1 advirtieran indicios razonables de 
lacomisión de un delito, deberán comunicarlo de forma inmediata a las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad, al Ministerio Fiscal o a la autoridad judicial. Igualmente, deberán comunicar de forma 
inmediata a la Agencia Española de Protección de Datos las posibles infracciones de la normativa 
sobre protección de datos personales de una persona menor de edad. 

4. En todo caso, las personas a las que se refiere el apartado 1 deberán facilitar toda la 
información de que dispongan, así como prestar su máxima colaboración. 
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 A estos efectos, las Administraciones Públicas competentes establecerán mecanismos 
adecuados para la notificación de sospecha de casos de personas menores de edad víctimas de 
violencia y el intercambio de información entre los profesionales a los que se refiere el 
mencionado apartado 1.  

Artículo 15. Comunicación de situaciones de violencia por parte de niños, niñas y adolescentes. 

1. Los niños, niñas y adolescentes que fueran víctimas de violencia o presenciaran alguna 
situación de violencia sobre otra persona menor de edad años podrán comunicarlo, 
personalmente, o a través de sus representantes legales, a los Servicios Sociales, a las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal o a la autoridad judicial. 

2. Las Administraciones Públicas establecerán mecanismos de comunicación seguros, eficaces, 
confidenciales, adaptados y accesibles para los niños, niñas y adolescentes, a los que las 
personas menores de edad, así como sus representantes legales puedan acceder de forma 
anónima. 

Artículo 16. Comunicación por parte de los centros educativos y residenciales de menores. 

Los centros educativos públicos o privados, al inicio de cada curso escolar, así como los 
establecimientos públicos o privados en los que habitualmente residan personas menores de 
edad, en el momento de su ingreso, facilitarán a los niños, niñas y adolescentes toda la 
información referente a los procedimientos de comunicación de situaciones de violencia 
regulados por las Adiministraciones Publicas y aplicados en el centro, así como de las personas 
responsables en este ámbito. 

Los citados centros mantendrán permanentemente actualizada esta información y adoptarán las 
medidas necesarias para asegurar que los niños, niñas y adolescentes puedan consultarla 
libremente en cualquier momento. 

Artículo 17. Deber de comunicación de contenidos ilícitos en internet. 

1. Toda persona, física o jurídica, que advierta la existencia de contenidos disponibles en red que 
constituyan una forma de violencia o abuso contra cualquier niño, niña o adolescente, está 
obligada a comunicarlo a la autoridad competente y, si los hechos pudieran ser constitutivos de 
delito, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, al Ministerio Fiscal o a la autoridad judicial. 

2. Las Administraciones Públicas deberán garantizar la disponibilidad de canales confidenciales 
de denuncia de la existencia de tales contenidos. Estos canales podrán ser gestionados por 
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 líneas de denuncia nacionales homologadas por redes internacionales, siempre en colaboración 
con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. 

Artículo 18. Confidencialidad y seguridad. 

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, establecerán los 
mecanismos oportunos para garantizar la confidencialidad de las personas que hayan puesto en 
conocimiento de las autoridades situaciones de desprotección, riesgo o violencia sobre niños, 
niñas y adolescentes, siempre que ello sea solicitado por la persona interesada. 

2. Los centros educativos y los centros en los que habitualmente residan personas menores de 
edad adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y protección de los 
niños, niñas y adolescentes que comuniquen una situación de violencia. 

3. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad adoptarán de forma inmediata todas las medidas 
provisionales de protección de las personas denunciantes que resulten adecuadas y pertinentes 
en atención a las circunstancias del caso. 

4. El Juzgado de Instrucción, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar las medidas de 
protección previstas en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, de protección a testigos y 
peritos en causas criminales, cuando lo estime necesario en atención al riesgo o peligro que 
derive de la formulación de denuncia conforme a los artículos anteriores. 

 

TÍTULO III 

Concienciación, prevención y detección 

 

CAPÍTULO I 

Estrategia para la erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia 

 

Artículo 19. Estrategia de erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 
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 1.La Administración General del Estado, en colaboración con las comunidades autónomas, las 
Ciudades de Ceuta y Melilla, y las entidades locales elaborarán una Estrategia  nacional, de 
carácter plurianual, con la consiguiente dotación presupuestaria, en consonancia con el Plan 
Estratégico Nacional de Infancia y Adolescencia y con el objetivo de erradicar la violencia sobre la 
infancia y la adolescencia, con especial incidencia en los ámbitos familiar, educativo, de servicios 
sociales, sanitario, judicial,  y de los medios de comunicación y las nuevas tecnologías. Asimismo, 
en la elaboración de la citada Estrategia  se contará con la participación de las entidades del 
tercer sector, la sociedad civil, y, de forma muy especial, los niños, niñas y adolescentes.  

El impulso de la citada Estrategia corresponderá a los Ministerios de Sanidad, Consumo y 
Bienestar Social y de Justicia, conforme a sus respectivas competencias, en colaboración con el 
Alto Comisionado para la lucha contra la pobreza infantil.  

2. Anualmente, las personas titulares del Ministerio de Justicia y del Ministerio de Sanidad, 
Consumo y Bienestar Social, con la colaboración del Alto Comisionado para la lucha contra la 
pobreza infantil, elevarán al Consejo de Ministros un informe de evaluación acerca del grado de 
cumplimiento y la eficacia de la Estrategia  de erradicación de la violencia sobre la infancia y la 
adolescencia. 

Dicho informe contendrá datos desagregados por sexo y edad y, al menos, deberá incluir un 
análisis estadístico de los casos de violencia que se hayan producido, diferenciando el ámbito en 
el que han tenido lugar, el tipo de violencia ejercida, así como los colectivos en situación de 
especial vulnerabilidad que se han visto afectados. 

Los resultados de dicho informe se harán públicos para general conocimiento, y deberán ser 
tenidos en cuenta para la elaboración de las políticas públicas correspondientes. 

 

CAPÍTULO II 

Niveles de actuación 

 

Artículo 20. De la concienciación. 

1. Las Administraciones Públicas promoverán, en el ámbito de sus competencias, campañas y 
acciones concretas de información evaluables y basadas en la evidencia, destinadas a 
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 concienciar a la sociedad en general acerca del derecho de los niños, niñas y adolescentes a 
recibir un buen trato. Asimismo, dichas campañas incluirán medidas contra aquellas conductas 
que favorecen la violencia sobre la infancia y la adolescencia en sus distintas manifestaciones, 
con el objetivo de promover el cambio de actitudes en el contexto social. 

Asimismo, las Administraciones Públicas promoverán campañas específicas de concienciación 
para promover un uso seguro y responsable de la Red, desde un enfoque de aprovechamiento de 
las oportunidades de Internet y el uso en positivo, incorporando la perspectiva y opiniones de los 
propios niños, niñas y adolescentes 

2. Estas campañas se realizaran de modo accesible, diferenciando por tramos de edad, de 
manera que se garantice el acceso a las mismas a todas las personas menores de edad y 
especialmente, a aquellas que por razón de su discapacidad necesiten de apoyos especificos. 

Artículo 21. De la prevención. 

1. Las Administraciones Públicas competentes establecerán planes y programas de prevención 
primaria, secundaria y terciaria para la erradicación de la violencia contra la infancia y la 
adolescencia.  

Estos planes y programas comprenderán medidas específicas en los ámbitos familiar, educativo, 
de servicios sociales, sanitario, judicial y de los medios de comunicación y las nuevas tecnologías 
en el marco de la estrategia para la erradicación de la violencia sobre  la infancia y la 
adolescencia y deberán ser evaluados en los términos que establezcan las Administraciones 
Públicas competentes. 

2. Los planes y programas de prevención para la erradicación de la violencia contra la infancia y 
la adolescencia identificarán, conforme a los factores de riesgo, a los niños, niñas y adolescentes 
en situación de especial vulnerabilidad, así como a los grupos específicos de alto riesgo, con el 
objeto de priorizar las medidas y recursos destinados a estos colectivos. 

3. En todo caso, tendrán la consideración de actuaciones en materia de prevención las 
siguientes:  

a) Las dirigidas a la promoción del buen trato en todos los ámbitos de la vida de los niños, 
niñas y adolescentes, así como todas las orientadas a la formación en crianza, parentalidad y 
educación positiva. 
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 b) Las dirigidas a detectar, reducir o evitar las situaciones que provocan los procesos de 
exclusión o inadaptación social, que dificultan el bienestar y pleno desarrollo de los niños, niñas y 
adolescentes. 

c) Las que tienen por objeto mitigar o compensar los factores que favorecen el deterioro del 
entorno familiar y social de las personas menores de edad. 

d) Las que persiguen reducir o eliminar las situaciones de desprotección debidas a 
cualquier forma de violencia sobre la infancia y la adolescencia. 

e) Las que fomenten la conciliación familiar y laboral, así como la corresponsabilidad 
parental.  

f) Las enfocadas a fomentar tanto en los adultos como en las personas menores de edad 
el conocimiento de los principios y disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño. 

g) Las dirigidas a concienciar a la sociedad en general de todas las barreras que sitúan a 
los niños, niñas y adolescentes en situaciones de desventaja social y riesgo de sufrir violencia, 
así como las dirigidas a reducir o eliminar dichas barreras. 

h)  Las dirigidas a fomentar la seguridad en todos los ámbitos de la infancia y la 
adolescencia. 

i) Cualquier otra que se recoja en relación a los distintos ámbitos de actuación regulados 
en esta ley. 

4. Las actuaciones de prevención contra la violencia en niños, niñas y adolescentes, tendrán una 
consideración prioritaria. A tal fin, los Presupuestos Generales del Estado se acompañarán de 
una documentación asociada al informe de impacto en la infancia, en la adolescencia y en la 
familia en la que los distintos centros gestores del presupuesto individualizarán las partidas 
presupuestarias consignadas para llevarlas a cabo.  

Articulo 22. Prevención de la radicalización en los niños, niñas y adolescentes. 

Las Administraciones Públicas competentes adoptarán las medidas de prevención y protección 
necesarias para proteger a las personas  menores de edad frente a los procesos de radicalización 
y adoctrinamiento que conducen a la violencia, así como para el tratamiento y asistencia de los 
mismos en los casos en que esta llegue a producirse.  

Artículo 23. De la detección. 
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 1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán anualmente 
programas de formación inicial y continua destinada a los profesionales cuya actividad requiera 
estar en contacto habitual con niños, niñas y adolescentes, con el objetivo de detectar 
precozmente la violencia ejercida contra los mismos y que esta violencia pueda ser notificada de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 14.4. 

2. Las Administraciones Públicas competentes promoverán la capacitación de las personas 
menores de edad para que cuenten con herramientas para detectar situaciones de violencia. 

 

 

CAPÍTULO III 

Del ámbito familiar 

 

Artículo 24. Prevención en el ámbito familiar. 

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
proporcionar a las familias, en sus múltiples formas, y a aquellas personas que convivan 
habitualmente con niños, niñas y adolescentes, el apoyo necesario para prevenir, desde la 
primera infancia, factores de riesgo  y fortalecer los factores de protección, así como apoyar la 
labor educativa y protectora de los progenitores, tutores y guardadores, para que puedan 
desarrollar adecuadamente su rol parental o tutelar. 

2. A tal fin, dentro de los planes de prevención previstos en el artículo 21, las Administraciones 
Públicas competentes deberán incluir, como mínimo, un diagnóstico de la situación de las familias 
residentes en el territorio de su competencia, que permita identificar sus necesidades, para fijar 
los objetivos y medidas a aplicar.  

3. Las medidas a las que se refiere el apartado anterior deberán estar enfocadas a: 

a) Promover el ejercicio positivo de la parentalidad, entendiéndose como tal el 
comportamiento de los progenitores, tutores o guardadores fundamentado en el interés superior 
del niño, niña o adolescente, para que crezca en un entorno afectivo, sin violencia, que favorezca 
el desarrollo de sus capacidades, ofrezca reconocimiento y orientación, incluyendo el 
establecimiento de límites que permitan su pleno desarrollo en todos los órdenes. 
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 b)  Promover la educación y el desarrollo de estrategias básicas y fundamentales para la 
adquisición de valores y competencias emocionales, tanto en los progenitores, tutores o 
guardadores, como en los hijos e hijas de acuerdo con la etapa evolutiva de los mismos.  

c) Promover la atención a las familias y, en particular, a la madre durante el periodo de 
gestación, facilitar un buen trato prenatal desde una atención a la mujer embarazada que 
contemple aquellas circunstancias que puedan influir negativamente en la gestación, en ella 
misma y en su familia, así como desarrollar estrategias de detección de situaciones de riesgo 
durante el embarazo y de preparación y apoyo a los progenitores. 

d)  Desarrollar programas de formación a adultos y a niños, niñas y adolescentes en 
habilidades para la negociación y resolución de conflictos intrafamiliares. 

e)  Promocionar el buen trato al niño, niña y adolescente. 

f)  Adoptar programas dirigidos a suprimir cualquier tipo de castigo como método de 
aprendizaje y conducta y erradicar el castigo habitual desproporcionado o con violencia física o 
psicológica en el ámbito familiar y la promoción de formas de disciplina positiva. 

g) Crear los servicios necesarios de información y apoyo profesional a los niños, niñas y 
adolescentes a fin de que tengan la capacidad necesaria para detectar y rechazar cualquier forma 
de violencia, con especial atención a los problemas de las niñas y adolescentes que por género y 
edad sean víctimas de cualquier tipo de discriminacion directa o indirecta. 

h) Proporcionar la formación y los apoyos que sean necesarios para ayudar a comprender 
la realidad y las necesidades de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad y poder 
atenderlas adecuadamente, debiendo favorecer la permanencia en su entorno familiar. 

Artículo 25. Actuaciones específicas en el ámbito familiar. 

1. Las Administraciones Públicas impulsarán medidas de política familiar encaminadas a apoyar 
los aspectos cualitativos de la parentalidad positiva y a proporcionar las condiciones materiales 
necesarias para el adecuado desarrollo de las familias, y en particular a prevenir la pobreza y 
causas de exclusion social, asi como la conciliación de la vida familiar y laboral, a través de 
horarios y condiciones de trabajo que permitan atender adecuadamente las responsabilidades 
derivadas de la crianza, así como el ejercicio igualitario de hombres y mujeres, ya se trate de 
progenitores, tutores o guardadores, en las responsabilidades respecto a las personas menores 
de edad.  
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 Dichas medidas habrán de individualizarse en función de las distintas necesidades de apoyo 
específico que presente cada unidad familiar, con especial atención a las familias con niños, 
niñas o adolescentes con discapacidad, o especial vulnerabilidad.  

2 . Las Administraciones Públicas elaborarán y/o difundirán materiales formativos dirigidos al 
ejercicio positivo de las responsabilidades parentales o tutelares. Estos materiales contendrán 
formación en materia de derechos y deberes de los niños, niñas y adolescentes, e incluirán 
contenidos especificos referidos a la diversidad sexual y de género, como medida de prevención 
de conductas discriminatorias y violentas hacia los niños, niñas y adolescentes..  

Artículo 26. Situación de crisis familiar. 

1. Las Administraciones Públicas deberán prestar especial atención a la proteccion del interés 
superior del menor en los casos de ruptura de la convivencia de sus progenitores o de uno de 
ellos en el caso de ruptura de familias reconstituidas. Para ello, fomentarán la orientación y 
mediación familiar, los puntos de encuentro familiar y otros recursos o servicios especializados 
que permitan una adecuada atencion y protección a la infancia y adolescencia, así como un 
acompañamiento profesional especializado a los progenitores, o en su caso, a los tutores o 
guardadores, durante el proceso de ruptura y en el ejercicio de sus responsabilidades parentales. 

2. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán implementar 
medidas de política familiar especialmente dirigidas a las familias en situación de crisis con hijos o 
hijas menores de edad, a fin de garantizar que la ruptura de los progenitores no implique 
consecuencias perjudiciales para los mismos. 

3. El Juzgado que conozca de un procedimiento derivado del conflicto parental, en el caso de que 
lo considere beneficioso para el niño, niña o adolescente, podrá derivar a los progenitores, tutores 
y guardadores legales a cualquiera de los servicios mencionados en el apartado 1, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 158 del Código Civil. No cabe la derivación a 
mediación en los casos previstos en el artículo 44.5 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de 
diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género ni cuando alguno de 
los progenitores, tutores o guardadores esté incurso en un procedimiento penal por violencia 
sobre las personas menores de edad a su cargo.  

A estos efectos, se promoverá la suscripción de acuerdos y protocolos de colaboración entre el 
Consejo General del Poder Judicial, la Fiscalía General del Estado y las Administraciones 
competentes en la gestión de dichos servicios. 
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 CAPÍTULO IV 

Del ámbito educativo  

 

Artículo 27. Principios. 

El sistema educativo español, debe fomentar una educación inclusiva y de calidad que permita el 
desarrollo pleno de los niños, niñas y adolescentes en una escuela segura y libre de violencia, en 
la que se garantice el respeto y promoción de sus derechos, empleando métodos pacíficos de 
comunicación, negociación y resolución de conflictos. 

Los niños, niñas y adolescentes en todas las etapas educativas, e independientemente de la 
titularidad del centro, recibirán, de forma transversal, una educación que incluya el respeto a los 
demás, la igualdad de género, la diversidad familiar, la adquisición de habilidades para la elección 
de estilos de vida saludables y una educación afectivo sexual, adaptada a su nivel madurativo,  
orientada al aprendizaje de la prevención y evitación de toda forma de violencia, con el fin de 
ayudarles a reconocerla y reaccionar frente a la misma. 

Artículo 28. Protocolos de actuación. 

1. Las Administraciones educativas regularán los  protocolos de actuación frente a indicios de 
acoso escolar, ciberacoso, acoso sexual, violencia de género y cualquier otra manifestación de 
violencia comprendida en el ámbito de aplicación de esta ley.  

Dichos protocolos deberán ser aplicados en todos los centros educativos, independientemente de 
su titularidad y  deberán iniciarse cuando los docentes o educadores de los centros educativos, 
padres o madres del alumnado o cualquier miembro de la comunidad educativa, detecten indicios 
de violencia o por la mera comunicación de los hechos por parte de los niños, niñas o 
adolescentes. 

2. Entre otros aspectos, los protocolos determinarán la forma de iniciar el procedimiento, los 
sistemas de notificación y la coordinación de los profesionales responsables de cada actuación. 

Asimismo, deberán contemplar actuaciones específicas cuando el acoso o ciberacoso tengan 
como motivación la orientación sexual, la identidad o expresión de género, incluyendo el 
componente de estigmatización secundaria de este acoso.  
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 De igual modo, dichos protocolos deberán contemplar actuaciones específicas cuando el acoso 
se lleve a cabo a través de las nuevas tecnologías o dispositivos móviles y se haya menoscabado 
la intimidad y reputación de las personas menores de edad. 

3. Los directores, directoras o titulares de los centros educativos se responsabilizarán de que la 
comunidad educativa esté informada de los protocolos de actuación existentes así como de la 
ejecución y el seguimiento de las actuaciones previstas en los mismos. 

Artículo 29. Coordinador o coordinadora  de bienestar y protección. 

1. Todos los centros educativos, con independencia de su titularidad, donde cursen 
estudios personas menores de edad, deberán tener un coordinador o coordinadora de bienestar y 
protección de sus alumnos, que actuará bajo la supervisión de la dirección o titularidad del centro.  

2. Las Administraciones eduvativas regularán los requisitos y las funciones que debe 
desempeñar el coordinador o coordinadora de bienestar y protección, y que deberán ser al menos 
las siguientes:  

a) Promover  planes de formación sobre prevención, detección y protección de los niños, 
niñas y adolescentes, dirigidos tanto al personal que trabaja en los centros como al alumnado, así 
como actividades destinadas a promover la cultura del buen trato a los mismos. En la formación 
del personal se deberá priorizar la dirigida a aquellos que ejercen como tutores. En el caso de la 
formación del alumnado se deberá priorizar la adquisición por estos de habilidades para detectar 
y responder al maltrato.  

Asimismo, en coordinación con las Asociaciones de Madres y Padres de Alumnos, deberá 
promover dicha formación entre los progenitores, y quienes ejerzan funciones de tutela, guarda o 
acogimiento sobre las personas menores de edad.  

b) Fomentar que  los responsables de las diferentes actividades complementarias y 
extraescolares hagan valoraciones de riesgos, buscando medidas que garanticen que todos los 
niños, niñas y adolescentes están correctamente atendidos, con especial atención a la diversidad 
o las distintas capacidades de los alumnos y alumnas 

c) Coordinar, de acuerdo con los protocolos que aprueben las Administraciones educativas, 
los casos que requieran de intervención por parte de los servicios sociales de atención primaria, 
debiendo informar a las autoridades competentes si se valora necesario, y sin perjuicio del deber 
de comunicación en los casos legalmente previstos. 
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 d) Promover medidas que aseguren el máximo bienestar para los niños, niñas y 
adolescentes. 

e) Fomentar entre el personal del centro y el alumnado la utilización de métodos 
alternativos de resolución pacífica de conflictos. 

f) Informar  al personal del centro sobre los protocolos en materia de prevención y 
protección de cualquier forma de maltrato existentes en su localidad o comunidad autónoma.  

g) Fomentar el respeto a los alumnos y alumnas con discapacidad o cualquier otra 
circunstancia de especial vulnerabilidad o diversidad.  

3. El coordinador o coordinadora responsable de bienestar y protección mantendrá la 
confidencialidad de las actuaciones desarrolladas y actuará, en todo caso, con respeto a lo 
establecido en la normativa vigente en materia de protección de datos. 

Artículo 30. Organización educativa. 

1. Todos los centros educativos elaborarán un plan de convivencia, de conformidad con el articulo 
124 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, entre cuyas actividades se incluirá 
la adquisición de habilidades por el personal del centro, el alumnado y de la comunidad educativa 
sobre la resolución pacífica de conflictos. 

Asimismo, dicho plan recogerá los códigos de conducta consensuados entre los profesores 
tutores, los equipos docentes y el alumnado ante situaciones de acoso escolar o ante cualquier 
otra situación que afecte a la convivencia en el centro educativo, con independencia de si estas 
se producen en el propio centro educativo o si de producen, o continuan, a través de las 
tecnologías de la información y de la comunicación.  

2. El Claustro de Profesores y el Consejo Escolar tendrán entre sus competencias el impulso de 
la adopción y seguimiento de medidas educativas que fomenten el reconocimiento y protección 
de los derechos de las personas menores de edad. 

3. Las Administraciones educativas velarán por el cumplimiento y aplicación de los principios 
recogidos en este capítulo. Asimismo, supervisarán que todos los centros, independientemente 
de su titularidad, apliquen los protocolos preceptivos de actuación en casos de violencia, incluido 
el de violencia de género, acoso, ciberacoso y acoso sexual.  

Artículo 31. Dispositivos móviles. 
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 Las Administraciones educativas deberán regular, en el ámbito de sus competencias, el uso y 
tenencia en los centros educativos de dispositivos móviles de carácter particular y con fines no 
pedagógicos por parte de los menores de edad.   

Artículo 32. Supervisión de la contratación en los centros educativos. 

Las Administraciones educativas y los directores o titulares de los centros educativos 
supervisarán la seguridad en la contratación de personal y controlarán la aportación de los 
certificados obligatorios, tanto del personal docente como del personal auxiliar, contratos de 
servicio u otros profesionales que trabajen o colaboren habitualmente en el centro escolar de 
forma retribuida o no. 

Artículo 33. Formación en materia de seguridad digital. 

Las Administraciones Públicas deberán incorporar contenidos obligatorios y específicos para la 
capacitación de los menores de edad en materia de seguridad digital. Dicha formación se incluirá 
tanto en los bloques de contenidos como con carácter transversal, debiendo implantarse desde la 
etapa de educación primaria. 

CAPÍTULO V 

Del ámbito sanitario 

 

Artículo 34. Actuaciones en el ámbito sanitario. 

1. Las Administraciones sanitarias, en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema 
Nacional de Salud, promoverán e impulsarán actuaciones para la promoción del buen trato a la 
infancia y la adolescencia, así como la prevención y detección precoz de la violencia contra los 
niños, niñas y adolescentes, en sus diferentes manifestaciones, y de sus factores de riesgo, en el 
marco del protocolo común de actuación sanitaria previsto en el artículo 35.2.  

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado precedente, las Administraciones sanitarias 
competentes promoverán la elaboración de protocolos específicos de actuación en el ámbito de 
sus competencias, que faciliten la promoción del buen trato, la identificación de factores de riesgo 
y la prevención y  detección precoz de la violencia contra niños, niñas y adolescentes, así como 
las medidas a adoptar para la adecuada asistencia y rehabilitación de las víctimas, y que deberán 
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 tener en cuenta las especificidades de las actuaciones a desarrollar cuando la víctima de 
violencia sea una persona con discapacidad o cualquier otra situación de especial vulnerabilidad. 

3. Las Administraciones sanitarias competentes facilitarán el acceso de los niños, niñas y 
adolescentes a los servicios de tratamiento y rehabilitación, garantizando la atención universal a 
todos aquellos que se encuentren en las situaciones de riesgo y/o violencia a las que se refiere 
esta ley. Especialmente, se garantizará una atención a la salud mental integral y adecuada a su 
edad. 

Asimismo, las Administraciones sanitarias competentes garantizarán de forma universal la 
atención temprana desde el nacimiento hasta los seis años de edad de todo niño o niña con 
alteraciones del desarrollo o riesgo de padecerlas en el ámbito de cobertura de la ley, así como el 
apoyo al desarrollo infantil.  

Artículo 35. Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes. 

1. El Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud acordará en el plazo de un año a 
contar desde la entrada en vigor de esta ley, la creación de una comisión frente a la violencia en 
los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo con el artículo 74 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, 
de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud. 

2. Dicha Comisión apoyará y orientará la planificación de las medidas con incidencia sanitaria 
contempladas en la ley, y elaborará, en el plazo de seis meses desde su constitución, un 
protocolo común de actuación sanitaria, que evalué y proponga las medidas necesarias para la 
correcta aplicación de la ley y cualesquiera otras medidas que se estimen precisas para que el 
sector sanitario contribuya a la erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 
Dicho protocolo comprenderá además la obligatoriedad de la notificación a la autoridad 
competente en materia de protección de menores, así como la colaboración con los Servicios 
Sociales, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y el Ministerio Fiscal. 

Asimismo, emitirá un informe periódico, que incluirá los datos disponibles sobre la atención 
sanitaria de las personas menores de edad víctimas de violencia, así como información sobre la 
implementación de las medidas con incidencia sanitaria contempladas en la ley. Este informe  
será remitido al Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud y al Observatorio Estatal de 
la infancia.  

3. La Comisión frente a la violencia en los niños, niñas y adolescentes estará compuesta por 
representantes de todas las comunidades autónomas con competencia en la materia. 
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 Artículo 36. Actuaciones de los centros y servicios sanitarios ante posibles situaciones de 
violencia. 

1. Los centros y servicios sanitarios, públicos y privados, en los que se preste asistencia sanitaria 
a una persona menor de edad como consecuencia de cualquier tipo de violencia deberán aplicar 
el protocolo común de actuación sanitaria previsto en el artículo 35.2.  

2. Los registros relativos a la atención de las personas menores de edad víctimas de violencia 
quedarán incorporados en la historia clínica del menor de edad.  

 

CAPÍTULO VI 

Del ámbito de los servicios sociales de atención primaria 

 

Artículo 37. Actuaciones por parte de los servicios sociales de atención primaria. 

1. Para el ejercicio de sus funciones en cuanto a la protección de los niños, niñas y adolescentes,  
Los funcionarios que desarrollen su actividad profesional en los Servicios Sociales de atención 
primaria tendrán la condición de agente de la autoridad y podrán solicitar la colaboración de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, del Ministerio Fiscal, de los servicios sanitarios y de cualquier 
servicio público que fuera necesario para su intervención, en su ámbito geográfico 
correspondiente. Igualmente, podrán solicitar al órgano judicial correspondiente las medidas 
urgentes que consideren necesarias.  

2. Con el fin de responder de forma adecuada a las situaciones de urgencia que puedan 
presentarse y en tanto no se pueda derivar el caso a la atención de los servicios sociales 
especializados de protección de menores, cada comunidad autónoma determinará 
reglamentariamente el procedimiento para que los funcionarios que desarrollan su actividad 
profesional en los servicios sociales de atención primaria, puedan adoptar las medidas oportunas 
de protección de las personas menores de edad víctimas de violencia. 

3. Cuando se estime necesario, los profesionales de los servicios sociales de atención primaria 
podrán acompañar a la persona menor de edad a un centro sanitario para que reciba la atención 
que precise, informando después a sus progenitores o a quienes ejerzan funciones de tutela, 
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 guarda o acogimiento y disponer, asímismo, la colaboración de otros profesionales 
especializados. 

Artículo 38. De los equipos de intervención. 

Las Administraciones Públicas competentes dotarán a los servicios sociales de atención primaria 
de profesionales y equipos de intervención familiar y con la infancia y la adolescencia, 
especialmente entrenados en la detección, valoración e intervención frente a la violencia ejercida 
sobre las personas menores de edad. 

Artículo 39. De los profesionales del sistema público de los servicios sociales.  

Los equipos de intervención de los servicios sociales que trabajen en el ámbito de la violencia 
sobre las personas menores de edad, deberán estar constituidos, preferentemente, por 
profesionales de la Educación Social, de la Psicología y del Trabajo Social. 

Artículo 40. Planes de intervención. 

1. La valoración por parte de los profesionales de los servicios sociales de atención primaria de 
los casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia deberá realizarse, siempre que sea 
posible, de forma interdisciplinar y coordinada con aquellos equipos y profesionales de los 
ámbitos de la salud, la educación o la seguridad existentes en el territorio que puedan aportar 
información sobre la situación del menor y su entorno familiar y social. 

2. Corresponderá a  los profesionales de los servicios sociales de atención primaria la recogida 
de la información sobre los posibles casos de violencia, y de concretar, con la participación de los 
profesionales correspondientes, el consecuente análisis interdisciplinar del caso. 

Asimismo, cuando se estime necesario, se recabará el apoyo de los servicios sociales 
especializados de protección de menores, así como de los servicios de atención a mujeres 
víctimas de violencia de género de la comunidad autónoma correspondiente. 

3. En todos los casos en los que exista riesgo o sospecha de violencia sobre los niños, niñas o 
adolescentes, los servicios sociales de atención primaria establecerán las vías para apoyar a la 
familia en el ejercicio positivo de sus funciones parentales de protección y, en caso necesario, 
diseñarán y llevarán a cabo un plan de intervención familiar individualizado con la participación 
del resto de ámbitos implicados. 
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 Artículo 41. Seguimiento y registro de los casos de violencia sobre las personas menores de 
edad. 

1. Los servicios sociales de atención primaria deberán establecer un sistema de seguimiento y 
registro de los casos en el que consten las notificaciones y comunicaciones recibidas, los casos 
confirmados y las distintas medidas puestas en marcha en relación con la intervención de dichos 
servicios sociales frente a la violencia sobre la infancia y la adolescencia.  

2. Las actuaciones desarrolladas por los servicios sociales de atención primaria en el marco del 
plan de intervención sobre casos de riesgo o sospecha de maltrato infantil se notificarán a los 
servicios sociales especializados de protección de menores.. Dicha información estadisticadeberá 
ser incorporada por las comunidades autónomas en el Registro Central de información sobre la 
violencia contra la infancia y la adolescencia. 

 

CAPÍTULO VII 

De las nuevas tecnologías. 

 

Artículo 42. Uso seguro y responsable de Internet. 

1. Las Administraciones Públicas desarrollarán campañas de educación, concienciación, 
sensibilización y difusión dirigidas a los niños, niñas y adolescentes, familias, educadores y 
profesionales sobre el uso seguro y responsable de Internet y las tecnologías de la información y 
la comunicación, así como sobre los riesgos derivados de un uso inadecuado.   

Asimismo, se fomentarán medidas de acompañamiento a las familias,, reforzando y apoyando el 
rol de los progenitores a través del desarrollo de competencias y habilidades que favorezcan el 
cumplimiento de sus obligaciones legales y en particular, las establecidas en el artículo 84.1 de la 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales. 

2. Las Administraciones Públicas pondrán a disposición de los niños, niñas y adolescentes, 
familias, educadores y profesionales que trabajen con personas menores de edad un servicio 
específico de línea de ayuda sobre el uso seguro y responsable de Internet, que ofrezca a los 
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 usuarios asistencia y asesoramiento ante situaciones potenciales de riesgo y emergencia de los 
menores en Internet. 

3. Las Administraciones Públicas deberán adoptar medidas para incentivar la responsabilidad 
social de las empresas en materia de protección de la infancia y la adolescencia en Internet. 

Artículo 43. Diagnóstico y control de contenidos. 

1. Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, deberán realizar 
periódicamente diagnósticos sobre el uso seguro de Internet entre las niños, niñas y adolescentes 
y las problemáticas de riesgo asociadas, así como vigilar las nuevas tendencias.  

2. Las Administraciones Públicas fomentarán la colaboración con el sector privado para una 
mayor estandarización en el uso de la clasificación por edades y el etiquetado inteligente de 
contenidos digitales, para conocimiento de los niños, niñas y adolescentes y apoyo de los 
progenitores en la evaluación y selección de tipos de contenidos, servicios y dispositivos.  

Además, las Administraciones Públicas fomentarán la implementación y el uso de mecanismos de 
control parental que ayuden a preservar a las personas menores de edad frente al riesgo de 
exposición a contenidos y contactos nocivos, así como mecanismos de denuncia y bloqueo.  

3. Las Administraciones Públicas, en colaboración con el sector privado y el tercer sector, 
fomentarán los contenidos positivos en línea y el desarrollo de contenidos adaptados a las 
necesidades de los diferentes grupos de edad, impulsando entre la industria códigos de 
autorregulación y corregulación para el uso seguro y responsable en el desarrollo de productos y 
servicios destinados al público infantil y adolescente. 

 

CAPÍTULO VIII 

Del ámbito del deporte y el ocio 

 

Artículo 44. Protocolos de actuación frente a la violencia en el ámbito deportivo y de ocio. 

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, regularán protocolos de 
actuación que recogerán las actuaciones que deben seguirse para la prevención, detección y 
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 actuación frente a las posibles situaciones de violencia comprendidas en el ámbito deportivo y de 
ocio.  

Dichos protocolos deberán ser aplicados en todos los centros que realicen actividades deportivas 
y de ocio, independientemente de su titularidad y, en todo caso, en la Red de Centros de Alto 
Rendimiento y Tecnificación Deportiva, Federaciones Deportivas y Escuelas municipales. 

Artículo 45. Entidades que realizan actividades deportivas o de ocio con personas menores de 
edad de forma habitual. 

1. Quienes trabajen en entidades que realizan de forma habitual actividades deportivas o 
de ocio con personas menores de edad, deberán recibir formación específica en la prevención y 
detección de cualquier forma de  violencia sobre la infancia y la adolescencia, así como para 
atender adecuadamente las diferentes aptitudes y capacidades físicas e intelectuales de los 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad para el fomento y el desarrollo del deporte 
inclusivo. 

2. Estas entidades están obligadas a: 

a) Aplicar los protocolos de actuación que adopten las Administraciones Públicas en el 
ámbito deportivo y de ocio.  

b) Implantar un sistema de monitorización para asegurar el cumplimiento de los protocolos 
anteriores  en relación con la protección de las personas  menores de edad. 

c) Fomentar la participación activa de los niños, niñas y adolescentes en todos los aspectos 
de su formación y desarrollo integral. 

d) Fomentar y reforzar las relaciones y la comunicación entre las organizaciones deportivas 
y los progenitores o quienes ejerzan funciones de tutela, guarda o acogimiento . 

e) Designar la figura del “delegado de protección” al que las personas menores de edad 
puedan acudir para expresar sus inquietudes y preocupaciones. 

f)  Adoptar las medidas necesarias para que la practica del deporte, de la actividad física, la 
cultura y el ocio no sean un escenario de discriminación por orientación sexual, identidad sexual o 
expresión de género, trabajando con los propios niños, niñas y adolescentes, asi como con sus 
familias y los profesionales en el rechazo al uso de insultos y expresiones degradantes y 
discriminatorias. 
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CAPÍTULO IX 

De las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 

 

Artículo 46. Unidades especializadas. 

1. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las 
entidades locales contarán con unidades especializadas en la prevención y detección de 
situaciones de violencia sobre la infancia y la adolescencia y preparadas para una correcta y 
adecuada actuación ante tales casos. 

2. Los distintos Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que actúen en un mismo territorio colaborarán, 
dentro de su ámbito competencial, para lograr un eficaz desarrollo de sus funciones en el ámbito 
de la lucha contra la violencia ejercida sobre la infancia y la adolescencia. El Gobierno promoverá 
los mecanismos necesarios al efecto. 

Artículo 47. Criterios de actuación. 

1. La actuación de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en los casos de 
violencia sobre la infancia y la adolescencia, se regirá por el respeto a los derechos de niños, 
niñas y adolescentes y la consideración de su interés superior.  

2. Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad actuarán de conformidad con los 
protocolos de actuación policial con personas menores de edad, así como, cuando sean 
aplicables, con los protocolos de actuación policial en casos de violencia doméstica. 

En todo caso, procederán conforme a los siguientes criterios: 

a) Se adoptarán de forma inmediata todas las medidas provisionales de protección que 
resulten adecuadas a la situación de la persona menor de edad. 

b) Se obviará la práctica de toda diligencia en la que intervenga la persona menor de edad 
que no resulte imprescindible. En concreto, únicamente se procederá a oír en declaración al niño, 
niña o adolescente cuando ello sea absolutamente necesario para la elaboración del atestado 
policial. En tal caso, se realizará en una sola ocasión y a través de profesionales específicamente 
formados. 
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 c) Se practicarán sin dilación todas las diligencias imprescindibles que impliquen la intervención 
de la persona menor de edad . 

d) Se impedirá cualquier tipo de contacto directo o indirecto en dependencias policiales 
entre la persona investigada y la víctima. 

e) Se dispensará un buen trato al niño, niña o adolescente, con adaptación del lenguaje y 
las formas a sus circunstancias personales. 

f) Se procurará que el niño, niña o adolescente se encuentre en todo momento en 
compañía de una persona de su confianza. 

 

CAPÍTULO X 

De la Educación Superior 

 

Artículo 48. Implicación de la Educación Superior en la erradicación de la violencia sobre la 
infancia y la adolescencia. 

1. Los centros de Educación Superior promoverán la inclusión en todos los ámbitos académicos 
la formación, docencia e investigación en derechos de la infancia y adolescencia en general y en 
la lucha contra la violencia ejercida sobre la infancia y adolescencia en particular.  

2. En concreto, los ciclos formativos de grado superior, de grado y posgrado y los programas de 
especialización de las profesiones sanitarias, del ámbito educativo, de Periodismo y Ciencias de 
la Información, del Derecho, y de aquellas otras titulaciones conducentes al ejercicio de 
profesiones en contacto habitual con personas menores de edad, promoverán la incorporación en 
sus planes de estudios contenidos específicos dirigidos a la prevención, detección e intervención 
de los casos de violencia sobre la infancia y la adolescencia. 

Artículo 49. Involucración del Consejo de Universidades en la lucha contra la violencia sobre la 
infancia y la adolescencia. 

Entre las actividades y publicaciones anuales del Consejo de Universidades se promoverá la 
inclusión en el mundo académico del estudio y la investigación de los derechos de la infancia y la 
adolescencia en general y de la violencia sobre la infancia y la adolescencia en particular y más 
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 específicamente en aquellos estudios orientados al ejercicio de profesiones que impliquen el 
contacto habitual con personas menores de edad.  

  

TÍTULO IV 

De las actuaciones en centros de protección 

 

Articulo 50. Protocolos de actuación en los centros de protección de menores. 

Todos los centros de protección de menores, independientemente de su titularidad, están 
obligados a aplicar los protocolos de actuación que establezcan los servicios sociales 
especializados de protección de menores, y que contendrán las actuaciones que deben seguirse 
para la prevención, detección y actuación frente a las posibles situaciones de violencia 
comprendidas en el ámbito de aplicación de esta ley. 

Entre otros aspectos, los protocolos determinarán la forma de iniciar el procedimiento, los 
sistemas de notificación y la coordinación de los profesionales responsables de cada actuación. 

Artículo 51. Intervención ante casos de explotación sexual de personas menores de edad 
tuteladas. 

Los servicios sociales especializados de protección de menores establecerán planes específicos 
de prevención y detección de posibles casos de explotación sexual que tengan como víctimas a 
personas menores de edad sujetas a medida protectora y que residan en centros residenciales 
bajo su responsabilidad, teniendo en cuenta muy especialmente para la elaboración de estos 
planes la perspectiva de género, así como las medidas necesarias de coordinación con las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y el resto de agentes sociales implicados.  

Artículo 52. Supervisión por parte del Ministerio Fiscal. 

1. Un representante del Ministerio Fiscal visitará los centros de protección de menores cada dos 
meses para reunirse con los niños, niñas y adolescentes, supervisar el cumplimiento de los 
protocolos de actuación y dar seguimiento a los mecanismos de comunicación de situaciones de 
desprotección, riesgo o violencia. 
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 2. Los servicios sociales especializados de protección de menores establecerán con el Ministerio 
Fiscal las conexiones informáticas correspondientes para permitir un acceso rápido y seguro a la 
información que se estime oportuna de los expedientes de protección de menores, todo ello de 
conformidad con lo previsto en la normativa en materia de protección de datos de carácter 
personal. 

 

Título V 

De la organización administrativa 

 

CAPÍTULO I 

Registro Central de información 

 

Artículo 53. Registro Central de información sobre la violencia contra la infancia y la adolescencia. 

En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta ley, mediante orden 
ministerial de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social se 
determinará la creación del Registro Central de información sobre la violencia contra la infancia y 
la adolescencia, así como la información concreta y el procedimiento a través del cual el Consejo 
General del Poder Judicial, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y las distintas Administraciones 
Públicas deben suministrar los datos requeridos al registro.  

En particular, dicha orden ministerial señalará los criterios básicos de notificación, que como 
mínimo serán los siguientes: 

a) Con respecto a la víctima: edad, sexo, tipo de maltrato o violencia, gravedad, nacionalidad 
y, en su caso, discapacidad. 

b) Con respecto al agresor: edad, sexo y relación con la víctima.  
c) Medidas puestas en marcha, en su caso, relativas a la intervención frente a la violencia 

sobre la infancia y adolescencia. 
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 CAPÍTULO II 

De la certificación negativa del Registro Central de Delicuentes Sexuales 

 

Artículo 54. Requisito para el acceso a profesiones, oficios y actividades que impliquen contacto 
habitual con personas menores de edad. 

1. Será requisito para el acceso y ejercicio de cualesquiera profesiones, oficios y actividades que 
impliquen contacto habitual con personas menores de edad, el no haber sido condenado por 
sentencia firme por un delito contra la libertad e indemnidad sexuales o por un delito de trata de 
seres humanos con fines de explotación sexual. 

2. A los efectos de esta ley, son profesiones, oficios y actividades que implican contacto habitual 
con personas menores de edad, todas aquellas, retribuidas o no, que por su propia naturaleza y 
esencia conllevan el trato repetido y no meramente ocasional con niños, niñas o adolescentes, 
así como, en todo caso, todas aquellas que tengan como destinatarios principales a niños, niñas 
o adolescentes. 

Artículo 55. Trabajadores por cuenta ajena o voluntarios. 

Quien pretenda el acceso, como trabajador por cuenta ajena o voluntario, a una profesión, oficio o 
actividad que implique contacto habitual con personas menores de edad, deberá acreditar ante su 
empleador el cumplimiento del requisito previsto en el apartado 1 del artículo anterior, mediante la 
aportación, en el momento de inicio de la profesión, oficio o actividad, de una certificación 
negativa del Registro Central de Delincuentes Sexuales.  

No será necesario que el empleador exija la reiteración de la aportación de la certificación 
negativa actualizada durante el ejercicio de la profesión, oficio o actividad. 

Artículo 56. Trabajadores por cuenta propia. 

1. Quien pretenda ejercer por cuenta propia una actividad económica que implique contacto 
habitual con personas menores de edad, deberá acreditar el cumplimiento del requisito previsto 
en el artículo 54.1 en el momento de cursar su alta en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos. 

2. Reglamentariamente se determinará el procedimiento para la acreditación del cumplimiento del 
requisito previsto en el apartado primero del artículo 54.1 por parte de los trabajadores por cuenta 
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 propia. Tal procedimiento incluirá la facultad de la Administración competente, previo 
consentimiento expreso del interesado o de su representante, de obtener la certificación negativa 
del Registro Central de Delincuentes Sexuales a través de la Plataforma de Intermediación de 
Datos del Ministerio de Hacienda o por los medios electrónicos habilitados al efecto. 

Artículo 57. Trabajadores o voluntarios  en el sector público. 

1. Quien pretenda ejercer una profesión, oficio o actividad que implique contacto habitual con 
personas menores de edad al servicio del sector público, deberá acreditar el cumplimiento del 
requisito previsto en el artículo 54.1. 

2. A tal fin, las Administraciones y entidades competentes, previo consentimiento expreso del 
interesado, deberán obtener la certificación negativa del Registro Central de Delincuentes 
Sexuales a través de la Plataforma de Intermediación de Datos del Ministerio de Hacienda o por 
los medios electrónicos habilitados al efecto.  

Si no hubiera prestado consentimiento expreso, será deber del interesado obtener y aportar la 
certificación negativa del Registro Central de Delincuentes Sexuales con carácter previo al inicio 
de la profesión, oficio o actividad. 

Disposición adicional primera. Dotación presupuestaria. 

El Estado y las comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán 
dotar a los Juzgados y Tribunales de los medios personales y materiales necesarios para el 
adecuado cumplimiento de las nuevas obligaciones legales relativas a mecanismos de evitación 
de la victimización secundaria.  

Disposición adicional segunda. Supervisión de las comunidades autónomas en materia educativa. 

Las comunidades autónomas, en ejercicio de sus competencias en materia de educación, 
deberán llevar a cabo un seguimiento de la actuación desarrollada por el coordinador o 
coordinadora de bienestar y protección de los niños, niñas y adolescentes en su territorio, con el 
fin de asegurar el correcto desempeño de sus funciones, así como su actuación coordinada.   

Disposición adicional tercera. Soluciones habitacionales. 

Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, priorizarán las soliciones 
habitacionales ante los deshucios de familias en el que alguno de sus miembros sea una persona 
menor de edad. 
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 Disposición adicional cuarta. Mejora de los datos de opinión pública. 

El Centro de Investigaciones Sociológicas realizará anualmente, una encuesta acerca de las 
opiniones de la población con respecto a la violencia ejercida sobre los niños, niñas y 
adolescentes, que permita establecer series temporales para valorar los cambios sociales más 
relevantes sobre la violencia hacia la infancia y la adolescencia 

Los resultados de este análisis deberán ser incluidos en el informe anual de evaluación del plan 
estratégico para la erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia previsto en el 
artículo 19. 

Disposición adicional quinta. Gastos de personal. 

Las actuaciones derivadas de la aplicación y desarrollo de esta ley que tengan incidencia sobre el 
personal de las Administraciones Públicas, se ajustarán a las normas básicas sobre gastos de 
personal que sean de aplicación. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se opongan 
a lo dispuesto en esta ley. 

Disposición transitoria única. Remisión de información al Registro Central de información sobre la 
violencia contra la infancia y la adolescencia. 

Hasta que no se lleve a cabo la creación del Registro Central de información sobre la violencia 
contra la infancia y la adolescencia, la remisión de la información que deben realizar las 
Administraciones Públicas al citado registro se remitirá al Observatorio de la Infancia. 

Disposición final primera. Modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

La Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación 
parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, queda modificada en los siguientes 
términos: 

Uno. Se suprime el apartado 4 y 5 del artículo 13. 

Dos. Se introduce un artículo 14 bis con el siguiente contenido: 
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 «1.  Cuando la urgencia del caso lo requiera, sin perjuicio de la guarda provisional a la que se 
refiere el artículo anterior y el artículo 172.4 del Código Civil, la actuación de los Servicios 
Sociales será inmediata. 

2. La atención inmediata a que se refiere este artículo no está sujeta a requisitos 
procedimentales ni de forma, y comprende la adopción de cualquier medida que resulte necesaria 
para preservar la vida, la integridad física o moral o la salud de la persona menor de edad y se 
entiende en todo caso sin perjuicio del deber de prestar a dichos menores el auxilio inmediato que 
precisen. » 

Tres. Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 17, que quedan redactados como sigue: 

«1. Se considerará situación de riesgo aquella en la que, a causa de circunstancias, carencias o 
conflictos familiares, sociales o educativos, el menor se vea perjudicado en su desarrollo 
personal, familiar, social o educativo, en su bienestar o en sus derechos de forma que, sin 
alcanzar la entidad, intensidad o persistencia que fundamentarían su declaración de situación de 
desamparo y la asunción de la tutela por ministerio de la ley, sea precisa la intervención de la 
administración pública competente, para eliminar, reducir o compensar las dificultades o 
inadaptación que le afectan y evitar su desamparo y exclusión social, sin tener que ser separado 
de su entorno familiar. 

2. Serán considerados como indicadores de riesgo, entre otros: 

a) La falta de atención física o psíquica del niño, niña o adolescente por parte de los 
progenitores, o por los titulares de la tutela o de la guarda, que comporte un perjuicio leve para la 
salud física o emocional del niño, niña o el adolescente cuando se estime, por la naturaleza o por 
la repetición de los episodios, la posibilidad de su persistencia o el agravamiento de sus efectos. 

b) Las dificultades para dispensar la atención física y psíquica adecuada al niño, niña o 
adolescente por parte de los progenitores o de los titulares de la tutela o de la guarda. 

c) La negligencia en el cuidado de los menores y la falta de seguimiento médico por parte 
de los progenitores, o por los titulares de la tutela o de la guarda. 

d) La existencia de un hermano declarado en desamparo, salvo que las circunstancias 
familiares hayan cambiado de forma evidente.  

e) El absentismo escolar. 
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 f) La utilización, por parte de los progenitores, tutores o guardadores, del castigo físico, 
psicológico o emocional sobre el niño, niña o adolescente o la utilización de pautas de corrección 
violentas que, sin constituir un episodio severo o un patrón crónico de violencia, perjudiquen su 
desarrollo. 

g) La convivencia en núcleos familiares desestructurados o de violencia. 

h) La situación de pobreza y de exclusión social que afecte al niño, niña y adolescente y a 
su núcleo familiar. 

i) La falta de alojamiento alternativo en los casos en que se haya a ejecutar un desahucio.   

j) La evolución negativa de los programas de intervención seguidos con la familia. 

k) El conflicto abierto y crónico entre los progenitores, separados o no, o entre los tutores o 
guardadores, en los casos de tutela o guarda conjunta, cuando anteponen sus necesidades a las 
del niño, niña o adolescente, así como la instrumentalización de los niños, niñas y adolescentes, 
cuando perjudiquen el desarrollo adecuado de los menores en todos sus órdenes.  

l) La incapacidad o la imposibilidad de los responsables parentales de controlar la 
conducta del niño, niña o adolescente que provoque un peligro evidente de hacerse daño o de 
perjudicar a terceras personas. 

m) Las prácticas discriminatorias, por parte de los responsables parentales, contra los niños, 
niñas y adolescentes que conlleven un perjuicio para su bienestar y su salud mental y física, 
incluyendo la no aceptación de la orientación sexual o identidad sexual o de género del menor, o 
la ejercida contra niños, niñas o adolescentes con discapacidad.  

n) El riesgo de sufrir ablación, mutilación genital femenina o cualquier otra forma de violencia en 
el caso de niñas y adolescentes, las promesas o acuerdos de matrimonio forzado, así como las 
actitudes discriminatorias que por razón de género o edad puedan aumentar las posibilidades de 
confinamiento en el hogar, la falta de acceso a la educación, las escasas oportunidades de ocio, 
la falta de acceso al arte y la vida cultural, asi como cualquier otra circunstancia que por razón de 
género, les impidan disfrutar de sus derechos en igualdad. 

ñ) La identificación de las madres como víctimas de trata o de violencia de género. 

o)  El embarazo precoz. 

p) Las niñas y adolescentes víctimas directas o indirectas de violencia de género 
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 q) El sometimiento a terapias de aversión a menores de edad pertenecientes al colectivo 
LGTBI por parte de sus progenitores, tutores o guardadores. 

r) La sobreexposición de los menores a la opinión pública a través de la difusión 
generalizada de su imagen o de información personal de los mismos.   

s) El sometimiento de los menores a ingresos múltiples, en distintos hospitales, con 
síntomas recurrentes, inexplicables y/o que no se confirman diagnósticamente.  

t) La concurrencia de circunstancias o carencias materiales se considerará indicador de 
riesgo, pero no determinará la separación del entorno familiar. 

u) Cualquier otra circunstancia que implique violencia contra los menores de edad que, en 
caso de persistir, pueda evolucionar y derivar en el desamparo del niño, niña o adolescente. 

v) Cualquier otra causa prevista en las legislaciones autonómicas.» 

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 17 bis con el siguiente contenido: 

«Artículo 17 bis. Personas menores de catrorce años en conflicto con la ley. 

Las personas menores de catorce años que habiendo cometido un acto de violencia que pudiera 
ser constitutivo de delito, por su edad, no estén sujetos a responsabilidad penal serán 
consideradas expresamente en situación de riesgo. 

En este sentido, se le incluirá en un plan de seguimiento diseñado y realizado por los Servicios 
Sociales Especializados de protección de menores de las comunidades autónomas. 

Cinco. Se añade un nuevo artículo 17 ter con el siguiente contenido: 

«Artículo 17 ter. Objetivo de la actuación administrativa y medidas de atención socioeducativa 
ante las situaciones de riesgo. 

1. La actuación administrativa ante las situaciones de riesgo tiene como objetivo: 

a) La mejora de las relaciones en el ámbito familiar, con la colaboración de los responsables 
parentales  y  del  propio  niño,  niña  o adolescente.  

b) La idoneidad de las condiciones  sociales, económicas  y culturales  de la Infancia. 
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 c) La eliminación, o disminución de los factores de riesgo y dificultad social mediante la 
capacitación de los responsables parentales para atender adecuadamente las necesidades del 
niño, niña o adolescente, proporcionándoles los medios técnicos y/o  económicos y la ayuda 
necesaria que permitan la permanencia en el hogar. 

d) La satisfacción adecuada de las necesidades principales del niño, niña y adolescente por los 
servicios y recursos esenciales y/o normalizadores, propiciando las acciones compensatorias 
adicionales necesarias, en su caso, para garantizar el efectivo ejercicio de sus derechos. 

e) El empoderamiento de las niñas y las adolescentes y la eliminacion de los factores de riesgo y 
dificultad social y cultural que por razón de género les afecten.  

Para el correcto desarrollo de estas medidas , se proporcionarán las medidas de apoyo que sean 
necesarias para que todo niño, niña o adolescente, independientemente de su edad, 
discapacidad o cualquier otra condición personal o social, pueda ser informado y participar en 
todo el procedimiento de una forma eficaz. 

2. Las medidas susceptibles de ser establecidas, una vez valorada y declarada la situación de 
riesgo, serían, entre otras, las siguientes: 

a) La orientación, el asesoramiento y el apoyo a la familia, que incluye las actuaciones de 
contenido técnico, económico o material dirigidas a mejorar el entorno familiar y a hacer posible la 
permanencia del niño, niña o el adolescente en el mismo. 

b) La intervención familiar mediante programas socioeducativos para los responsables 
parentales, con la finalidad de que alcancen capacidades y estrategias alternativas para el 
cuidado y la educación de sus hijos o del niño, niña o adolescente tutelado, y muy especialmente 
los programas de parentalidad positiva. 

c) El acompañamiento del niño, niña o adolescente a los centros educativos o a otras actividades, 
y el apoyo psicológico o las ayudas al estudio. 

d) La ayuda a domicilio. 

e) La atención en centro abierto y otros servicios socioeducativos. 

f) La atención sanitaria, que incluya la intervención psicoterapéutica o el tratamiento familiar, a los 
responsables parentales y para el niño, niña o el adolescente. 

g) Los programas formativos para los menores que han abandonado el sistema escolar. 
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 h) Los programas de apoyo para los responsables parentales con discapacidad que les permita 
asumir sus obligaciones de atención y cuidado de los niños, niñas y adolescentes. 

i) La asistencia personal para los niños, niñas y  adolescentes y menores con discapacidad que 
les permita su completo desarrollo holístico en igualdad de condiciones. 

j) Cualquier otra medida de carácter social y educativo que contribuya a la desaparición de la 
situación de riesgo.» 

 

Disposición final segunda. Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. 

Se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, que queda 
redactada en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica la circunstancia 4.ª del artículo 22, que queda redactada como sigue: 

«4.ª 4.ª Cometer el delito por motivos racistas, antisemitas u otra clase de discriminación 
referente a la ideología, religión o creencias de la víctima, la etnia, raza o nación a la que 
pertenezca, su sexo, edad, orientación, identidad sexual o de género, razones de género, 
razones de aporofobia o de exclusión social, la enfermedad que padezca o su discapacidad o 
cualquier otro motivo basado en un prejuicio discriminatorio, con independencia de que tales 
condiciones o circunstancias concurran efectivamente en la persona sobre la que recaiga la 
conducta.» 

Dos. Se modifican los apartados 2 y 3 del artículo 36 y se adiciona un apartado 4, con el siguiente 
contenido: 

«2. La pena de prisión tendrá una duración mínima de tres meses y máxima de veinte años, salvo 
lo que excepcionalmente dispongan otros preceptos del presente Código. 

Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, el juez o tribunal 
podrá ordenar que la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario 
no se efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta. 

En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años y 
se trate de los delitos enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el tercer 
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 grado de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la 
misma: 

a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII 
del Título XXII del Libro II de este Código. 

b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal. 

c) Delitos del artículo 183. 

d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea menor 
de dieciséis años. 

En los supuestos de las letras c) y d), el penado no podrá disfrutar de permisos de salida hasta 
que haya cumplido la mitad de la condena. 

3. El juez de vigilancia penitenciaria, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción 
social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del 
tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones 
Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento, salvo en los 
supuestos contenidos en los dos últimos párrafos del apartado anterior. 

4. En todo caso, el tribunal o el juez de vigilancia penitenciaria, según corresponda, podrá 
acordar, previo informe del Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la 
progresión a tercer grado por motivos humanitarios y de dignidad personal de penados enfermos 
muy graves con padecimientos incurables y de los septuagenarios valorando, especialmente su 
escasa peligrosidadTres. Se modifica el párrafo b) del artículo 39, que queda redactado como 
sigue: 

«b) Las de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o 
comercio, u otras actividades, sean o no retribuidas, o de los derechos de patria potestad, tutela, 
guarda o curatela, tenencia de animales, derecho de sufragio pasivo o de cualquier otro derecho. 
El juez podrá restringir la inhabilitación a determinadas actividades o funciones de la profesión u 
oficio, retribuido o no, permitiendo, si ello fuera posible, el ejercicio de aquellas funciones no 
directamente relacionadas con el delito cometido.» 

Cuatro. Se modifica el artículo 45, que queda redactado en los siguientes términos: 
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 «La inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio u otras actividades, sean o 
no retribuidas, o cualquier otro derecho, que ha de concretarse expresa y motivadamente en la 
sentencia, priva al penado de la facultad de ejercerlos durante el tiempo de la condena. El juez 
podrá restringir la inhabilitación a determinadas actividades o funciones de la profesión u oficio, 
retribuido o no, permitiendo, si ello fuera posible, el ejercicio de aquellas funciones no 
directamente relacionadas con el delito cometido.» 

Cinco. Se modifica el artículo 46, que queda redactado en los siguientes términos: 

«La inhabilitación especial para el ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o 
acogimiento, priva al penado de los derechos inherentes a la primera, y supone la extinción de las 
demás, así como la incapacidad para obtener nombramiento para dichos cargos durante el 
tiempo de la condena. La pena de privación de la patria potestad implica la pérdida de la 
titularidad de la misma, subsistiendo aquellos derechos de los que sea titular el hijo respecto del 
penado que se determinen judicialmente. El Juez o Tribunal podrá acordar estas penas respecto 
de todos o alguno de los menores o personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección que estén a cargo del penado. 

Para concretar qué derechos de los menores o personas con discapacidad han de subsistir en 
caso de privación de la patria potestad y para determinar respecto de qué personas se acuerda la 
pena, el Juez o Tribunal valorará el interés superior de la persona menor de edad o con 
discapacidad, en relación a las circunstancias del caso concreto. 

A los efectos de este artículo, la patria potestad comprende tanto la regulada en el Código Civil, 
incluida la prorrogada, como las instituciones análogas previstas en la legislación civil de las 
Comunidades Autónomas.» 

Seis. Se modifica el párrafo introductorio del artículo 49, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

«Los trabajos en beneficio de la comunidad, que no podrán imponerse sin el consentimiento del 
penado, le obligan a prestar su cooperación no retribuida en determinadas actividades de utilidad 
pública, que podrán consistir, en relación con delitos de similar naturaleza al cometido por el 
penado, en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asistencia a las víctimas, 
así como en la participación del penado en talleres o programas formativos de reeducación, 
laborales, culturales, de educación vial, sexual, resolución pacífica de conflictos, parentalidad 
positiva y otros similares. Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas y sus condiciones 
serán las siguientes:» 
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 Siete. Se modifica el artículo 55, que queda redactado de la siguiente forma: 

«La pena de prisión igual o superior a diez años llevará consigo la inhabilitación absoluta durante 
el tiempo de la condena, salvo que ésta ya estuviere prevista como pena principal para el 
supuesto de que se trate. El Juez podrá además disponer la inhabilitación especial para el 
ejercicio de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, o bien la privación de la 
patria potestad, cuando estos derechos hubieren tenido relación directa con el delito cometido. 
Esta vinculación deberá determinarse expresamente en la sentencia. 

El juez impondrá, en todo caso, la privación de la patria potestad en los casos de homicidio 
doloso o asesinato, aunque la pena a impuesta fuera inferior a diez años cuando la víctima sea 
alguna de las personas a las que se refiere el apartado 2 del artículo 173.» 

Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 57, que queda redactado como sigue: 

«1. Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de 
torturas y contra la integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad 
sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el 
patrimonio, el orden socioeconómico y las relaciones familiares, atendiendo a la gravedad de los 
hechos o al peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus sentencias la imposición 
de una o varias de las prohibiciones contempladas en el artículo 48, por un tiempo que no 
excederá de diez años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave. 

No obstante lo anterior, si el condenado lo fuera a pena de prisión y el juez o tribunal acordara la 
imposición de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno y 
diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito fuera grave, 
y entre uno y cinco años, si fuera menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las 
prohibiciones antes citadas se cumplirán necesariamente por el condenado de forma 
simultánea.» 

Nueve. Se modifica el párrafo 6.ª del apartado 1 del artículo 83, que queda redactado como 
sigue: 

«6.ª Participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de 
defensa del medio ambiente, de protección de los animales, de igualdad de trato y no 
discriminación, resolución pacífica de conflictos, parentalidad positiva y otros similares.» 

Diez. Se modifica el apartado 8 y se adiciona un apartado 9 al artículo 90, con el siguiente 
contenido: 
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 «8. En el caso de personas condenadas por delitos cometidos en el seno de organizaciones 
criminales o por alguno de los delitos regulados en el Capítulo VII del Título XXII del Libro II de 
este Código, la suspensión de la ejecución del resto de la pena impuesta y concesión de la 
libertad condicional requiere que el penado muestre signos inequívocos de haber abandonado los 
fines y los medios de la actividad terrorista y haya colaborado activamente con las autoridades, 
bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la organización o grupo terrorista, 
bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, captura y procesamiento de 
responsables de delitos terroristas, para obtener pruebas o para impedir la actuación o el 
desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que haya pertenecido o con las que haya 
colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una declaración expresa de repudio de sus 
actividades delictivas y de abandono de la violencia y una petición expresa de perdón a las 
víctimas de su delito, así como por los informes técnicos que acrediten que el preso está 
realmente desvinculado de la organización terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y 
colectivos ilegales que la rodean y su colaboración con las autoridades. 

9. Los apartados 2 y 3 no serán aplicables a las personas condenadas por la comisión de alguno 
de los delitos enumerados en párrafo tercero del artículo 36.2.» 

Once. Se modifica el artículo 107, que queda redactado como sigue: 

“El Juez o Tribunal podrá decretar razonadamente la medida de inhabilitación para el ejercicio de 
determinado derecho, profesión, oficio, industria o comercio, cargo o empleo u otras actividades, 
sean o no retribuidas, por un tiempo de uno a cinco años, cuando el sujeto haya cometido con 
abuso de dicho ejercicio, o en relación con él, un hecho delictivo, y cuando de la valoración de las 
circunstancias concurrentes pueda deducirse el peligro de que vuelva a cometer el mismo delito u 
otros semejantes, siempre que no sea posible imponerle la pena correspondiente por encontrarse 
en alguna de las situaciones previstas en los números 1.º, 2.º y 3.º del artículo 20.» 

Doce. Se modifica  el párrafo 5.º del apartado 1 del artículo 130, que queda redactado como 
sigue: 

«5.º Por el perdón del ofendido, cuando se trate de delitos leves perseguibles a instancias del 
agraviado o la ley así lo prevea. El perdón habrá de ser otorgado de forma expresa antes de que 
se haya dictado sentencia, a cuyo efecto el juez o tribunal sentenciador deberá oír al ofendido por 
el delito antes de dictarla. 

En los delitos contra personas menores de edad o personas con discapacidad necesitadas de 
especial protección, los jueces o tribunales, oído el Ministerio Fiscal, podrán rechazar la eficacia 
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 del perdón otorgado por los representantes de aquéllos, ordenando la continuación del 
procedimiento, con intervención del Ministerio Fiscal, o el cumplimiento de la condena.  

Para rechazar el perdón a que se refiere el párrafo anterior, el juez o tribunal deberá oír a la 
persona menor de edad si tuviera capacidad para expresarse y, en todo caso, si fuera mayor de 
doce años, o a la persona con discapacidad. También deberá oír a sus representantes legales.» 

Trece. Se modifica el apartado 1 del artículo 132, que queda redactado como sigue: 

«1. Los términos previstos en el artículo precedente se computarán desde el día en que se haya 
cometido la infracción punible. En los casos de delito continuado, delito permanente, así como en 
las infracciones que exijan habitualidad, tales términos se computarán, respectivamente, desde el 
día en que se realizó la última infracción, desde que se eliminó la situación ilícita o desde que 
cesó la conducta. 

En los delitos de aborto no consentido, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la 
integridad moral, contra la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, 
y contra las relaciones familiares, excluidos los delitos contemplados en el párrafo siguiente, 
cuando la víctima fuere menor de dieciocho años, los términos se computarán desde el día en 
que ésta haya alcanzado la mayoría de edad, y si falleciere antes de alcanzarla, a partir de la 
fecha del fallecimiento. 

En el delito de tentativa de homicidio, en los delitos de lesiones de los artículos 149 y 150, en el 
delito de maltrato habitual previsto en el artículo 173.2, en los delitos contra la libertad e 
indemnidad sexual y en los delitos de trata de seres humanos, cuando la víctima fuere menor de 
dieciocho años, los términos se computarán desde que la víctima alcance los treinta años de 
edad, y si falleciere antes de alcanzar esa edad, a partir de la fecha del fallecimiento.» 

Catorce. Se introduce un artículo 143 bis, con el siguiente contenido: 

«La distribución o difusión pública a través de internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología 
de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados a promover, 
fomentar o incitar al suicidio de personas menores de edad o con discapacidad necesitadas de 
protección será castigada con la pena de prisión de uno a cuatro años. 

Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los 
contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que 
ofrezcan predominante dichos contenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en 
el extranjero.  
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 Cuando el acto sancionado en este artículo ocasionare, además del riesgo prevenido, el suicidio 
de una persona menor de edad o con discapacidad necesitada de especial protección, los Jueces 
y Tribunales resolverán el concurso de delitos conforme a las normas contenidas en el artículo 
77.2 de este Código» 

Quince. Se modifica el apartado 3º del artículo 148, que queda redactado como sigue: 

«3º. Si la víctima fuere menor de catorce años o persona con discapacidad necesitada de 
especial protección.» 

Dieciséis. Se modifica el artículo 156 ter, que queda redactado como sigue:  

«La distribución o difusión pública a través de internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología 
de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados a promover, 
fomentar o incitar a la autolesión de personas menores de edad o con discapacidad necesitadas 
de protección será castigada con la pena de prisión de uno a cuatro años. 

Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los 
contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que 
ofrezcan predominante dichos contenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en 
el extranjero. 

Cuando el acto sancionado en este artículo ocasionare, además del riesgo prevenido, la 
autolesión de una persona menor de edad o con discapacidad necesitada de especial protección, 
los Jueces y Tribunales resolverán el concurso de delitos conforme a las normas contenidas en el 
artículo 77.2 de este Código» 

Diecisiete. Se introduce el artículo 156 quáter, con el siguiente contenido: 

«A los condenados por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este Título, cuando la 
víctima fuere alguna de las personas a que se refiere el apartado 2 del artículo 173, se les podrá 
imponer además una medida de libertad vigilada.» 

Dieciocho. Se introduce el artículo 156 quinquies, con el siguiente contenido: 

«A los condenados por la comisión de alguno de los delitos previstos en los artículos 147, 148, 
149, 150 y 153 se les podrá imponer, además de las penas que procedan, la pena de 
inhabilitación especial para el ejercicio de actividades, retribuidas o no, que conlleve contacto 
regular y directo con personas menores de dieciocho años, por un tiempo de entre tres y cinco 
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 años, con atención a la gravedad del delito, el número de los delitos cometidos y a las 
circunstancias que concurran en el condenado.» 

Diecinueve. Se modifica el apartado 6 del artículo 177 bis, que queda redactado como sigue: 

«6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e 
inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la condena, 
cuando el culpable perteneciera a una organización o asociación de más de dos personas, 
incluso de carácter transitorio, que se dedicase a la realización de tales actividades. Si 
concurriere alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo se impondrán 
las penas en la mitad superior. Si concurriere la circunstancia prevista en el apartado 5 de este 
artículo se impondrán las penas señaladas en este en su mitad superior. 

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o 
asociaciones, se les aplicará la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la 
inmediatamente superior en grado. En todo caso se elevará la pena a la inmediatamente superior 
en grado si concurriera alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 o la circunstancia 
prevista en el apartado 5 de este artículo. 

En todo caso, sin perjuicio de las penas previstas en este artículo, cuando la trata de seres 
humanos persiguiera la finalidad prevista en la letra b) del apartado primero, se impondrá la pena 
de inhabilitación especial para cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido, que conlleve 
contacto regular y directo con menores de edad, por un tiempo superior entre cinco y veinte años 
al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta.» 

Veinte. Se modifica el artículo 189 bis, que queda redactado como sigue: 

«La distribución o difusión pública a través de internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología 
de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados a promover, 
fomentar o incitar a la comisión de los delitos previstos en este Capítulo y en los Capítulos II bis y 
IV del presente Título será castigada con la pena de multa de seis a doce meses o pena de 
prisión de uno a tres años. 

Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los 
contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que 
ofrezcan predominante dichos contenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en 
el extranjero.» 

Veintiuno. Se introduce el artículo 189 ter, con el siguiente contenido:  
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 «Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable 
de los delitos comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física 
tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años. 

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física 
tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no incluida en el anterior inciso. 

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo 
imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. » 

Veintidós. Se modifica el apartado 3 y se adiciona un apartado 4 en el artículo 192, quedando 
redactados de la forma siguiente: 

«3. El Juez o Tribunal podrá imponer razonadamente, además, la pena de privación de la patria 
potestad o la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos de la patria 
potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento, por el tiempo de seis meses a seis años, y la 
pena de inhabilitación para empleo o cargo público o ejercicio de la profesión u oficio, retribuido o 
no, por el tiempo de seis meses a seis años. 

4. El Juez o Tribunal impondrá a los responsables de los delitos comprendidos en el presente 
Título, sin perjuicio de las penas que correspondan con arreglo a los artículos precedentes, una 
pena de inhabilitación especial para cualquier profesión u oficio, sea o no retribuido, que conlleve 
contacto regular y directo con menores de edad, por un tiempo superior entre cinco y veinte años 
al de la duración de la pena de privación de libertad impuesta en su caso en la sentencia, o por 
un tiempo de dos a veinte años cuando no se hubiera impuesto una pena de prisión, atendiendo 
proporcionalmente a la gravedad del delito, el número de los delitos cometidos y a las 
circunstancias que concurran en el condenado.» 

Veintitrés. Se deroga el apartado 3 del artículo 201. 

Veinticuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 220, que queda redactado como sigue: 

«2. La misma pena se impondrá al que ocultare o entregare a terceros una persona menor de 
dieciocho años para alterar o modificar su filiación.» 

Veinticuatro. Se modifica el artículo 361 bis, que queda redactado como sigue: 
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 «La distribución o difusión pública a través de internet, del teléfono o de cualquier otra tecnología 
de la información o de la comunicación de contenidos específicamente destinados a promover o 
facilitar, entre personas menores de edad o con discapacidad necesitadas de protección, el 
consumo de productos, preparados o sustancias o la utilización de técnicas de ingestión o 
eliminación de productos alimenticios cuyo uso sea susceptible de generar riesgo para la salud de 
las personas será castigado con la pena de multa de seis a doce meses o pena de prisión de uno 
a tres años. 

Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de los 
contenidos a los que se refiere el párrafo anterior, para la interrupción de los servicios que 
ofrezcan predominante dichos contenidos o para el bloqueo de unos y otros cuando radiquen en 
el extranjero.» 

 

Disposición final tercera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real 
Decreto de 14 de septiembre de 1882. 

La Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882, 
queda modificada en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica el artículo 13, que queda redactado de la siguiente forma: 

«Se consideran como primeras diligencias la de consignar las pruebas del delito que puedan 
desaparecer, la de recoger y poner en custodia cuanto conduzca a su comprobación y a la 
identificación del delincuente, la de detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito, y 
la de proteger a los ofendidos o perjudicados por el mismo, a sus familiares o a otras personas, 
pudiendo acordarse a tal efecto las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis o la 
orden de protección prevista en el artículo 544 ter de esta ley. 

En la instrucción de delitos cometidos a través de internet, del teléfono o de cualquier otra 
tecnología de la información o de la comunicación, el Juzgado podrá acordar, como primeras 
diligencias, de oficio o a instancia de parte, las medidas cautelares consistentes en la retirada 
provisional de contenidos ilícitos, en la interrupción provisional de los servicios que ofrezcan 
dichos contenidos o en el bloqueo provisional de unos y otros cuando radiquen en el extranjero.» 

Dos.Se modifica el artículo 416 que queda redactado como sigue: 

«Están dispensados de la obligación de declarar: 
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 a) Los parientes del procesado en líneas directa ascendente y descendente, su cónyuge o 
persona unida por relación de hecho análoga a la matrimonial, sus hermanos consanguíneos o 
uterinos y los colaterales consanguíneos hasta el segundo grado civil. 

El Juez instructor advertirá al testigo que se halle comprendido en el párrafo anterior que no tiene 
obligación de declarar en contra del procesado; pero que puede hacer las manifestaciones que 
considere oportunas, y el Letrado de la Administración de Justicia consignará la contestación que 
diere a esta advertencia. 

Tratándose de una persona menor de edad o de una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección, corresponderá a sus representantes legales decidir si ésta prestará o no 
declaración en el procedimiento seguido contra su familiar. En caso de existir conflicto de 
intereses entre la persona menor de edad o con discapacidad necesitada de especial protección y 
sus representantes legales, decidirá el Ministerio Fiscal. En uno y otro caso, se respetará el 
derecho de la persona menor de edad de ser oída en los términos establecidos en la legislación 
vigente.  

Las personas mencionadas en este apartado no podrán acogerse a la dispensa de su obligación 
de declarar en el caso de que la víctima del delito sea una persona menor de edad o una persona 
con discapacidad necesitada de especial protección que se halle sujeta a su patria potestad, 
tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho, o por cualquier otra causa se halle integrada en 
su núcleo de convivencia familiar. 

b) El Abogado del procesado respecto a los hechos que éste le hubiese confiado en su calidad de 
defensor. 

Si alguno de los testigos se encontrase en las relaciones indicadas en los párrafos precedentes 
con uno o varios de los procesados, estará obligado a declarar respecto a los demás, a no ser 
que su declaración pudiera comprometer a su pariente o defendido. 

c) Los traductores e intérpretes de las conversaciones y comunicaciones entre el imputado, 
procesado o acusado y las personas a que se refiere el apartado anterior, con relación a los 
hechos a que estuviera referida su traducción o interpretación.» 

Tres. Se suprime el párrafo cuarto del artículo 433. 

Cuatro. Se suprime el párrafo tercero del artículo 448. 

Cinco. Se introduce un artículo 448 bis con el siguiente contenido: 
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 «Cuando una persona menor de catorce años o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección deba intervenir, ya sea como víctima o como testigo, en un procedimiento 
judicial que tenga por objeto la instrucción de un delito de homicidio, lesiones, contra la libertad, 
contra la integridad moral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, 
contra la intimidad, contra las relaciones familiares, relativos al ejercicio de derechos 
fundamentales y libertades públicas, de organizaciones y grupos criminales y terroristas y de 
terrorismo, el Juzgado de Instrucción acordará en todo caso practicar la exploración como prueba 
preconstituida, con todas las garantías de la práctica de prueba en el juicio oral.  

El Juzgado de Instrucción garantizará el principio de contradicción en la práctica de la 
exploración. Podrá acordar limitar o excluir la presencia de las partes en el lugar de la 
exploración, pero, en tal caso, el Juzgado facilitará a las partes la posibilidad de trasladar 
preguntas o de pedir aclaraciones a la persona explorada. El investigado deberá estar presente 
en la exploración y se evitará su confrontación visual con la persona explorada, utilizando para 
ello, si fuese necesario, cualquier medio técnico. 

El Juzgado de Instrucción asegurará la documentación de la exploración en soporte apto para la 
grabación del sonido y la imagen, debiendo el Letrado de la Administración de Justicia, en forma 
inmediata, comprobar la calidad de la grabación audiovisual. Se acompañará acta sucinta 
autorizada por el Letrado de la Administración de Justicia, que contendrá la identificación y firma 
de todos los intervinientes en la exploración. 

El Juzgado de Instrucción acordará que la exploración se practique a través de expertos y con 
intervención del Ministerio Fiscal. Podrá acordarse de que las preguntas se trasladen a la persona 
explorada directamente por los expertos.  

El Juzgado de Instrucción podrá acordar por auto que las medidas previstas en este artículo sean 
aplicables a cualquier persona mayor de catorce años a la vista de su especial vulnerabilidad y de 
la naturaleza del delito cometido, para evitar causar un perjuicio irreparable. 

Las medidas previstas en este artículo no serán aplicables cuando el delito tenga la consideración 
de leve. 

Para la valoración de la prueba preconstituida obtenida conforme a lo previsto en los párrafos 
anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 730.2.» 

Seis. Se introduce un artículo 703 bis con el siguiente contenido: 
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 «Cuando en fase de instrucción, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 448 bis, se haya 
practicado como prueba preconstituida la exploración de una persona menor de catorce años, de 
una persona con discapacidad necesitada de especial protección o de una persona mayor de 
catorce años especialmente vulnerable, se procederá, a instancia de la parte interesada, a la 
reproducción en la vista de la grabación audiovisual, de conformidad con el artículo 730.2, sin que 
sea necesaria la presencia de la persona explorada.  

En estos casos, el Juzgado o Tribunal enjuiciador no acordará la intervención de la persona 
explorada en el acto del juicio, salvo, de forma motivada,  en el supuesto de que la intervención 
en la vista de la persona menor de catorce años, persona con discapacidad necesitada de 
especial protección o persona mayor de catorce años especialmente vulnerable, sea interesada 
por la representación procesal de ésta. Asimismo, el Juzgado o Tribunal enjuiciador, a instancia 
de parte, podrá acordar su intervención en la vista cuando la prueba preconstituida no reúna 
todos los requisitos previstos en el artículo 448 bis y cause indefensión a alguna de las partes.» 

Siete. Se modifica el párrafo segundo del artículo 707, que queda redactado como sigue: 

«Fuera de los casos previstos en el artículo 703 bis, cuando una persona menor de dieciocho 
años o una persona con discapacidad necesitada de especial protección deba intervenir en el 
acto del juicio, su declaración se llevará a cabo, cuando resulte necesario para impedir o reducir 
los perjuicios que para ella puedan derivar del desarrollo del proceso o de la práctica de la 
diligencia, evitando la confrontación visual con el inculpado. Con este fin podrá ser utilizado 
cualquier medio técnico que haga posible la práctica de esta prueba, incluyéndose la posibilidad 
de que los testigos puedan ser oídos sin estar presentes en la sala mediante la utilización de 
tecnologías de la comunicación.» 

Ocho. Se modifica el artículo 730, que queda redactado como sigue: 

«1. Podrán también leerse o reproducirse a instancia de cualquiera de las partes las diligencias 
practicadas en el sumario, que, por causas independientes de la voluntad de aquéllas, no puedan 
ser reproducidas en el juicio oral. 

2. A instancia de cualquiera de las partes, se podrá reproducir la grabación audiovisual de la 
exploración realizada durante la fase de instrucción conforme a lo dispuesto en el artículo 448 bis 
a personas menores de catorce años, personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección o personas mayores de catorce años especialmente vulnerables.» 

Nueve. Se adiciona un apartado 3 al artículo 777, con el siguiente contenido: 
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 «3. Cuando una persona menor catorce años o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección deba ser explorada, ya sea en condición de víctima o de testigo, será de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 448 bis, debiendo el Juzgado de Instrucción practicar prueba 
preconstituida, siempre que el objeto del procedimiento sea la instrucción de alguno de los delitos 
relacionados en tal artículo.  

A efectos de su valoración como prueba en sentencia, la parte a quien interese deberá instar en 
el juicio oral la reproducción de la grabación audiovisual, en los términos del artículo 730.2.» 

Diez. Se adiciona un apartado 2 y se reenumeran los apartados del 2 al 6, que pasan a ser del 3 
al 7, en el artículo 788, con el siguiente contenido: 

«2. Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 703 bis en cuanto a la no intervención en el acto 
del juicio de la víctima o testigo que sea una persona menor de catorce años, una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección o una persona mayor de catorce años 
especialmente vulnerable, cuando se haya practicado prueba preconstituida de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 448 bis y 777.3.» 

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria.  

Se introduce un artículo 72 bis en la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria, con el siguiente contenido: 

«Uno. La Administración penitenciaria elaborará programas específicos para los internos 
condenados por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia, al objeto 
de desarrollar en ellos una actitud de respeto hacia los derechos de niñas, niños y adolescentes, 
en los términos que se determinen reglamentariamente. 

Dos. Las Juntas de Tratamiento valorarán, en las progresiones de grado, concesión de permisos 
y concesión de la libertad condicional, el seguimiento y aprovechamiento de dichos programas 
específicos por parte de los internos a que se refiere el apartado anterior.» 

Disposición final quinta. Modificación de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del 
Pueblo.  

Se modifica el apartado uno del artículo 8 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor  
del Pueblo, que queda redactado como sigue 
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 «Uno. El Defensor del Pueblo estará auxiliado por un Adjunto Primero, un Adjunto Segundo, y un 
Adjunto Tercero en los que podrá delegar sus funciones y que le sustituirán por su orden, en el 
ejercicio de las mismas, en los supuestos de imposibilidad temporal y en los de cese. Uno de los 
Adjuntos se dedicará en exclusiva a la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes.» 

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad. 

Se modifica el párrafo a) del artículo 3 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de 
Publicidad, que queda redactado en los siguientes términos:  

«a) La publicidad que atente contra la dignidad de la persona o vulnere los valores y derechos 
reconocidos en la Constitución, especialmente a los que se refieren sus artículos 14, 18 y 20, 
apartado 4. 

Se entenderán incluidos en la previsión anterior los anuncios que presenten a las mujeres de 
forma vejatoria o discriminatoria, bien utilizando particular y directamente su cuerpo o partes del 
mismo como mero objeto desvinculado del producto que se pretende promocionar, bien su 
imagen asociada a comportamientos estereotipados que vulneren los fundamentos de nuestro 
ordenamiento coadyuvando a generar la violencia a que se refiere la Ley Orgánica 1/2004, de 28 
de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género. 

Asimismo, se entenderá incluida en la previsión anterior cualquier forma de publicidad que 
coadyuve a generar violencia en cualquiera de sus manifestaciones sobre las personas menores 
de edad, o fomente estereotipos negativos de carácter sexista, racial, estético o de carácter 
homofóbico o transfóbico.» 

Disposición final séptima. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial. 

La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, queda modificada de la forma siguiente: 

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 307, que queda redactado en los siguientes términos: 

«2. El curso de selección incluirá necesariamente: un programa teórico de formación 
multidisciplinar, un período de prácticas tuteladas en diferentes órganos de todos los órdenes 
jurisdiccionales y un período en el que los jueces en prácticas desempeñarán funciones de 
sustitución y refuerzo. Solamente la superación de cada uno de ellos posibilitará el acceso al 
siguiente. 
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 La fase teórica de formación multidisciplicar incluirá el estudio en profundidad de la legislación 
nacional e internacional sobre los derechos de la infancia y la adolescencia, con especial atención 
a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus observaciones generales.» 

Dos. Se modifica el artículo 310, que queda redactado en los siguientes términos: 

«Todas las pruebas selectivas para el ingreso y la promoción en las Carreras Judicial y Fiscal 
contemplarán el estudio del principio de igualdad entre mujeres y hombres, incluyendo las 
medidas contra la violencia de género, y su aplicación con carácter transversal en el ámbito de la 
función jurisdiccional. 

Asimismo, las pruebas selectivas contemplarán el estudio de la tutela judicial de los derechos de 
la infancia y la adolescencia, su protección y la aplicación del principio del interés superior del 
menor. El temario deberá garantizar la adquisición de conocimientos sobre normativa interna, 
europea e internacional, con especial atención a la Convención sobre los Derechos del Niño y sus 
observaciones generales.» 

Tres. Se modifica el apartado 5 del artículo 433 bis, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

«5. El Plan de Formación Continuada de la Carrera Judicial contemplará la formación de los 
Jueces y Magistrados en el principio de igualdad entre mujeres y hombres y la perspectiva de 
género. Asimismo, el Plan contemplará la formación de Jueces y Magistrados en materia de 
derechos de la infancia y adolescencia. 

La Escuela Judicial impartirá anualmente cursos de formación sobre la tutela jurisdiccional del 
principio de igualdad entre mujeres y hombres y la violencia de género, así como sobre la tutela 
judicial de los derechos de niños, niñas y adolescentes, sin perjuicio de incluir dicha formación de 
manera transversal en el resto de cursos. En todo caso, en los cursos de formación se introducirá 
el enfoque de la discapacidad de los niños, niñas y adolescentes..» 

Cuatro. Se modifica el apartado 2 del artículo 434, que queda redactado en los siguientes 
términos: 

«2. Tendrá como función la colaboración con el Ministerio de Justicia en la selección, formación 
inicial y continuada de los miembros de la Carrera Fiscal, de los Letrados de la Administración de 
Justicia y demás personal al servicio de la Administración de Justicia. 
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 El Centro de Estudios Jurídicos impartirá anualmente cursos de formación sobre el principio de 
igualdad entre mujeres y hombres y su aplicación con carácter transversal por los miembros de la 
Carrera Fiscal, el Cuerpo de Letrados y demás personal al servicio de la Administración de 
Justicia, así como sobre la detección y el tratamiento de situaciones de violencia de género. 
 
Asimismo, el Centro de Estudios Jurídicos impartirá  anualmente cursos específicos de naturaleza 
multidisciplinar sobre la tutela judicial de los derechos de la infancia y la adolescencia. En todo 
caso, en los cursos de formación se introducirá el enfoque de la discapacidad de los niños, niñas 
y adolescentes.» 

Disposición final octava. Modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora 
de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica. 

Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 15 de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información 
y documentación clínica, en los siguientes términos: 

«Cuando la atención sanitaria prestada lo sea a consecuencia de violencia ejercida contra 
personas menores de edad, la historia clínica especificará esta circunstancia, además de la 
información a la que hace referencia este apartado.» 
 

Disposición final novena. Modificación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores. 

Se modifica el artículo 4 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la 
responsabilidad penal de los menores, que queda redactado en los siguientes términos: 

«El Ministerio Fiscal y el Juez de Menores velarán en todo momento por la protección de los 
derechos de las víctimas y de los perjudicados por las infracciones cometidas por los menores. 

De manera inmediata se les instruirá de las medidas de asistencia a las víctimas que prevé la 
legislación vigente. 

Las víctimas y los perjudicados tendrán derecho a personarse y ser parte en el expediente que se 
incoe al efecto, para lo cual el Letrado de la Administración de Justicia les informará en los 
términos previstos en los artículos 109 y 110 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, instruyéndoles 
de su derecho a nombrar abogado o instar el nombramiento de abogado de oficio en caso de ser 
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 titulares del derecho a la asistencia jurídica gratuita. Asimismo, les informará de que, de no 
personarse en el expediente y no hacer renuncia ni reserva de acciones civiles, el Ministerio 
Fiscal las ejercitará si correspondiere. 

Los que se personaren podrán desde entonces tomar conocimiento de lo actuado e instar la 
práctica de diligencias y cuanto a su derecho convenga. Sin perjuicio de lo anterior, el Letrado de 
la Administración de Justicia deberá comunicar a las víctimas y perjudicados, se hayan o no 
personado, todas aquellas resoluciones que se adopten tanto por el Ministerio Fiscal como por el 
Juez de Menores, que puedan afectar a sus intereses. 

En especial, cuando el Ministerio Fiscal, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 18 de esta 
Ley, desista de la incoación del expediente deberá inmediatamente ponerlo en conocimiento de 
las víctimas y perjudicados haciéndoles saber su derecho a ejercitar las acciones civiles que les 
asisten ante la jurisdicción civil. 

Del mismo modo, el Letrado de la Administración de Justicia notificará por escrito la sentencia 
que se dicte a las víctimas y perjudicados por la infracción penal, aunque no se hayan mostrado 
parte en el expediente. 

Cuando la víctima lo sea de un delito de violencia de género, tiene derecho a que le sean 
notificadas por escrito, mediante testimonio íntegro, las medidas cautelares de protección 
adoptadas. Asimismo, tales medidas cautelares serán comunicadas a las Administraciones 
Públicas competentes para la adopción de medidas de protección, sean éstas de seguridad o de 
asistencia social, jurídica, sanitaria, psicológica o de cualquier otra índole.  

La víctima de un delito de violencia de género tiene derecho a ser informada permanentemente 
de la situación procesal del presunto agresor. En particular, en el caso de una medida, cautelar o 
definitiva, de internamiento, la víctima será informada en todo momento de los permisos y salidas 
del centro del presunto agresor.» 

Disposición final décima. Título competencial. 
 
La presente Ley se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 16.ª, 
17.ª, 18.ª, 27.ª, 29.ª y 30.ª de la Constitución Española. 

Disposición final undécima. Carácter ordinario de determinadas disposiciones. 
 
La disposición final tercera de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la disposición 
final sexta de modificación de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, y la disposición final octava  
de modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, tienen carácter de ley ordinaria. 
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 Disposición final duodécima. Creación de la jurisdicción especializada en Infancia, Familia y 
Capacidad. 
 
En el plazo de seis meses a contar desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno remitirá a 
las Cortes Generales un proyecto de ley orgánica de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial, por el que se configure, dentro del orden jurisdiccional civil, la 
jurisdicción especializada de Infancia, Familia y Capacidad, regulando asimismo las pruebas 
selectivas de especialización de Jueces y Magistrados en ese orden, con la consiguiente 
adecuación de la planta judicial, así como un proyecto de ley ordinaria por el que se regule la 
composición y funcionamiento de los Equipos Técnicos adscritos a dicha jurisdicción y la forma 
de acceso a los mismos de acuerdo con los criterios de especialización y formación recogidos en 
esta ley. En el mismo plazo antes señalado se procederá a la modificación de la Ley 50/1981, de 
30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, a los efectos de 
establecer igual especialización de fiscales conforme a su régimen estatutario. 
 
Disposición final decimotercera. Protección de las personas menores de edad en los medios 
audiovisuales. 
 
En el plazo de un año a contar desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno remitirá a las 
Cortes Generales un proyecto de ley para la regulación de la protección de las personas menores 
de edad en el ámbito de los medios audiovisuales. 
 
Disposición final decimocuarta. Desarrollo normativo y ejecución de la ley. 
 
Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de esta ley.  
 
Disposición final decimoquinta. Entrada en vigor. 

 
Esta ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 

 
 

 
ELÉVESE AL CONSEJO DE MINISTROS 
Madrid, 
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 LA MINISTRA DE SANIDAD, CONSUMO Y 
BIENESTAR SOCIAL 

 
 
 
 
 
 

María Luisa Carcedo Roces 

LA MINISTRA DE JUSTICIA 
 
 
 
 
 
 
 

Dolores Delgado García 
 
 

EL MINISTRO DEL INTERIOR 
 
 
 
 
 
 

Fernando Grande-Marlaska Gómez 
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FICHA DE RESUMEN EJECUTIVO 

Ministerio/Órgano 
proponente 

MINISTERIO DE SANIDAD, 
CONSUMO Y BIENESTAR SOCIAL 

MINISTERIO DE JUSTICIA 

MINISTERIO DEL INTERIOR 

Fecha 28-12-2018 

Título de la norma Anteproyecto de Ley Orgánica de Protección Integral a 
la Infancia y la Adolescencia frente a la Violencia. 

Tipo de Memoria Normal                      Abreviada   

OPORTUNIDAD DE LA PROPUESTA 

Situación que se regula La protección a la infancia y a la adolescencia frente a la 
violencia con un enfoque integral, que incluye la 
concienciación, la prevención, la detección, la protección y la 
reparación del daño en todos los ámbitos en los que las 
personas menores de edad desarrollan su vida. 

Objetivos que se 
persiguen 

La prevención y la protección de la infancia y adolescencia 
ante cualquier situación de violencia, fomentando la  
sensibilización ciudadana de al rechazo. 

-Establecer un sistema de protección uniforme en todo el 
territorio del Estado, y que constituya una referencia para las 
comunidades autónomas en el desarrollo de su respectiva 
legislación en la materia. 

Principales alternativas 
consideradas 

Modificación parcial de diferentes textos legales de forma 
independiente. 

CONTENIDO Y ANÁLISIS JURÍDICO 

X 
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Tipo de norma Ley Orgánica 

Estructura de la Norma  La ley se estructura en 57 artículos, distribuidos en un título 
preliminar y cinco títulos, cinco disposiciones adicionales, 
una disposición derogatoria, una disposición transitoria y 
quince disposiciones finales. 
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Informes recabados 
• Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes 

e Igualdad (artículo 26.9 de la Ley del Gobierno).  

• Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social 
(artículo 26.5, párrafo cuarto, de la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de Justicia (artículo 26.5, párrafo cuarto, de 
la Ley del Gobierno). 

• Ministerio del Interior (artículo 26.5, párrafo cuarto, de 
la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de Educación y Formación Profesional 
(artículo 26.5, párrafo primero, de la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social 
(artículo 26.5, párrafo primero, de la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades. 
(artículo 26.5, párrafo primero, de la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de Hacienda (artículo 26.5, párrafo primero, 
de la Ley del Gobierno). 

• Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes 
e Igualdad (artículo 26.5, párrafo primero, de la Ley del 
Gobierno). 

• Aprobación previa de la Ministra de Política Territorial 
y Función Pública, e informe del Ministerio de Política 
Territorial y Función Pública, en materia de distribución 
de competencias.  

• Agencia Española de Protección de Datos. 

• Consejo General del Poder Judicial. 

• Consejo Fiscal. 

• Consejo Nacional de la Discapacidad.  

• Consejo Estatal de ONGs. 

• Comisión para el Diálogo Civil con la Plataforma del 
Tercer Sector. 

• Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. 

• Defensor del Pueblo. 

• Comunidades autónomas. 

• Federación Española de Municipios y Provincias. 

• Consejo Económico y Social. 

• Consejo de Estado. 
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Trámite de información 
pública  

Sí, a través de la página web del Ministerio de Sanidad, 
Consumo y Bienestar Social. 

ANALISIS DE IMPACTOS 

ADECUACIÓN AL ORDEN 
DE COMPETENCIAS 

Artículo 149.1.1ª , 5ª, 6ª, 7ª, 8ª, 16ª, 17ª, 18ª, 27ª, 29ª y 30ª 
de la Constitución Española. 

IMPACTO ECONÓMICO Y 
PRESUPUESTARIO 

Efectos sobre la economía 
en general. 

No se prevén efectos directos 
inmediatos, aunque se resalta 
que mejorar la seguridad y 
desarrollo de los niños, niñas y 
adolescentes tiene importantes 
y positivas repercusiones en el 
desempeño futuro como 
adultos 
 

En relación con la 
competencia 

X  la norma no tiene efectos 
significativos sobre la 
competencia. 

 la norma tiene efectos 
positivos sobre la competencia. 

 la norma tiene efectos 
negativos sobre la 
competencia. 
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Desde el punto de vista de 
las cargas administrativas 

 supone una reducción de 
cargas administrativas.  

Cuantificación estimada:  

 incorpora nuevas cargas 
administrativas.  

Cuantificación estimada:  

 no afecta a las cargas 
administrativas. 

Desde el punto de vista de 
los presupuestos, la norma 

  Afecta a los 
presupuestos de la 
Administración del Estado. 

x  Afecta a los 
presupuestos de otras 
Administraciones 
Territoriales. 

 implica un gasto: 

 implica un ingreso.  

 

IMPACTO DE GÉNERO La norma tiene un impacto 
de género 

Negativo   

Nulo     

Positivo x   

OTROS IMPACTOS 
CONSIDERADOS 

Impacto en la infancia y en la adolescencia: positivo 

Impacto en la familia: positivo. 

Impacto en materia de igualdad de oportunidades, no 
discriminación y accesibilidad universal de las personas con 
discapacidad, impacto en materia social: positivo. 

 

x 

 

X 

 

X 
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OTRAS 
CONSIDERACIONES 

 No se realizan. 
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La presente Memoria del Análisis de Impacto Normativo (MAIN) se estructura con 
arreglo al Real Decreto 931/2017, de 3 de julio, por el que se regula la Memoria del 
Análisis de Impacto Normativo y se efectúa siguiendo, en lo que se ajusta a la norma 
vigente, la Guía Metodológica, aprobada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 11 
de diciembre de 2009, habida cuenta de que no ha sido aún desarrollada la 
actualización de la guía metodológica prevista en la disposición adicional primera del 
mencionado real decreto. 
 
Dado que se derivan impactos apreciables en los ámbitos señalados, de acuerdo con 
lo dispuesto en el artículo 3 del citado real decreto, procede realizar una Memoria 
extensa y no abreviada. 
 
I) Oportunidad de la propuesta. 
 
 
1º Motivación. 
 
España, como Estado parte de la Organización de Naciones Unidas, firmó la 
Convención de los Derechos del Niño adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989 (en adelante CDN) donde se 
comprometió, en virtud de su artículo 19, a adoptar “todas las medidas legislativas, 
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda 
forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o 
explotación, incluido el abuso sexual (…)”. 
 
La CDN contiene un conjunto de principios como son: igualdad y no discriminación 
(artículo 2), interés superior (artículo 3.1), autonomía y participación (artículos 5 y 12) y 
protección efectiva (artículos 3.2, 4 y 27).  
 
El Comité de los Derechos del Niño  de las Naciones Unidas publicó en 2011 la 
Observación General nº 13 relativa al derecho del niño a no ser objeto de ninguna 
forma de violencia. Mediante este documento, el Comité marca las pautas para 
entender en profundidad el derecho a no ser objeto de ninguna forma de violencia y la 
interpretación del artículo 19 de la Convención en el contexto más amplio.   
 
Esta recomendación ha sido reiterada recientemente con ocasión del examen por el 
Comité de los Derechos del Niño de los informes periódicos V y VI combinados de 
España (2018). En esta ocasión, se recomendó a nuestro país que se agilizara “la 
adopción de legislación que garantice la protección integral de los niños contra la 
violencia y asegure su aplicación a todos los niveles”. 
 
Asimismo, el Consejo de Europa ha desarrollado importantes estándares 
internacionales para garantizar la protección de los derechos del niño, niña y 
adolescente, como son: el Convenio para la protección de los niños contra la 
explotación y el abuso sexual (Convenio de Lanzarote); el Convenio sobre prevención 
y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica (Convenio de 
Estambul); el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de seres 
humanos o el Convenio sobre la Ciberdelincuencia. Asimismo, la Estrategia del 
Consejo de Europa para los derechos del niño (2016-2021) también reafirma su 
llamamiento a los Estados miembros para acabar con todas las formas de castigo 
físico contra la infancia en todos los ámbitos (escuelas, instituciones, hogar, etc.). 
 
Por otra parte, resulta procedente señalar la existencia de una Proposición No de Ley 
(PNL) relativa al impulso de una Ley Orgánica para erradicar la violencia contra la 
infancia (162/000447). Dicha PNL fue aprobada casi por unanimidad en el Pleno del 
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Congreso de los Diputados el 12 de septiembre de 2017, y en ella “se insta al 
Gobierno, en el ámbito de sus competencias y en colaboración con las Comunidades 
Autónomas, a iniciar en el plazo de tiempo más breve posible y que, en todo caso no 
exceda los 12 meses, los trabajos para la aprobación en la presente legislatura de una 
Ley Orgánica para erradicar la violencia contra la infancia que proteja el derecho de 
los niños y niñas a la integridad física y moral”. 

Se hace preciso señalar que la violencia hacia los niños, niñas y adolescentes se 
encuentra, sin lugar a dudas, entre los mayores problemas a los que se puede 
enfrentar una sociedad que pretende ser moderna e inclusiva. Son notorias las 
consecuencias sobre la infancia de un entorno violento, en el que el menor de edad no 
encuentra las condiciones para su desarrollo pleno. Los daños emocionales pueden 
perdurar a lo largo de la vida y todo ello, lo que lleva unido elevados costos sociales – 
y económicos - derivados de los problemas psicosociales relacionados con el maltrato, 
adicciones, psicopatologías, delincuencia, etc, supone situarnos ante un problema 
social al que ineludiblemente se debe dar respuesta desde los poderes públicos. 

Por otro lado, existe también un alto grado de consenso en la ausencia de datos 
globales, fiables y sistemáticos sobre la envergadura de este fenómeno. En efecto, el 
abordaje de la cuestión estadística de la violencia que sufren las personas menores de 
edad se caracteriza por su dispersión y falta de rigurosidad. 

Una parte del problema se sitúa en la propia definición de violencia, siendo el concepto 
“violencia hacia la infancia” un concepto que supera las anteriores definiciones de 
maltrato o abuso infantil, pero que en todo caso se ha generalizado a raíz de la 
aprobación en 1989 de la CDN por Naciones Unidas, y más en concreto, por la 
aprobación de la Observación General número 13 de dicho Comité. Además, el 
maltrato infantil puede ser considerado en su vertiente médica, como un problema a 
diagnosticar y tratar, como un comportamiento criminal definido en términos de Código 
Penal o como un problema de protección de la infancia, para garantizar la atención 
que debería ser prestada por sus progenitores.  

Por lo tanto, los datos sobre violencia hacia la infancia en España sólo representan 
imágenes pequeñas y parciales de la realidad del fenómeno. Sirva como ejemplo los 
datos de abuso sexual infantil, donde se pone en evidencia que uno de cada cinco 
niños, niñas y adolescentes sufre abuso sexual en cualquiera de sus tipologías (F. 
López 1994, N. Pereda 2016, K. Lalor and R.McElvaney, Consejo de Europa 2010). 

Los niños, niñas y adolescentes con discapacidad están afectados por una múltiple 
vulnerabilidad en nuestra sociedad, que les hace sufrir un mayor grado de 
discriminación y tener más dificultades para acceder, en igualdad de oportunidades, al 
ejercicio de sus derechos. A modo de ejemplo, para poner de manifiesto el grado de 
vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, según el Informe 
del Centro Reina Sofía sobre Maltrato Infantil en la familia en España, estas personas 
sufren mayores tasas de maltrato (23,08%) frente a las que no presentan ninguna 
(3,87%), concluyendo que la discapacidad es un factor que incrementa el riesgo de 
maltrato. 

Según la estadística oficial del Ministerio del Interior, en el año 2017, en España 
38.433 personas menores de edad fueron víctimas de algún ilícito penal, frente a las 
37.495 del año anterior. 

Los delitos que sufren los menores son más graves, más violentos y por tanto les 
afectan en mayor medida tanto a nivel personal, siendo una fuente de trauma, y a nivel 
social y relacional. 
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4.542 menores de edad fueron víctimas de delitos contra la libertad e indemnidad 
sexual en 2017. Las víctimas menores de edad suponen el 47,6% de todas las 
víctimas (9.537), cifra aún más grave teniendo en cuenta la gravedad y consecuencias 
de estos delitos. El 78% de los menores de edad víctimas de estos delitos son niñas. 

Los datos oficiales sobre medidas de protección a la infancia a 31 de diciembre de 
2017 arrojan un total de 47.493 niños, niñas y adolescentes bajo la tutela de las 
Entidades Públicas de Protección de Menores (CC.AA), un 7,6% más que en 2016.  

Por otro lado, el Registro Unificado de casos de Sospecha de Maltrato Infantil (RUMI), 
dependiente del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social (en adelante 
MSCBS), el único directamente orientado a la detección precoz del maltrato infantil, 
señala a 31 de diciembre de 2017, la existencia de 16.777 notificaciones, frente a las 
14.569 del año 2016. 

Un caso especial de vulnerabilidad lo representan los menores extranjeros no 
acompañados (MENAS). Aunque conocer con exactitud el número concreto de 
MENAS en España es un dato difícil de estimar, las cifras que ofrece el Registro 
RMENAS del Ministerio del Interior muestran que en los últimos años el número de 
llegadas de estos menores se ha disparado hasta los 13.405 MENAS reseñados por el 
Ministerio del Interior y atendidos por las Comunidades Autónomas a fecha de 30 de 
noviembre de 2018 (A finales de 2017 eran 6.414). De ellos el 90,9 % son niños y el 
9,1 % niñas. La realidad de los MENAS les hace muy vulnerables ante los riesgos de: 
ser explotados sexual o económicamente, sufrir abuso, abandono o violencia, o un 
cuidado inadecuado que vulnere sus derechos. 

Asimismo, el número de casos de violencia contra la infancia registrados en el año 
2017 por el teléfono de ayuda a la infancia y a la adolescencia de la fundación ANAR 
fue de 6.175 casos, por 5.930 en 2016. También con datos de esta Fundación, los 
datos del periodo 2009 a 2016 muestran un aumento espectacular del número de 
casos por violencia de cualquier tipo, que han pasado de 1.487 hasta 5.930, es decir, 
se ha multiplicado por 4 en este periodo de tiempo. 

La macroencuesta de Violencia contra la Mujer, realizada por el MSCBS en 2015, en 
colaboración con el Centro de Investigaciones Sociológicas, ofrece el dato de que el 
63,6% de las mujeres entrevistadas afirmaron que sus hijos o hijas presenciaron o 
escucharon episodios de malos tratos y, de estas mujeres, el 92,5% aseguró que 
tenían menos de 18 años cuando se produjeron los hechos. Dentro de este porcentaje 
tan elevado sobresale un dato: el 64,2% de las mujeres víctimas que tenían hijos 
menores de 18 años manifestaron que los malos tratos también recayeron sobre ellos. 

Además, 7 menores de edad han sido asesinados por causa de violencia de género a 
lo largo de 2017 (el peor dato desde que se empezó a contabilizar en 2013).  

Según el informe de Save the Children “Yo a eso no juego”, en España, el 9,3% del 
alumnado considera que ha sufrido acoso en los últimos dos meses y un 6,9% se 
considera víctima de ciberacoso. 

 

2º Fines y objetivos perseguidos 
 
En nuestro ordenamiento jurídico se han producido grandes avances en la 
consideración del niño, niña y adolescente como sujetos de derechos, así como en su 
protección frente a la violencia, al suponer esta graves perjuicios en el libre desarrollo 
de su personalidad. 
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En este sentido, se considera que el principal objetivo de la futura ley es la prevención 
y la protección de la infancia y adolescencia ante cualquier situación de violencia, 
fomentando la sensibilización ciudadana al rechazo. Además, mediante esta norma se 
reforzará el acompañamiento a las familias dotándolas de herramientas de 
parentalidad positiva y el empoderamiento de los niños, niñas y adolescentes como 
sujetos de derecho. 
 
Por lo tanto, esta norma tiene por objeto el respeto de la dignidad, la libertad e 
igualdad de los niños, niñas y adolescentes, garantizando el libre desarrollo de su 
personalidad en un entorno libre de violencia. 
 
Asimismo, se persigue el establecimiento de un sistema de protección uniforme en 
todo el territorio del Estado frente a la vulneración de los derechos que conlleva la 
violencia sobre la infancia y adolescencia, que supere la fragmentación del modelo 
actual. Así, dentro de su ámbito competencial, las comunidades autónomas han ido 
incorporando en su normativa de protección a la infancia referencias específicas a la 
violencia sobre las personas menores de edad, pero no hay ni un concepto común de 
violencia ni un tratamiento igualitario. 
 
Con esta ley se va a dar visibilidad a la problemática de la violencia contra la infancia y 
la adolescencia, permitiendo una mejor detección de situaciones y una mayor acción 
de respuesta por parte de las administraciones e instituciones competentes. 
 
En esta línea, se considera fundamental involucrar a todos los agentes afectados, 
asumiendo responsabilidades compartidas en la prevención y protección de los niños, 
niñas y adolescentes contra toda forma de violencia. 
 
Se trata, por tanto, de una ley con un enfoque integral y multidisciplinar, abarcando 
tanto aspectos preventivos (sensibilización, formación, concienciación, etc.), como de 
protección (detección y asistencia), así como de reintegración de derechos vulnerados 
y recuperación de la víctima. Esta norma persigue: 
 
a) Garantizar el derecho fundamental de los niños, niñas y adolescentes a la integridad 
física y moral frente a cualquier forma de violencia, y con independencia del medio 
mediante la que se lleve a cabo. 
b) Contemplar todos los niveles de protección contra la violencia hacia la infancia y la 
adolescencia en cada uno de los sectores y ámbitos en los que vive un menor de 
edad: familia, educación, sociosanitario, medios de comunicación, deporte y ocio, etc. 
c) Incrementar la sensibilización ciudadana, la especialización de los profesionales y la 
detección y notificación tempranas. 
d) Dar una respuesta desde las Administraciones Públicas coordinada y eficaz. 
e) La restauración de los derechos de las víctimas. 
f) Difundir y visibilizar la responsabilidad de todos ante esta realidad.  
 
 
3º Alternativas 
 
La principal alternativa sería modificar diferentes textos legales de forma 
independiente que permitiera una adecuada protección de los niños, niñas y 
adolescentes frente a la violencia, así como de cara al cumplimiento de los 
compromisos internacionales asumidos por España. O bien, y esta es la opción 
elegida, recoger en una norma específica (de carácter orgánico) con un enfoque 
integral la regulación en materia de prevención y protección de la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia, dotándola de una mayor visibilidad por su carácter 
específico. 
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La alternativa escogida se considera que es más respetuosa con los principios de 
buena regulación establecidos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, así mismo contribuye a que 
exista una menor dispersión normativa en nuestro ordenamiento juridico. 
 
 
4º Adecuación a los principios de buena regulación. 
 
Se han respetado los principios de necesidad, eficacia, eficiencia, transparencia, 
seguridad jurídica y proporcionalidad recogidos en el artículo 129 del Ley 39/2015, de 
1 de octubre, toda vez que se parte de la necesidad de un marco normativo que regule 
un sistema de protección integral y uniforme en todo el territorio del Estado frente a la 
vulneración de derechos que significa la violencia sobre la infancia y la adolescencia, 
frente a la fragmentación del modelo actual, garantizando de esta forma una mayor 
protección de las personas menores de edad. 
 
Asimismo, la ley es coherente con el ordenamiento jurídico nacional, e internacional,  
cumpliendo con lo establecido en el artículo 19 de la Convención de los Derechos del 
Niño que señala la obligación de los Estados Partes de proteger a los niños, niñas y 
adolescentes contra toda forma de maltrato. Igualmente, cumple con las 
recomendaciones hechas por el Comité de los Derechos del Niño a España en 2010 y 
en el presente año. Ante esta recomendación y teniendo en cuanta las cifras actuales 
de violencia contra la infancia se hace imprescindible revisar y regular de forma 
unificada y conjunta todos los tipos de violencia ejercidos contra la infancia y la 
adolescencia, a fin de garantizar el principio de seguridad jurídica y para generar un 
marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, facilitando la 
actuación y toma de decisiones de los poderes públicos intervinientes en la materia.  
 
Por otra parte, la ley contiener la regulación imprescindible para la consecución de los 
objetivos señalados, no existiendo otras medidas menos restrictivas de derechos, o 
que impongan menos obligaciones a los destinatarios. En este mismo sentido, en 
relación al principio de eficiencia, cabe señalar que si bien el anteproyecto establece 
nuevas cargas administrativas, estas son las mínimas imprescindibles para la 
consecución de los objetivos que persigue la Ley. 
 
Del mismo modo, durante su tramitación se ha permitido la participación activa de los 
potenciales destinatarios a través del trámite de consulta pública previa (del 2 al 17 de 
septiembre de 2018, ambos inclusive), de conformidad a lo establecido en el artículo 
26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, quedando además 
justificados en la exposición de motivos los objetivos que persigue la futura ley. 
Asimismo, durante la tramitación de la norma esta prevista la realización del trámite de 
información pública a través de la publicación del texto del anteproyecto y de la 
memoria en la web del MSCBS. 
 
 
5º Plan Anual Normativo. 
 
Esta norma ha sido incluida en la propuesta remitida al Ministerio de la Presidencia, 
Relaciones con las Cortes e Igualdad, para su incorporación en el Plan Anual 
Normativo de la Administración General del Estado para el año 2019, aún pendiente 
de aprobación.  
 
 
II) Contenido y análisis jurídico. 
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1º Contenido. 
 
La ley se estructura en 57 artículos, distribuidos en un título preliminar y cinco títulos, 
cinco disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición 
derogatoria y quince disposiciones finales. 
 
El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo 
de la ley, recogiendo la definición de violencia, en la que se opta por una definición 
amplia del término, y estableciendo los fines y principios rectores de la ley. Asimismo, 
se regula la formación especializada y continua que deben recibir los profesionales 
que tengan un contacto habitual con las personas menores de edad en materia de 
lucha contra la violencia sobre la infancia y adolescencia. Por último, recoge la 
cooperación y colaboración entre las Administraciones Públicas y la colaboración 
público-privada. 
 
El título I, de los derechos de los niños, niñas y adolescentes frente a la violencia, 
regula la garantía de los derechos de las víctimas de violencia, el derecho de 
información y asesoramiento, el derecho a la atención social integral, el derecho a la 
intervención en el procedimiento judicial y el derecho a la asistencia jurídica gratuita. 
 
El título II, está dedicado a regular el deber de comunicación de las situaciones de 
desprotección riesgo y violencia, estableciendo un deber genérico, que afecta a toda la 
ciudadanía, de comunicar de forma inmediata a la autoridad competente la existencia 
de indicios de desprotección, riesgo o violencia ejercida sobre los niños, niñas o 
adolescentes, y un deber más exigente para aquellos colectivos que, por razón de su 
profesión u oficio, tienen un contacto habitual con personas menores de edad o les 
corresponde una función de protección. 
 
Además, se regula de forma específica el deber de comunicación de la existencia de 
contenidos en red que constituyan una forma de violencia o abuso contra niños, niñas 
y adolescentes, sean o no constitutivos de delito, en tanto que el ámbito de internet y 
redes sociales es especialmente sensible a estos efectos. 
 
Asimismo, se prevé la dotación por parte de las Administraciones Públicas 
competentes de los medios necesarios y accesibles para que sean los propios niños, 
niñas y adolescentes víctimas de violencia, o que hayan presenciado una situación de 
violencia, los que puedan comunicarlo de forma segura, fácil y confidencial. 
 
En todo caso, la ley garantiza la confidencialidad y la seguridad de las personas que 
cumplan con su deber de comunicación de situaciones de desprotección, riesgo o 
violencia, con el objetivo de incentivar el cumplimiento de tal deber. 
 
El título III, que regula la concienciación, prevención y detección, introduce en su 
capítulo I la necesidad de disponer de una Estrategia de erradicación de la violencia 
sobre la infancia y la adolescencia. Esta Estrategia que será elaborada por la 
Administración General del Estado, en colaboración con la administración autonómica 
y local tendrá como objetivo erradicar la violencia sobre la infancia y la adolescencia, 
con especial incidencia en los ámbitos familiar, educativo, de servicios sociales, 
sanitario, judicial, y de los medios de comunicación y las nuevas tecnologías.  
 
El capítulo II recoge los diferentes niveles de actuación, incidiendo en la 
concienciación, la prevención y la detección. En concreto profundiza en la necesidad 
de que las Administraciones Públicas establezcan planes y programas específicos de 
prevención de la violencia contra la infancia y la adolescencia, identificando grupos de 
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riesgo y especificando los recursos presupuestarios para llevarlos a cabo. También se 
apunta la necesidad de establecer medidas de prevención y protección frente a los 
procesos de radicalización y adoctrinamiento que conducen a la violencia. En cuanto a 
detección, se incide en la formación inicial y continua de los profesionales, y de forma 
particular en la necesaria mejora de la capacitación de los propios niños, niñas y 
adolescentes para identificar y comunicar las situaciones de violencia que puedan 
detectar. 
 
El capítulo III dedicado al ámbito familiar, parte de la idea de que la familia, en sus 
múltiples formas, debe ser objetivo prioritario de todas las Administraciones Públicas, 
al ser el primer escalón de la prevención de la violencia sobre la infancia, debiendo 
favorecer la cultura del buen trato, incluso desde el momento de la gestación. Esa idea 
está presente en todas las resoluciones internaciones desde que el 25 de junio de 
2014 se aprobase una resolución del Consejo de Derechos Humanos de la ONU 
afirmando que “la familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad. Como 
grupo fundamental y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus 
miembros, en particular de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias 
para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad”.  
 
Para ello, resulta necesario reforzar los recursos de asistencia, asesoramiento y 
atención a las familias en orden a evitar los factores de riesgo y aumentar los factores 
de prevención lo que exige un análisis de riesgos en las familias residentes en el 
territorio de las Administraciones competentes, que permita definir los objetivos y las 
medidas a aplicar. Todos los progenitores requieren apoyos para desarrollar 
adecuadamente sus responsabilidades parentales, siendo una de sus implicaciones la 
necesidad de procurarse dichos apoyos para ejercer adecuadamente su rol. Por ello, 
antes que los apoyos con finalidad reparadora o terapéutica, deben prestarse los 
apoyos necesarios que tengan una finalidad preventiva y de promoción del desarrollo 
de los miembros de la familia. Todas las políticas en el ámbito familiar deben adoptar 
un enfoque positivo de la intervención familiar para empoderar a las familias y 
desterrar la idea de considerar a las familias más vulnerables como las únicas que 
necesitan apoyos cuando no funcionan adecuadamente. 
 
Ello no es incompatible con la necesidad de que los poderes públicos deban 
establecer servicios adecuados de apoyo y formación en parentalidad positiva 
especialmente a aquellas familias en situación de vulnerabilidad económica y 
exclusión social.  
 
El apoyo a las familias también debe incluir políticas de conciliación laboral y de apoyo 
socio-económico cuando sea necesario. 
 
El capítulo IV desarrolla diversas medidas de prevención y detección de la violencia en 
los centros educativos que se consideran imprescindibles si se tiene en cuenta que se 
trata de un entorno de socialización central en la vida de los niños, niñas y 
adolescentes. Entre ellas, cabe destacar la aplicación de protocolos específicos contra 
la violencia sobre la infancia y la adolescencia en todos los centros educativos, con 
independencia de su titularidad, o la obligación de que en todos ellos se cuente con la 
figura de un coordinador/a, que entre otros aspectos, se encargue de vigilar la correcta 
aplicación de estos protocolos. También se refleja por primera vez la regulación, por 
parte de las administraciones educativas, del uso y tenencia en los centros educativos 
de dispositivos móviles y la necesaria capacitación de los menores de edad en materia 
de seguridad digital. 
 
Las medidas contenidas en el capítulo V respecto al ámbito sanitario se orientan 
desde la necesaria colaboración de las administraciones sanitarias en el seno del 

08/01/2019

Texto sometido a trámite de información pública 84



Consejo Interterritorial del Sistema nacional de Salud. En este marco se recoge la 
obligación de crear una nueva comisión frente a la violencia contra los niños, niñas y 
adolescentes con el mandato de elaborar un protocolo común de actuación sanitaria 
para la erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia. Además, en el 
marco de la atención universal a todos aquellos menores de edad en situación de 
riesgo y/o violencia, se garantiza una atención a la salud mental integral y adecuada a 
su edad. 
 
El capítulo VI refuerza el ejercicio de las funciones de protección de los niños, niñas y 
adolescentes por parte de los funcionarios que desarrollan su actividad profesional en 
los servicios sociales de primera atención. Además, se establece la necesidad de 
diseñar un plan de intervención familiar individualizado, con la participación del resto 
de administraciones y agentes sociales implicados, así como un sistema de 
seguimiento y registro de casos que permita evaluar la eficacia de las distintas 
medidas puestas en marcha. 
 
El capítulo VII, regula la utilización de las nuevas tecnologías e introduce el derecho de 
los niños, niñas y adolescentes a acceder al uso de internet y de cualesquiera otras 
tecnologías de la información y la comunicación en igualdad de condiciones, a la 
educación y concienciación en el uso seguro y responsable de las mismas y a la 
formación en competencias digitales. Para ello, se hace necesaria la formación tanto 
de los niños, niñas y adolescentes en normas y buenas prácticas de seguridad digital, 
a fin de aprovechar dichas tecnologías como una herramienta orientada a su 
desarrollo personal, social y futuro profesional. Los niños, niñas y adolescentes tienen 
también deberes establecidos en la ley. Son ciudadanos y corresponsables de la 
sociedad en la que participan y, por tanto, como titulares de derechos y de deberes, en 
el uso de internet y cualesquiera otras tecnologías de la información y la 
comunicación, las personas menores de edad tienen el deber de ejercer una 
ciudadanía digital responsable, respetando las leyes y normas aplicables y los 
derechos, libertades fundamentales y la reputación de los demás, y asumiendo una 
actitud responsable y constructiva en el entorno virtual. 
 
El capítulo VIII dedicado al ámbito del deporte y el ocio establece la necesidad de 
contar con protocolos de actuación frente a la violencia en este ámbito y establece 
determinadas obligaciones a las entidades que realizan actividades deportivas o de 
ocio con personas menores de edad de forma habitual. 
 
El capítulo IX se centra en el ámbito de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad 
asegurando, por un lado, que todas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en todos sus 
niveles (estatal, autonómico, local), dispongan de unidades especializadas en la 
prevención y detección de situaciones de violencia sobre personas menores de edad. 
 
Por otro lado, establece cuáles han de ser los criterios de actuación policial en casos 
de violencia contra la infancia y la adolescencia. Tal actuación debe estar presidida por 
el respeto a los derechos de niños, niñas y adolescentes y por la consideración de su 
interés superior. Sin perjuicio de los protocolos de actuación a que están sujetos los 
miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, la ley recoge una relación de 
criterios de actuación obligatorios, cuya principal finalidad es lograr el buen trato al 
niño, niña o adolescente víctima de violencia y evitar la victimización secundaria.  
 
Entre esos criterios de actuación obligatorios, es especialmente relevante es la 
obligación de evitar, con carácter general, la toma de declaración a la persona menor 
de edad, salvo en aquellos supuestos que sea absolutamente necesaria. 
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Por último, el capítulo X regula la implicación de la Educación Superior y del Consejo 
de Universidades en la lucha contra la violencia sobre la infancia y la adolescencia. 
 
El título IV, dedicado a las actuaciones en los centros de protección de menores, 
establece la obligatoriedad de los centros de protección de aplicar protocolos de 
actuación que recogerán las actuaciones a seguir en aras de prevenir, detectar y 
actuar ante posibles situaciones de violencia. Asimismo, se establecerán planes 
específicos de prevención y detección de posibles casos de explotación de personas 
menores de edad sujetas a medidas protectoras y que residan en centros 
residenciales. Además, se recoge la supervisión por parte del Ministerio Fiscal. 
 
El título V recoge la organización administrativa, mediante su capítulo I del Registro 
Central de Información sobre la violencia contra la infancia y la adolescencia, anuncia 
la creación de dicho registro mediante orden ministerial, en un plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor de la norma. 
 
El capítulo II, por su parte, introduce una regulación específica en relación a la 
certificación negativa del Registro Central de delincuentes sexuales desarrollando y 
ampliando la protección de las personas menores de edad a través del 
perfeccionamiento del sistema de exigencia del requisito de no haber cometido delitos 
contra la libertad o indemnidad sexuales o de trata de seres humanos con fines de 
explotación sexual. 
 
Asimismo, se introduce en el artículo 54 una definición acerca de qué ha de 
entenderse, a los efectos de la ley, por profesiones, oficios y actividades que implican 
contacto habitual con personas menores de edad, limitándolo solo a aquellas que por 
su propia esencia conllevan un trato repetido, no esporádico ni ocasional, con niños, 
niñas y adolescentes, quedando en todo caso incluidas aquellas actividades o 
servicios que se dirijan específicamente a ellos. 
 
A fin de ampliar la protección, se extiende la obligación de acreditar el requisito de no 
haber cometido delitos contra la libertad e indemnidad sexuales a todos los 
trabajadores y trabajadoras, lo sean por cuenta propia o por cuenta ajena, tanto del 
sector público como del sector privado. 
 
Además, con el objetivo de subsanar deficiencias observadas en los últimos años, se 
clarifica cuál debe ser el momento de acreditación de tal requisito. Se señala el 
momento inicial de acceso a la profesión, oficio o actividad. Se prevé que, durante el 
ejercicio de la profesión, oficio o actividad, el trabajador o trabajadora no tenga 
obligación de volver a acreditar la ausencia de sentencias condenatorias por delitos 
contra la libertad e indemnidad sexuales.  
 
Lo anterior no supone una desprotección de las personas menores de edad, pues es 
perfectamente coherente con la reforma practicada, a través de esta ley, en los 
artículos 177 bis, apartado 6, último párrafo, y 192 apartado 4, ambos del Código 
Penal. 
 
Por lo que respecta a las cinco disposiciones adicionales, se establece en ellas la 
necesaria dotación presupuestaria en el ámbito de la Administración de Justicia para 
luchar contra la victimización secundaria, la supervisión de las comunidades 
autónomas en materia educativa, el mandato a las Administraciones Públicas, en el 
ámbito de sus competencias, para priorizar las soluciones habitacionales ante los 
desahucios de familias en el que alguno de sus miembros sea una persona menor de 
edad, el seguimiento de los datos de opinión pública sobre la violencia hacia la 
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infancia y adolescencia, a través de la realización de encuestas periódicas y el 
cumplimiento de la normativa vigente en materia de gastos de personal. 
 
Asimismo, la ley recoge una disposición derogatoria única y una disposición transitoria 
única. 
 
Por último, se modifican las siguientes normas, mediante las siguientes disposiciones 
finales: 
 
Disposición final primera. Modificación de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. La reforma que ahora se lleva a cabo viene a completar la 
revisión del sistema de protección de la infancia y adolescencia llevada a cabo en el 
año 2015 con la descripción de los indicadores de riesgo para la valoración de la 
situación de riesgo. A este respecto, se perfila la necesidad de planes de seguimiento 
específicos para los menores de catorce años en conflicto con la ley y se describe un 
amplio elenco de medidas socioeducativas que es posible desarrollar ante las 
situaciones de riesgo. La reforma operada en la citada Ley Orgánica 1/1996, se 
completa con la introducción de un nuevo artículo 14 bis para facilitar la labor de los 
servicios sociales en casos de necesaria atención inmediata. 
 
Disposición final segunda. Modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 
noviembre, del Código Penal. Se incorpora la edad como una agravante genérica con 
el fin de dar una mayor respuesta penal a los delitos cometidos contra las personas 
menores de edad, por su especial vulnerabilidad, sin menoscabo de que el precepto, 
con acuerdo al principio constitucional de igualdad, permita la protección de otros 
colectivos susceptibles de protección penal por este motivo. 
 
Se ha ampliado el tiempo de prescripción de los delitos más graves cometidos contra 
las personas menores de edad, de tal forma que dicho plazo solo comenzará a 
computar a partir de que la víctima haya cumplido los treinta años de edad, con la 
finalidad de evitar la existencia de espacios de impunidad en delitos que 
estadísticamente se han probado de lenta asimilación en las víctimas en el plano 
psicológico y, muchas veces, de tardía detección.  
 
Asimismo, mediante la reforma de los artículos 36 y 90, se han endurecido las 
condiciones para el acceso al tercer grado de clasificación penitenciaria, a la libertad 
condicional y a los permisos penitenciarios por parte de las personas penadas por 
delitos que atenten contra la indemnidad y libertad sexuales de personas menores de 
dieciséis años. 
 
Por otro lado, se ha incrementado la edad a partir de la que se aplicará el subtipo 
agravado del delito de lesiones del artículo 148.3 de los doce a los catorce años, 
puesto que resulta una esfera de protección más apropiada en atención a la 
vulnerabilidad que se manifiesta en la señalada franja vital.  
 
Además, se ha derogado el apartado 3 del artículo 201, lo que supone la desaparición 
del perdón del ofendido como causa de extinción de la acción penal en los delitos de 
descubrimiento y revelación de secretos, siendo esta una medida efectiva para la 
protección a víctimas tanto menores como mayores de edad. 
 
Por último, se han creado nuevos tipos delictivos para evitar la impunidad de 
conductas realizadas a través de medios tecnológicos y de la comunicación, que 
producen graves riesgos para la vida y la integridad de las personas menores edad, 
así como una gran alarma social. Se castiga a quienes, a través de estos medios, 
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promuevan el suicidio, la autolesión o los trastornos alimenticios entre personas 
menores de edad, así como la comisión de delitos de naturaleza sexual contra estas. 
Además, se prevé expresamente que las autoridades judiciales retirarán estos 
contenidos de la red para evitar la persistencia delictiva. 
 
Disposición final tercera. Modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada 
por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Se modifica mediante diez apartados. 
 
El primero de los apartados modifica el artículo 13 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal para introducir de forma explícita en esta norma procesal la facultad del 
Juzgado de Instrucción de acordar de forma cautelar, de oficio o a instancia de parte, 
la retirada de contenidos ilícitos de páginas webs y/o la interrupción provisional de los 
servicios que ofrezcan tales contenidos. Ello es coherente con la introducción por esta 
ley de nuevos tipos penales consistentes en la difusión pública a través de internet de 
contenidos que inciten a personas menores de edad o a personas discapacitadas 
necesitadas de especial protección al suicidio o la autolesión, o que favorezcan 
trastornos alimenticios, o que promuevan o faciliten la comisión de delitos contra la 
indemnidad sexual de personas menores de edad. Esta medida cautelar también es 
efectiva durante la instrucción de causas penales por delitos que existían con 
anterioridad, como el de pornografía infantil. Con la adopción de esta medida cautelar 
se pone fin de forma anticipada a la lesión del bien jurídico protegido en cada caso. 
 
El apartado segundo introduce en el artículo 416 dos importantes novedades. Por un 
lado, una norma específica sobre el ejercicio por parte de las personas menores de 
edad o con discapacidad del derecho de dispensa de la obligación de declarar en las 
causas penales seguidas contra sus parientes cercanos. Se trata con ello de colmar 
una laguna existente en nuestro derecho y de dar una pauta clara y homogénea de 
actuación al órgano instructor. Se atribuye la decisión al representante legal de la 
persona menor de edad o con discapacidad, salvo en el supuesto de que exista un 
conflicto de interés entre ambas, en cuyo caso corresponde decidir al Ministerio Fiscal. 
En todo caso, la persona menor de edad o con discapacidad debe ser oída en relación 
a sus deseos y a su voluntad de participar o no en el proceso penal seguido contra su 
familiar; de este modo, se respeta el derecho de la persona menor de edad de 
participar en el proceso de determinación de su interés superior.  
 
Por otro lado , se introduce una excepción en la dispensa de la obligación de declarar 
de los parientes de la persona investigada. Estas personas no podrán acogerse a la 
dispensa cuando la víctima del delito sea una persona menor de edad o una persona 
con discapacidad necesitada de especial protección que se halle integrada en su 
núcleo de convivencia familiar. Con ello se sitúa en primer término el principio del 
interés superior del menor. 
 
Los apartados tercero a décimo suponen la destacada novedad de establecer como 
obligatoria, durante la fase instructora de un procedimiento penal seguido por un delito 
que atente contra bienes personales de una persona menor de catorce años o una 
persona con discapacidad necesitada de especial protección, la práctica de la 
declaración de esa persona como prueba preconstituida. Se trata de un mecanismo 
necesario para evitar la denominada victimización secundaria y para lograr el objetivo 
de que la persona menor de edad, o con discapacidad, no se vea expuesta a narrar de 
forma reiterada a lo largo del procedimiento penal los hechos traumáticos que ha 
sufrido o presenciado. 
 
Por otra parte, se introducen en la Ley de Enjuiciamiento Criminal los requisitos 
básicos para que la prueba preconstituida se considere debidamente practicada por 
parte del órgano instructor. Asimismo, se establece la obligación del órgano 
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enjuiciador de tener por válida y suficiente la práctica de la prueba, de manera que no 
podrá acordar una nueva declaración de la persona en el acto del juicio oral, salvo 
contadas excepciones. 
 
La práctica de prueba preconstituida se extiende a aquellos supuestos en que la 
persona menor de catorce años o la persona con discapacidad necesitada de especial 
protección deba intervenir como testigo en el procedimiento penal, a fin de elevar el 
nivel de protección. Asimismo, se otorga al juez instructor la facultad de practicar 
prueba preconstituida cuando la víctima o testigo sea una persona mayor de catorce 
años, pero, por sus circunstancias personales y por el delito cometido, sufra una 
especial vulnerabilidad. 
 
Disposición final cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, 
General Penitenciaria, estableciendo programas específicos para los internos 
condenados por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia 
a fin de evitar la reincidencia, así como el seguimiento de los mismos para la 
concesión de permisos y la libertad condicional. 
 
Disposición final quinta. Modificación de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del 
Defensor del Pueblo. La protección de la infancia y la adolescencia exige la creación 
de instituciones de protección y promoción de los derechos de los niños, Con esa 
finalidad, se potencia la labor esencial del Defensor del Pueblo como Alto 
Comisionado de las Cortes Generales encargado de defender los derechos 
fundamentales y las libertades públicas de los ciudadanos con independencia de su 
edad. Para ello, se modifica el apartado uno del artículo 8 de la Ley Orgánica 3/1981, 
de 6 de abril, del Defensor  del Pueblo, creando un Tercer Adjunto que se dedicará en 
exclusiva a la defensa de los derechos de niños, niñas y adolescentes. 
 
Disposición final sexta. Modificación de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General 
de Publicidad, con el objeto de ampliar el alcance de la ilicitud del precepto, dentro de 
su ámbito especializado, a aquellos contenidos comerciales que por sus 
características puedan provocar en personas menores de edad la adopción de las 
mencionadas conductas violentas sobre sí mismas o sobre terceros, así como los que 
integren una serie de estereotipos negativos. 
 
Disposición final séptima. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, mediante esta modificación se regula la necesidad de formación 
especializada en las carreras judicial y fiscal, exigida por toda la normativa 
internacional, en la medida en que las materias relativas a la infancia y a personas con 
discapacidad se refieren a colectivos vulnerables. 
 
Disposición final octava. Modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica 
reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de 
información y documentación clínica, por la que se establece que los registros relativos 
a la atención de las personas menores de edad víctimas de violencia deben constar en 
historia clínica; esto permitirá hacer un mejor seguimiento de los casos así como 
estimar la magnitud de este problema de salud pública y facilitar su vigilancia. 
 
Disposición final novena. Modificación de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, 
reguladora de la responsabilidad penal de los menores. En concreto, su artículo 4, 
referido a los derechos de las víctimas de los delitos cometidos por personas menores 
de edad, a fin de configurar dos nuevos derechos de las víctimas de delitos de 
violencia de género cuando el autor de los hechos sea un menor de dieciocho años. 
adaptando lo previsto en el mencionado artículo al artículo 7.3 de la Ley 4/2015, de 27 
de abril, del Estatuto de la víctima del delito. Es razonable asumir que, en la inmensa 
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mayoría de los casos, las víctimas de estos delitos son niñas y adolescentes, siendo 
ellas a las que la ley pretende dispensar una protección adicional. 
 
Así, en los procedimientos seguidos por delitos de violencia de género cometidos por 
un menor de edad, la víctima tendrá derecho a ser notificada de las resoluciones en 
las que se acuerden medidas cautelares para su protección, incluso en el caso de que 
no se haya personado en el procedimiento. Del mismo modo, tales medidas cautelares 
habrán de ser puestas en conocimiento de las Administraciones Públicas competentes 
para la adopción de medidas de protección, sean éstas de seguridad o de asistencia 
social, jurídica, sanitaria, psicológica o de cualquier otra índole. Asimismo, en los 
mismos supuestos, la víctima tendrá derecho a ser informada de la situación procesal 
y personal del presunto agresor; en concreto, de sus salidas del centro de 
internamiento si fuera el caso. 
 
Disposición final décima, que establece el título competencial, indicando que esta ley 
se dicta al amparo de lo previsto en el artículo 149.1, 1.ª, 5.ª, 6.ª, 7.ª, 8.ª, 16ª, 17.ª, 
18.ª, 27ª, 29ª y 30.ª de la Constitución Española.  
 
Por su parte, la disposición final undécima, señala el carácter ordinario de 
determinadas disposiciones. 
 
La disposición final duodécima, contempla un mandato al Gobierno para la creación de 
la jurisdicción especializada en Infancia, Familia y Capacidad. 
  
La aplicación de esta ley exige un alto nivel de especialización de todos los 
profesionales que intervengan con niños, niñas y adolescentes, que abarca en 
consecuencia, a todos los operadores jurídicos, y lógicamente, a Jueces y 
Magistrados. El Pacto de Estado contra la Violencia de Género insta a una formación 
especializada más amplia en dichas materias tanto de los juzgados especializados en 
violencia de género, como también de los jueces y juezas de familia y de menores. 
Ese mandato de aumento de la capacitación judicial conlleva como corolario la 
especialización de la jurisdicción en el ámbito de protección civil de la infancia y 
adolescencia.  
 
La especialización reduce los costes marginales de la resolución de casos, lo que 
potencialmente permite acortar la duración de los procedimientos e incrementar la 
cantidad, la calidad y el acierto de las decisiones adoptadas. Ya existe la 
especialización en los órdenes contencioso–administrativo, social, mercantil y la de 
violencia sobre la mujer. Por ello, partiendo de la estructura existente en la actualidad, 
la Jurisdicción Especializada en Infancia, Familia y Capacidad permitirá dar una 
respuesta más acorde a las necesidades de las personas menores de edad, las 
consecuencias de la ruptura de las uniones familiares, y de las personas con 
discapacidad que necesiten apoyos y especial protección. 
 
La especialización supone dar respuesta a una reclamación constante de diversos 
sectores sociales, y cumplimiento a exigencias internacionales.  
 
Los procedimientos de ruptura familiar generan en los niños, niñas y adolescentes 
problemas que es necesario abordar desde un conocimiento especializado y 
multidisciplinar, siendo necesario que los poderes públicos  garanticen con medidas 
eficaces y efectivas el derecho los hijos a mantener relaciones con sus progenitores en 
casos de vida separada de éstos, de modo que en una respuesta rápida y 
especializada en este ámbito puede jugar un papel esencial en la prevención de la 
violencia.  
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La creación de una jurisdicción de Infancia, Familia y Capacidad, propia e 
independiente es necesaria para garantizar la atención adecuada, eficaz e igualitaria a 
muchas situaciones en las que se ven afectados los derechos fundamentales de 
carácter personal de un gran sector de la población. Estas materias, junto con las 
relativas a la capacidad de las personas, se rigen por principios especiales, distintos a 
los de la generalidad de la jurisdicción civil. Esta especialización ha de abarcar tanto a 
la primera como a la segunda instancia, así como prever y garantizar en todo el 
territorio, sin discriminación alguna entre comunidades autónomas ni partidos 
judiciales, la dotación de servicios psicosociales, especialmente adscritos a cada uno 
de los Juzgados, en los que deben exigirse idénticas condiciones de formación y 
especialización.  
 
En el Derecho comparado hace ya muchos años que se da un tratamiento 
diferenciado a los conflictos de derecho de la familia y de la persona por cuanto sus 
características y peculiaridades lo exigen (presencia de materias de orden público, 
especial tutela del interés del menor y de las personas incapacitadas, principios de 
derecho sustantivo y de derecho procesal diferentes al derecho económico y 
patrimonial). 
 
Por otro lado, en este ámbito ha irrumpido desde hace unos años el Derecho 
Internacional de la Familia y del Menor:  Convención sobre los Derechos del Niño, 
Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
las mujeres y la violencia doméstica, Carta Europea, diversos Reglamentos en el seno 
de la Conferencia de La Haya, Reglamentos Comunitarios, Convención de Nueva York 
sobre los derechos de las personas con discapacidad… La internacionalización de las 
relaciones familiares y personales y la exigencia internacional de protección a 
colectivos vulnerables ha provocado en poco tiempo la profusión de normativa 
internacional, cuya aplicación no está exenta de problemas en la práctica y que dejan 
prácticamente vacías de contenido las normas internas que regulan estas materias, lo 
que incrementa las necesidades de esa especialización. 
 
Junto a este fenómeno, los flujos de emigrantes y la internacionalización de la vida 
social han roto el esquema homogéneo de familia abriéndolo a otras formas que gozan 
de la misma protección constitucional. 
 
Todas estas circunstancias justifican la especialización de la jurisdicción, por lo que se 
acuerda que en  el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la ley, el 
Gobierno remita a las Cortes Generales un proyecto de ley orgánica de modificación 
de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, por el que se configure, dentro del orden 
jurisdiccional civil, la jurisdicción especializada de Infancia, Familia y Capacidad, 
regulando asimismo las pruebas selectivas de especialización de Jueces y 
Magistrados en ese orden, con la consiguiente adecuación de la planta judicial. 
 
A ello se añade la necesidad de regular la composición y funcionamiento de los 
Equipos Técnicos adscritos a dicha jurisdicción y la forma de acceso a los mismos de 
acuerdo con los criterios de especialización y formación recogidos en esta ley, así 
como la modificación de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal, a los efectos de establecer igual especialización de 
fiscales conforme a su régimen estatutario. 
 
La disposición final decimotercera relativa a la protección de las personas menores de 
edad en los medios audiovisuales establece que en el plazo de un año a contar desde 
la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno remitirá a las Cortes Generales un 
proyecto de ley para la regulación de la protección de las personas menores de edad 
en el ámbito de los medios audiovisuales. 
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Finalmente, la disposición final decimocuarta, recoge el desarrollo normativo y 
ejecución de la ley, y la disposición final decimoquinta que  establece la entrada en 
vigor de la ley. 
 
 
2º Base jurídica y rango. 
 
La reforma planteada se realiza mediante Ley Orgánica. Ello resulta coherente, con lo 
dispuesto en nuestra Constitución, que dispone en su artículo 81.1 aquellas materias 
que deben ser reguladas por Ley Orgánica: “son leyes orgánicas las relativas al 
desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las que 
aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás 
previstas en la Constitución.” 
  
En este sentido, el artículo 15 de nuestra norma suprema regula el derecho de todas 
las personas a la vida y a la integridad física y moral, encontrándose este derecho 
entre las materias que según el artículo 81 ha de ser desarrolladas mediante Ley 
Orgánica. 
 
Asimismo, en el anteproyecto se modifican varios cuerpos legales a los que nuestro 
ordenamiento jurídico ha atribuido su carácter de Ley Orgánica, véase por ejemplo las 
mosidificaciones llevadas a cabo de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, o la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, 
de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, entre otras, 
por lo que resulta necesario que dichas modificaciones se lleven a cabo a través de 
una norma que posea el mismo rango.  
 
Paralelamente, como el antepoyecto modifica otras leyes que tienen carácter ordinario, 
la disposición final úndecima establece el carácter ordinario de las modificaciones 
llevadas a cabo por la disposición final tercera de modificación de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, la disposición final sexta de modificación de la Ley 34/1988, 
de 11 de noviembre, General de Publicidad y la disposición final octava de 
modificación de la Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de la 
autonomía del paciente y de derechos y obligaciones en materia de información y 
documentación clínica, tienen carácter de ley ordinaria. 
 
Por otra parte, el anteproyecto también resulta coherente con lo dispuesto en el 
Derecho internacional, en particular con la Convención sobre los Derechos del Niño, 
que establece en su artículo 19, el compromiso de todos los Estados parte para 
adoptar “todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas 
apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso 
sexual…” 
 
Igualmente, la reforma planteada es respetuosa con los estándares internacionales 
que señala el Consejo de Europa para garantizar la protección de los derechos del 
niño, niña y adolescente, como son: el Convenio para la protección de los niños contra 
la explotación y el abuso sexual (Convenio de Lanzarote); el Convenio sobre 
prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica 
(Convenio de Estambul); el Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la 
trata de seres humanos o el Convenio sobre la Ciberdelincuencia.  
 
3º Adecuación de la norma al orden de distribución de competencias. 
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La presente norma se ajusta al marco competencial que establece nuestra 
Constitución y se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1ª, 5ª, 6ª, 7ª, 8ª, 
16ª, 17ª, 18ª, 27ª, 29ª y 30ª de la Constitución, que establece que el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 
 
1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales. 
 
5.ª Administración de Justicia. 
 
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las 
necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del 
derecho sustantivo de las Comunidades Autónomas. 
 
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas. 
 
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las 
Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde 
existan. En todo caso, las reglas relativas a la aplicación y eficacia de las normas 
jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de matrimonio, ordenación de 
los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales, normas 
para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con 
respeto, en este último caso, a las normas de derecho foral o especial. 
 
16.ª Bases y coordinación general de la sanidad.  
 
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la 
ejecución de sus servicios por las Comunidades Autónomas. 
 
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen 
estatutario de sus funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un 
tratamiento común ante ellas.. 
 
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos 
los medios de comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo 
y ejecución correspondan a las Comunidades Autónomas. 
 
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las 
Comunidades Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos 
en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 
 
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos 
académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la 
Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia. 
 
Se hace preciso señalar que la protección a los menores de edad es una competencia 
asumida por las Comunidades Autónomas en sus respectivos Estatutos de Autonomía. 
El Gobierno, con la aprobación de esta nueva norma establece las bases reguladoras 
en esta materia (cumpliendo así con las recomendaciones del Comité de los Derechos 
del Niño), sin perjuicio de las medidas específicas que pudieran establecerse a nivel 
autonómico. 
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4º Normas que quedan derogadas. 
 
De acuerdo con lo establecido en la disposición derogatoria única de la norma quedan 
derogadas todas las normas de igual o inferior rango que contradigan o se opongan a 
lo dispuesto en esta ley. 
 
 
5º Justificación de la entrada en vigor de la norma y vigencia de la misma. 
 
De acuerdo con el apartado b) del artículo 2.1 del Real Decreto 931/2017, de 27 de 
octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, la vigencia 
de la norma que se propone será indefinida. 
 
Este carácter indefinido es compatible con la mejora de las medidas reguladas en la 
Ley. 
 
Por otro lado, el artículo 23 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
regula la fecha de entrada de vigor de las normas en las que se regulen determinados 
aspectos que impongan nuevas obligaciones a personas físicas o jurídicas. 
 
Así se afirma en dicho artículo que “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 2.1 del 
Código Civil, las disposiciones de entrada en vigor de las leyes o reglamentos, cuya 
aprobación o propuesta corresponda al Gobierno o a sus miembros, y que impongan 
nuevas obligaciones a las personas físicas o jurídicas que desempeñen una actividad 
económica o profesional como consecuencia del ejercicio de ésta, preverán el 
comienzo de su vigencia el 2 de enero o el 1 de julio siguientes a su aprobación. Lo 
previsto en este artículo no será de aplicación a los reales decretos-leyes, ni cuando el 
cumplimiento del plazo de transposición de directivas europeas u otras razones 
justificadas así lo aconsejen, debiendo quedar este hecho debidamente acreditado en 
la respectiva Memoria.” 
 
En el caso que nos ocupa, y dada la importancia que implica la protección integral a la 
infancia y la adolescencia frente a la violencia se condidera que la entrada en vigor 
habrá de producirse el día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
 
 
III) Descripción de la tramitación. 
 
 
En cumplimentación de lo establecido en el artículo 2.1.i) del Real Decreto 931/2017, 
de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, 
el anteproyecto de ley ha seguido la tramitación siguiente: 
 
El borrador del anteproyecto ha sido elaborado por un grupo de trabajo conformado 
por el Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social y el Ministerio de Justicia.  
 
1. Trámite de Consulta Pública. 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en relación 
con el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, se sustanció 
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del 3 al 17 de septiembre de 2018, ambos incluidos, una consulta pública en la web 
del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social.  
 
En respuesta a dicha consulta se recibieron un total de ciento quince aportaciones, 
cuyo resumen se recoge en el anexo I, correspondientes a: 
 

• Tres entidades públicas: Ayuntamiento de Aljaraque, Delegación de Bienestar 
Social y Empleo de la Dirección General de Acción Social del Ayuntamiento de 
Sevilla y Fiscalía Provincial de Las Palmas (Fiscal Delegada). 

• Los Consejos Generales de Colegios Oficiales de Psicólogos y del Colegio de 
Educadores y Educadoras Sociales.  

• Quince asociaciones: Confederación Española de Familias de Personas 
Sordas (FIAPAS), Consejo de Participación Adolescente de Mollerussa 
Televisión, Plataforma de infancia (POI), Confederación Salud Mental España, 
Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI), 
UNICEF, Asociación Española de Pediatría y Atención Primaria (AEPAP), 
Asociación Europea de Abogados de Familia (AEAF), Confederación Autismo 
España, Asociación El Parto es Nuestro, Fundación Ires, Educo, Pantallas 
Amigas, Asociación Grupo de Sociología de la Infancia y la Adolescencia 
(GSIA) y Asociación Gallega Contra el Maltrato a Menores (Agamme). 

• Noventa y cinco propuestas de particulares. 
 
Posteriormente, con el objeto de recoger posibles aportaciones de otros Ministerios u 
organismos autónomos en relación con la materia, se han celebrado distintos 
encuentros bilaterales o multilaterales con: INCIBE, Ministerio del Interior, Ministerio de 
Educación, Consejo Superior de Deportes, IMIO, la Delegación del Gobierno para la 
Violencia de Género, Fiscalia General del Estado o Dirección General de Políticas de 
Discapacidad. 
 
En este contexto, a su vez se han recibido aportaciones previas de la practica totalidad 
de las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla. A este respecto, cabe 
señalar, que ninguna de las comunidades autónomas que ha emitido informe ha 
cuestionado la regulación centralizada de esta materia por parte de la Administración 
General del Estado. 
 
En último término, para la elaboración del anteproyecto se ha conformado un grupo de 
trabajo compuesto por representantes del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar 
Social y del Ministerio de Justicia, con el objeto de evaluar e incorporar en su caso 
dichas aportaciones. 
 
2. Trámites de audiencia e información pública. 
 
Por otro lado, y al tratarse de una disposición que puede afectar a los derechos e 
intereses legítimos de los ciudadanos, se publicará el anteproyecto de ley en la web 
del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 
 
3. Se solicitará informe a las comunidades autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla, a 
través del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, y a las entidades locales, a través de la Federación 
Española de Municipios y Provincias (FEMP). 
 
4. De acuerdo con lo previsto en el artículo 26 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
del Gobierno, se deben realizar los siguientes trámites:  
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• Conforme a lo previsto en el citado artículo 26.9, se debe recabar informe de la 
Oficina de Coordinación y Calidad Normativa del Ministerio de la Presidencia, 
Relaciones con las Cortes e Igualdad. 
 

• De acuerdo con el artículo 26.5, párrafo cuarto, se deben recabar los informes 
de las Secretarías Generales Técnicas de los siguientes Ministerios, como 
coproponentes de la norma: 
 Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 
 Ministerio de Justicia. 
 Ministerio del Interior. 

 
• A su vez, de acuerdo con el referido artículo 26.5, párrafo primero, deberán 

recabarse los informes de los siguientes Ministerios: 
 Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. 
 Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades. 
 Ministerio de Educación y Formación Profesional. 
 Ministerio de Hacienda. 
 Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad 

 
• Aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y Función Pública, en 

aplicación del artículo 26.5, párrafo quinto, de la Ley 50/1997, de 27 de 
noviembre, e informe en materia de distribución de competencias del Ministerio 
de Política Territorial y Función Pública, en aplicación del artículo 26.5, párrafo 
sexto. 

 
• Además, con el objeto de garantizar el acierto y la legalidad del texto, se 

deberán recabar los informes siguientes: 
 Agencia Española de Protección de Datos. 
 Consejo General del Poder Judicial. 
 Consejo Fiscal. 
 Consejo Nacional de la Discapacidad.  
 Consejo Estatal de Organizaciones no Gubernamentales de Acción 

Social. 
 Comisión para el Diálogo Civil con la Plataforma del Tercer Sector. 
 Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. 
 Defensor del Pueblo. 
 Comisión Ministerial de Administración Digital del Ministerio de Sanidad, 

Consumo y Bienestar Social. 
 

• Dictamen del Consejo Económico y Social, de acuerdo con el artículo 7 de la 
Ley 21/1991, de 17 de junio, por la que se crea el Consejo Económico y Social. 
 

• Dictamen del Consejo de Estado, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 
21.10 de su Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril: “Asuntos de Estado a los que 
el Gobierno reconozca especial trascendencia o repercusión”. 

 
 
IV) Análisis de impactos.  
 
1º Impacto económico. 
 
El objetivo de este anteproyecto de ley es, como ya se ha indicado, recoger en una 
norma específica, con un enfoque integral, la regulación en materia de prevención, 
detección y protección de la infancia y la adolescencia frente a la violencia, que se está 
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aplicando en los diferentes ámbitos competenciales de las Administraciones Públicas, 
mejorando los instrumentos jurídicos que permiten dictar las medidas 
correspondientes. 
 
Por ello, el contenido de la regulación de este anteproyecto de ley, tiene un marcado 
carácter procedimental para la consecución de sus fines, por cuanto se dirige a definir 
los objetivos que se persiguen y los principios que inspiran la materia regulada, el 
enunciado de los derechos de las personas menores de edad frente a las distintas 
clases de violencia sobre ellos ejercida, así como los deberes de denuncia y 
comunicación de las situaciones de desprotección, riesgo o violencia que se conozcan 
sobre niños, niñas y adolescentes, las actuaciones de formación que deben llevarse a 
cabo en relación con los distintos profesionales que tienen un contacto habitual con 
personas menores de edad, el establecimiento de criterios de cooperación y 
colaboración interadministrativa, así como de cooperación público-privada en esta 
materia, mecanismos de tutela administrativa e institucional, etc. 
 
A la vista de lo expuesto, puede concluirse que este anteproyecto de ley no representa 
un impacto económico directo, ni sobre la competencia, la unidad de mercado, ni la 
competitividad. En ningún momento el contenido del anteproyecto de ley regula 
aspectos que supongan la ordenación o control de actividades económicas, ni 
tampoco afecta al acceso de los operadores económicos a las actividades económicas 
ni a su ejercicio. 
 
No obstante, sí podría apreciarse la posibilidad de la existencia de un impacto 
económico indirecto en materia de aumento del nivel de empleo, en relación con las 
previsiones contenidas en los artículos 29 y 45.2.e) del texto dispositivo del 
anteproyecto, que contemplan, respectivamente, la creación de las figuras del 
coordinador o coordinadora de bienestar y protección en todos los centros educativos 
donde cursen sus estudios las personas menores de edad, y del delegado de 
protección en todas aquellas entidades que realizan actividades deportivas o de ocio 
con personas menores de edad de forma habitual, respectivamente. 
 
 
2º Impacto presupuestario. 
 
Las modificaciones introducidas por este anteproyecto de ley llevan consigo la 
necesidad de nuevas dotaciones presupuestarias respecto de las que ya se están 
destinando a la prevención y protección de la infancia y la adolescencia frente a la 
violencia. 
 
El hecho de mejorar, con actualizados instrumentos legales, la regulación jurídica y de 
reforzar las garantías de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, supondrá un 
incremento de las medidas a adoptar, y por tanto, un aumento de las cuantías de las 
partidas presupuestarias destinadas a estos fines. 
 
En este sentido, y en relación al título III, relativo a la concienciación, prevención y 
detección, habrá que dotar presupuestariamente la Estrategia para la erradicación de 
la violencia sobre la infancia y la adolescencia, habrán de promover campañas para 
concienciar a la sociedad en general acerca del derecho de los niños, niñas y 
adolescentes a recibir un buen trato (posible estimación 1.000.000€).  
 
Por otro lado, esta norma establece el mandato de la creación, en un plazo de seis 
meses, del Registro Central de información sobre la violencia hacia la infancia y la 
adolescencia (posible estimación 500.000€). 
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En cuanto a la necesaria formación que deben promover las administraciones públicas 
en el ámbito de sus competencias, cabe señalar, en primer lugar, que una buena parte 
de los profesionales que intervienen en situaciones de riesgo o violencia hacia la 
infancia pertenecen a la función pública de comunidades autónomas o corporaciones 
locales. No obstante, a nivel de la Administración General del Estado, será preciso 
reforzar diversas líneas de formación de profesionales: 
 
1. Formación en parentalidad positiva, con la elaboración de los materiales 
descritos en el artículo 25.2, mediante el incremento del presupuesto destinado a 
formación de progenitores y de profesionales del ámbito sanitario y de servicios 
sociales en el Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 
2. La puesta en marcha, en colaboración con las comunidades autónomas, de 
planes específicos de prevención y detección de casos de explotación sexual con 
perspectiva de género en los centros de protección, también requerirá una formación 
específica para sus directores o educadores (1.131 centros en España en 2017) con 
un coste anual de 200.000€. 
3. La formación de los menores de edad en seguridad digital también requiere 
una ampliación del presupuesto consignado a este fin en el Ministerio de Economía y 
Empresa (Instituto Nacional de Ciberseguridad). 
4. La formación, docencia e investigación de las Universidades en derechos de la 
infancia y en concreto respecto a la violencia ejercida sobre la infancia y adolescencia, 
requerirá, asimismo, diseñar un manual para transversalizar estos contenidos en los 
planes de estudio, estimándose el primer año un gasto de 80.000€. 
5. Las Unidades especializadas de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad también 
deben de ver ampliado su presupuesto para la formación del personal que forma parte 
de ellas. El coste anual para al menos un representante de las unidades 
especializadas en España asciende a 300.000€. 
 
Un aspecto de gran interés se refiere a los programas específicos para internos 
condenados por delitos relacionados con la violencia contra la infancia y adolescencia, 
a los que se refiere la disposición final cuarta. La formación de los profesionales de 
Instituciones Penitenciarias encargados de dichos programas, mediante módulos 
presenciales de 20 horas, se estima que pueda suponer un presupuesto de 800.000€ 
el primer año. 
 
Por otra parte, en relación con las medidas cuya implementación tiene un impacto 
económico en los Presupuestos del Ministerio de Justicia, se indica cuanto sigue: 
  
 1. Formación de la Carrera Judicial, Fiscal, Letrados de la Administración de Justicia y 
resto de personal al servicio de la Administración de Justicia. 
 
El anteproyecto establece la obligación de incluir en la formación del indicado personal 
cursos específicos de naturaleza multidisciplinar sobre la tutela judicial de los derechos 
de la infancia y la adolescencia.  
 
Esta formación debe de estar incluida tanto en la formación inicial, como en la 
continua. Si bien la formación inicial no conlleva coste reseñable por cuanto la medida 
se puede implementar con la adaptación del programa, no ocurre lo mismo con la 
formación continua, que exigirá la realización de cursos específicos en la materia. 
 
Elaborando al menos dos cursos anuales de formación continua para todos los 
cuerpos señalados, de manera que dicha formación sea accesible en un tiempo breve 
para todos los profesionales que trabajaran con personas menores de edad, y 
atendiendo al hecho de que el coste medio de cada curso para 25-30 participantes es 
de 30.000€, el coste aproximado de la implementación de esta medida es de 360.000€ 
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anuales, que sería preciso que se reflejara en los presupuestos del Centro de Estudios 
Jurídicos dependiente del Ministerio de Justicia. 
 
Los indicados datos se han calculado sobre la base de la siguiente fórmula: 
 
Nº cursos coste curso total  
12             30.000,00 € 360.000,00 € 
  
 2. Evitación de la victimización secundaria. 
 
De conformidad con la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, 
corresponde a las oficinas de asistencia a las víctimas la atención de estas, que, entre 
otras funciones, comprende la de facilitar información general sobre sus derechos, el 
apoyo y asistencia emocional y psicológica, el asesoramiento sobre el riesgo y la 
forma de prevenir la victimización secundaria o reiterada, o la intimidación o 
represalias, la coordinación de los diferentes órganos, instituciones y entidades 
competentes para la prestación de servicios de apoyo a la víctima y la coordinación 
con Jueces, Tribunales y Ministerio Fiscal para la prestación de los servicios de apoyo 
a las víctimas. Para el cumplimiento de estas funciones, entre sus actuaciones figuran 
la prestación de apoyo o asistencia psicológica, el acompañamiento a juicio, la 
información sobre los recursos psicosociales y asistenciales disponibles y, en su caso, 
la derivación a los mismos y la adopción de las medidas especiales de apoyo que 
puedan resultar necesarias cuando se trate de una víctima con necesidades 
especiales de protección. 
  
Por ello, si bien tanto la Administración General del Estado, como la de las 
comunidades autónomas que han asumido competencias en materia de medios 
materiales y personales de la Administración de Justicia, tienen implementado este 
recurso para evitar la victimización secundaria en los procesos judiciales, lo cierto es 
que sería preciso una mejora del servicio que permitiera dotar a todas las oficinas de 
personas expertas en atención a menores. 
 
 El coste económico aproximado de la referida mejora ronda los 600.000€, que 
permitiría, en el ámbito del Ministerio de Justicia, la dotación de personal laboral 
cualificado que atendiera a las 26 oficinas de este ámbito dependientes del Ministerio 
de Justicia, si bien las provincias pequeñas y cercanas con bajo número de víctimas 
menores de edad podrían tener un ámbito de actuación pluriprovincial.   
  
3. Asistencia jurídica gratuita. 
 
La extensión de la asistencia jurídica gratuita a las personas menores de edad con 
independencia de su situación económica conlleva asimismo cierto coste. 
 
No obstante, no es previsible que el impacto presupuestario sea elevado, ya que es 
muy reducido el número de menores que, hasta el momento de entrada de esta Ley, 
no podían recibir esta asistencia por tener recursos económicos suficientes, y que, a 
partir de su entrada en vigor, vayan a utilizar este recurso. 
 
Con una estimación de 200 menores al año en todo el territorio del Estado, y 
atendiendo al hecho de que al Ministerio de Justicia solo le corresponde la financiación 
de la asistencia jurídica de las cinco comunidades autónomas que no han asumido los 
medios materiales y personales de la Administración de Justicia (Murcia, Castilla-León, 
Castilla-La Mancha, Baleares y Extremadura), así como las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, la previsión máxima es de 100 casos al año que deberá financiar este 
Departamento. Con un coste medio de 300€ por procedimiento judicial, el incremento 
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presupuestario del capítulo IV en la partida de asistencia jurídica gratuita es de 
30.000€ año. 
 
4. Prueba preconstituida. 
 
 A estos efectos, el mayor coste aparece representado por el acondicionamiento de 
salas amigables en los juzgados o tribunales, que permitan la atención a los menores 
en un ambiente no hostil que garantice las mejores condiciones para la realización de 
la prueba. 
 
Dado el número de casos que vienen presentándose, sería suficiente el 
acondicionamiento de una sala amigable por provincia. En el ámbito del Ministerio de 
Justicia, ya está implementada en Murcia. En alguna de las provincias restantes hay 
espacios acondicionados pero mejorables, o no existen estas salas. 
 
El coste aproximado de la creación o, en su caso, acondicionamiento y mejora de 
estas salas amigables, implementando todos los medios necesarios para ello, es 
cercano a los 40.000€ por sala y sería necesario crear 21 salas, por lo que el coste en 
inversiones del capítulo VI se prevé en 840.000€. 
 
3º Detección y medición de las cargas administrativas. 
 
En cuanto al cálculo aproximado de la reducción de cargas de trabajo por la consulta 
telemática del certificado del Registro de Delitos de Naturaleza Sexual es imposible 
hacer un cálculo de la posible reducción de cargas en las oficinas de atención al 
ciudadano. 
 
En todo caso, se estima que este anteproyecto supone un incremento de cargas 
administrativas para el adecuado cumplimiento de los objetivos establecidos en la ley 
(plan de convivencia en centros educativos, establecimiento de protocolos…). En este 
sentido, se determinaráen las futuras versiones del documento los criterios 
establecidos en la Guía metodologica memoria de analisis de impacto normativo. 
 
4º Impacto por razón de género. 
 
El análisis del impacto por razón de género que supone este anteproyecto de ley se 
lleva a cabo en virtud de las previsiones contenidas en el artículo 19 de la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, así 
como en el artículo 2.1.f) del Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se 
regula la memoria del análisis de impacto normativo. 
 
El anteproyecto de ley aborda los mecanismos de protección frente a los diferentes 
tipos de violencia que se pueden ejercer sobre los niños, niñas y adolescentes. Entre 
ellos, cabe destacar el abuso sexual como una de las formas más graves de violencia 
contra la infancia y la adolescencia, que conlleva efectos devastadores en la vida de 
los menores de edad que lo sufren. 
 
Además, actualmente, existen nuevas formas de abuso como el que sufren, de 
manera creciente, niños, niñas y adolescentes a través de internet. En este sentido, 
son muchas las posibles formas de realizarse dichos abusos, como el ciberacoso, 
grooming, sexting, etc. 
 
Así, según los últimos datos disponibles procedentes del Ministerio de Interior, en el 
año 2017 hubo 9417 menores víctimas de malos tratos y contra la libertad e 
indemnidad sexual, de los cuales 6723 fueron niñas y 2692 niños. Por ello, y teniendo 
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en cuenta el mayor número de víctimas de sexo femenino, esta norma tendrá un 
impacto positivo por razón de género, por cuanto supondrá una mayor y mejor 
protección de este colectivo.  
 
 
5º Impacto en la infancia y adolescencia 
 
Por lo que se refiere a la evaluación del impacto del anteproyecto de ley en la infancia 
y la adolescencia, exigido en el artículo 22 quinquies de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 
de enero, de Protección Jurídica del Menor, así como en el artículo 2.1.f) del Real 
Decreto 931/2017, de 27 de octubre, se considera que este anteproyecto tiene un 
impacto positivo en relación con la protección y bienestar de las personas menores de 
edad, ya que tiene por objeto hacer real y efectivo su derecho a la vida y a la 
integridad física y moral, así como el cumplimiento de la Observación General nº 13 
del CDN, relativa al derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia. 
 
Asimismo, con el anteproyecto de ley se desarrolla el principio rector de actuación de 
los poderes públicos en relación con los menores que viene señalado en el artículo 
11.2 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, según el cual esta actuación se rige 
por “la protección contra toda forma de violencia, incluido el maltrato físico o 
psicológico, los castigos físicos humillantes y denigrantes, el descuido o trato 
negligente, la explotación, la realizada a través de las nuevas tecnologías, los abusos 
sexuales, la corrupción, la violencia de género o en el ámbito familiar, sanitario, social 
o educativo, incluyendo el acoso escolar, así como la trata y el tráfico de seres 
humanos, la mutilación genital femenina y cualquier otra forma de abuso.” De esta 
forma, el anteproyecto de ley supone un claro impacto positivo en infancia y familia. 
 
La norma prevé que la Administración General del Estado, en colaboración con las 
Comunidades y Ciudades Autónomas y las Entidades locales elaborarán una 
Estrategia  nacional, de carácter plurianual, con el objetivo de erradicar la violencia 
sobre la infancia y la adolescencia. Asimismo, las personas titulares del Ministerio de 
Justicia y del Ministerio de Sanidad, Consumo y Bienestar Social elevarán al Consejo 
de Ministros un informe de evaluación acerca del grado de cumplimiento y la eficacia 
de la Estrategia. Esta posibilidad de evaluación del cumplimiento de la citada 
estrategia da lugar a la posibilidad de poder medir el impacto positivo que la aplicación 
de esta norma tiene en infancia y adolescencia. La existencia de esta herramienta 
tiene una repercusión positiva en la infancia y la adolescencia puesto que va a permitir 
contar con datos cuantificables sobre la aplicación de la misma.   
 
Por otro lado, y tal y como se señala en la introducción de esta memoria, esta ley 
afecta  a un colectivo muy numeroso y heterogéneo de niños, niñas y adolescentes, 
haciendo frente a numerosas y variadas situaciones de violencia por las que en estos 
menores se pueden ver afectados, entre las que se encuentra el ámbito familiar. En 
este sentido, se ha de hacer referencia al concepto de parentalidad positiva y el 
impacto que esta ley puede tener en este tipo de relaciones entre padres e hijos, 
dando lugar a un impacto positivo tanto desde el punto de vista de la infancia y 
adolescencia como de la familia. De acuerdo con la definición acuñada en la 
Recomendación 19 de 2006 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, “ejercicio 
de la parentalidad positiva se refiere al comportamiento de los padres fundamentado 
en el interés superior del niño, que cuida, desarrolla sus capacidades, no es violento y 
ofrece reconocimiento y orientación que incluyen el establecimiento de límites que 
permitan el pleno desarrollo del niño”. El objetivo de la tarea de ser padres y madres 
es el de promover relaciones positivas en la familia, fundadas en el ejercicio de la 
responsabilidad parental, para garantizar los derechos del niño, de la niña y del 
adolescente en su seno y promover su desarrollo y bienestar personal y social. Este 
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concepto, se refiere, entre otros aspectos, a un comportamiento no violento que se va 
a ver afectado de forma positiva por lo regulado en esta norma. 
 
Por último, existen unas cifras que cuantifican el porcentaje de niños y niñas que 
pueden encontrase en riesgo de ser víctimas de alguna situación de violencia, 
encontrándose entorno a un 15% para los niños y un 20% para las niñas. En relación a 
este extremo, las medidas de prevención contenidas en esta norma también pueden 
tener un impacto  positivo, ya que pueden dar lugar a la reducción de estos 
porcentajes. 
 
6º. Impacto en la familia. 
 
De  acuerdo  a  lo  establecido  en  la  disposición  adicional  décima  de  la  ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de protección de las familias numerosas, incorporada 
por la Disposición final quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia y a la adolescencia,  la presente norma tiene un 
impacto positivo en las familias. La norma incide en problemas reales que se 
circunscriben el estricto ámbito familiar y tiene como objeto, como se ha dicho,  hacer 
real y efectivo el derecho de todos los menores a la vida y a la integridad física y 
moral, teniendo un impacto positivo en las personas menores de edad, y por tanto, en 
sus familias. 
 
La norma destaca el ejercicio positivo de la parentalidad. Con ello, se hace eco de la 
Recomendación Rec (2006)19 del Comité de Ministros a los Estados Miembros sobre 
políticas de apoyo al ejercicio positivo de la parentalidad (Adoptada por el Comité de 
Ministros el 13 de diciembre de 2006 en la 983ª reunión de los Delegados de los 
Ministros). Dicha Recomendación tiene como eje inspirador el concepto de 
parentalidad positiva, un concepto integrador que permite reflexionar sobre el papel de 
la familia en la sociedad actual y al mismo tiempo desarrollar orientaciones y 
recomendaciones prácticas sobre cómo articular sus apoyos desde el ámbito de las 
políticas públicas de familia. 
 
La Ley parte del reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes  como sujetos de 
derechos también dentro de la familia, de la idea de que la parentalidad positiva 
favorece el desarrollo de relaciones paterno-filiales beneficiosas y la optimización del 
potencial de desarrollo de los mismos, debiendo tenerse en cuenta que el término 
progenitores, tutores o guardadores comprende a todas las personas que participan en 
el cuidado y la educación de los niños.  
 
La parentalidad positiva parte de reconocer que los padres son los principales 
responsables de sus hijos e hijas, salvo en caso de que el Estado deba intervenir para 
protegerlos. Por lo tanto, la parentalidad positiva ejercida en el interés superior del niño 
significa que la principal preocupación de los padres debe de ser el bienestar material 
y afectivo de los niños, niñas y adolescentes, su desarrollo saludable, su educación, el 
derecho a ser tratado sin violencia, el reconocimiento de su derecho a ser visto, 
escuchado y valorado como persona.   
 
Por ello, la Ley establece medidas destinadas a favorecer y adquirir tales habilidades, 
siempre desde el punto de vista de la individualización de las necesidades de cada 
familia y dedicando una especial atención a la protección del interés superior del 
menor en los casos de conflicto familiar.  
 
Tal y como se ha indicado en cuanto al impacto de esta norma en materia de infancia 
y adolescencia, esta norma tendrá un impacto positivo en el ámbito familiar debido a 
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las repercusiones favorables que la norma tiene en relación a las relaciones familiares 
basadas en el concepto de parentalidad positiva. 
 
 
7º. Impacto en materia de igualdad de oportunidades. 
 
El análisis del impacto del anteproyecto de ley en este ámbito, se lleva a cabo en virtud 
de la previsión contemplada en el artículo 2.1.g) del Real Decreto 931/2017, de 27 de 
octubre. 
 
El anteproyecto de ley orgánica propuesto tendrá un impacto positivo en esta materia, 
ya que de su aplicación se espera la mejora de la situación de los colectivos más 
vulnerables de niños, niñas y adolescentes, puesto que con esta norma se persigue 
salvaguardar el interés superior del menor desde el punto de vista del derecho de las 
personas menores de edad a que su vida y desarrollo tenga lugar en un entorno 
adecuado y libre de violencia. En consecuencia, este adecuado desarrollo permitirá 
avanzar de manera significativa en el logro del derecho efectivo a la educación en 
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad. 
 
A lo largo de todo el texto del proyecto, se realizan previsiones de protección 
específica para los colectivos de personas menores de edad afectadas por una 
discapacidad. Así, por ejemplo, en el artículo 45, que contempla que quienes trabajen 
en las entidades que realizan actividades deportivas o de ocio con personas menores 
de edad de forma habitual, deberán recibir formación específica para atender 
adecuadamente las diferentes aptitudes y capacidades físicas e intelectuales de los 
niños, niñas y adolescentes con discapacidad para el fomento y el desarrollo del 
deporte inclusivo. 
 
De igual forma, la disposición final primera del anteproyecto de ley modifica la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, entre otros aspectos, para incluir como indicador de 
riesgo las prácticas discriminatorias por parte de los responsables parentales llevadas 
a cabo contra niños, niñas y adolescentes con discapacidad. Asimismo, se 
contemplan, como medidas susceptibles de ser establecidas una vez declarada la 
situación de riesgo, la asistencia personal para los menores con discapacidad que les 
permita su completo desarrollo holístico en igualdad de condiciones. 
 
Asimismo, puede destacarse, entre otras medidas previstas en el anteproyecto para la 
especial protección de las personas menores de edad, tanto plenamente capaces 
como afectadas por alguna discapacidad, la previsión expresa de la práctica de la 
prueba preconstituida en los procedimientos judiciales de instrucción, con el fin de 
evitar su victimización secundaria. 
 
Por todo lo expuesto, es claro que el anteproyecto de ley supondrá un claro impacto 
positivo en materia de igualdad de oportunidades, y en materia de protección y 
bienestar de las personas menores de edad con discapacidad. 
 
 
8º. Otros impactos.  
 
Teniendo en cuenta que en la violencia contra la infancia y la adolescencia existen 
grupos especialmente vulenerables con mayores posibilidades de ser víctimas de este 
tipo de violencia, como puede ser el de los menores discapcitados,  esta norma tiene 
unas repercusiones claras y específicas en materia de accesibilidad universal de las 
personas con discapacidad, de acuerdo con el art. 2.1.g) del Real Decreto 931/2017, 
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de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, 
su impacto es relevante y positivo. 
 
Además, se considera que tien un impacto postivo en materia social, ya que la base de 
la sociedad se encuentra en las familias, las cuales reciben un impacto positivo por la 
aplicación de esta norma, repercutiendo de forma positiva en la organización social. 
 
 
V) Evaluación ex post.  
 
Como se ha indicado anteriormente, este proyecto ha sido remitido al Ministerio de la 
Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad, para su incorporación en el Plan 
anual Normativo para el ejercicio 2019. En dicha propuesta, se hacía constar que esta 
norma debe estar sujeta a evaluación ex post conforme a los criterios previstos en el 
artículo 28.2 de la Ley del Gobierno, y el artículo 3.1.h). del Real Decreto 286/2017, de 
24 de marzo, por el que se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de 
Evaluación Normativa de la Administración General del Estado y se crea la Junta de 
Planificación y Evaluación Normativa: “Impacto relevante sobre la infancia y 
adolescencia o sobre la familia”. 
 
 
De conformidad con las funciones atribuidas a este MSCBS y al Ministerio de Justicia, 
se consideran los departamentos idóneos para efectuar dicha evaluación " ex post". 
Para llevarla a efecto se tendrán en cuenta los objetivos y fines de esta norma, 
previstos en esta MAIN, en el apartado oportunidad de la norma, y para lo que se 
tendrá en cuenta el informe de evaluación anual sobre la estrategia para la 
erradicación de la violencia sobre la infancia y la adolescencia, así como las encuestas 
que realice el centro de estudios sociológicos a las que se refiere el anteproyecto. 
 
Los criterios para realizar esta evaluación serán los previstos en artículo 28.2 de la Ley 
50/1997, de 27 de noviembre y el Real Decreto 286/2017, de 24 de marzo por el que 
se regulan el Plan Anual Normativo y el Informe Anual de Evaluación Normativa de la 
Administración General del Estado y se crea la Junta de Planificación y Evaluación 
Normativa, siendo necesario por lo tanto analizar la eficacia, eficiencia, sostenibilidad y 
los resultados de aplicación de esta norma. 
 
Asimismo, se determinará la sistemática para llevar a cabo esta evaluación, que 
comenzará a realizarse en el plazo estimado de al menos un año desde la entrada en 
vigor de la norma, a no ser que el órgano evaluador determine uno distinto, al efecto. 
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ANEXO I 
 

INFORME EN RELACIÓN CON EL TRÁMITE DE CONSULTA PÚBLICA 
PREVIA SOBRE EL ANTEPROYECTO DE LEY ORGÁNICA DE 

PROTECCIÓN INTEGRAL FRENTE A LA VIOLENCIA CONTRA LA 
INFANCIA 

 
 

De conformidad con lo previsto en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, en relación con el artículo 26 de la ley 50/1997, 
de 27 de noviembre, del Gobierno, se sustanció del 2 al 17 de septiembre 
una consulta pública, a través del portal de la web del Ministerio de 
Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 

 
En respuesta a dicha consulta se recibieron un total de 115 aportaciones, 
cuyos elementos más significativos fueron los siguientes: 

 
 
95 propuestas de particulares, las cuales se pueden resumir en: 
 

• Formación a profesores y profesoras en prevención, detección y 
actuación frente a todas las formas de violencia. 

• Protocolos de actuación en colegios, polideportivos, sanidad, y 
cualquier otro lugar en el que se atienda de forma regular a niños y 
niñas cuando se detecte algún indicio de violencia. 

• Creación de juzgados especializados en violencia contra la infancia. 
• Fomento de escuelas de madres y padres. 
• Enseñanza de educación afectivo-sexual. 

 
Del resto de las aportaciones se puede destacar: 
 

• Tener en cuenta todo lo relativo a matrimonio infantil en uniones 
informales.  

• Obligación de que los jueces realizaran el peritaje médico- psicológico  
• Que no se dé la custodia única al progenitor acusado de violencia de 

genero. 
• Seguimiento de las niñas que inmigran de adolescentes 
• La vacunación obligatoria 
• Crear una red de atención familiar del bebé, de forma que sean los 

padres (o familiares) quienes cuiden al niño en el hogar hasta los 
2años. 

• Modificar la normativa que permite que los delitos de abuso sexual 
prescriban. 

• Crear un Ministerio para la Infancia que protegiera de manera global 
a los niños y niñas  

• Más profesionales formados. 
• Respetar su derecho a recibir lactancia materna  
• Que se prohíba el acceso a las redes sociales de los menores de 16 

años.  
• Defensor del Menor’ con competencia en todo el territorio nacional. 
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• La competencia en dictar la Resolución de declaración de desamparo 
y asunción de tutela sea competencia de los jueces y tribunales  

• Crear Juzgados especializados en materia de protección del menor de 
edad que conozcan del orden civil y penal 

• Brecha digital: la dificultad que tienen algunos padres  para controlar 
el uso que hacen estos de las TIC y de internet. Algunas 
consecuencias que puede ocasionar son ciberacoso, ciberbulling... 
grooming... En este último ámbito existe un vacío penal 
preocupante.... 

• Pedir un informe psicológico a los profesores para saber si pueden 
estar delante de una clase 

• Formar a los profesores a cómo gestionar conflictos y detectar 
situaciones y formación  en escuela de padres para enseñar las raíces 
de la violencia.  

• Facilitar una herramienta que ayude a detectar y alertar de las 
situaciones previstas en la ley y que esté adaptada al canal de 
comunicación que utilizan todos los niños y niñas. 

• Permitir a los menores dar su opinión a la hora de otorgar custodias.  
• Garantizar su acceso a la vivienda y una adecuada alimentación.  
• Asegurar la impartición de una educación sexual y afectiva. 
• Fomentar políticas de respeto a la maternidad, cambio en las políticas 

de bajas por maternidad, aumentando el tiempo 
• Que ningún personal sanitario ejerza violencia 
• Endurecer las penas contra personas por tenencia de pornografía 

infantil o abusos hacia menores.  
• Prohibir la exposición de menores en redes sociales 
• Establecer un protocolo de actuación concreto y eficaz, provisto de 

todos los medios humanos y económicos necesarios en el que 
estuvieran implicados todos los actores sociales para prevenir los 
casos, cada vez más habituales de violencia hacia los/las menores, en 
casos de progenitores separados y los cuales llevan a cabo un 
régimen de custodia compartida.  

• Imprescindible inhabilitar de por vida a cualquier docente que pegue, 
humille o insulte al alumnado. 

• Que la actualización de pediatras y enfermer@s de pediatría sea 
obligatoria. 

• Presunción de veracidad por parte de niños y niñas en casos de 
agresiones sexuales, la testificación de niños y niñas aparte de la 
persona que presuntamente les maltrata o agrede sexualmente,  

• Protección de niños y niñas en casos de maltrato físico, psicológico 
y/o sexual, siendo obligatoria la separación de la persona 
maltratadora y no obligándoles nunca a convivir con quien les cause 
daño alguno ni, mucho menos, estar bajo la tutela de la persona 
maltratadora. 

• Que se prohíba el cambio de sexo en menores de 16 años 
• En separaciones de alta conflictividad en la pareja, una respuesta 

judicial más ágil y estudiada en el establecimiento de las medidas de 
custodia que impida la instrumentalización de los menores en el 
conflicto parental. Sensibilización y formación específica respecto a la 
detección y atención al Abuso Sexual  

• Medidas judiciales que impidan la revictimización secundaria. 
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• Es necesario difundir y visibilizar la responsabilidad de todos ante 
esta realidad. 

• Se dedicará especial atención a los colectivos que se encuentran en 
una especial situación de vulnerabilidad (menores con discapacidad, 
MENAS, víctimas de trata, LGBT…), incluyendo una mejor 
visibilizarían de esta problemática/realidad. 

• Especial mención ha de tener la atención de los abusos sexuales y los 
casos que son por parte del progenitor 

• Incluir en los tipos de violencia contra la infancia el maltrato 
institucional, cabe destacar el maltrato en los procesos judiciales. 

• Incluir en los tipos de violencia contra la infancia la violencia de 
género. 

• Cualquier ciudadano de denunciar si tiene conocimiento de que 
alguien  ejerce la violencia física sobre un menor. 

• Incluir algún tipo de penalización a aquellos que conozcan una 
situación de abuso o maltrato a menores y no lo denuncien teniendo 
los medios adecuados para ello. 

• Cuando el que comete el abuso es un menor sin responsabilidad 
penal, se debería regular un proceso inmediato de reeducación para 
evitar futuros problemas y agresiones. 

• Se debería establecer una prohibición de la utilización del falso 
síndrome de alienación parental en los juzgados cuando hayas 
denuncias de este tipo de por medio. 

• Imprescindible  que en la elaboración de una ley de este tipo se 
cuente, no solo con  profesionales del derecho, sino con psicólogos 
clínicos especialistas  del Sistema Nacional de Salud, así como 
psicólogos del ámbito educativo 

• Tecnologías de la información y comunicación: incorporar talleres  
formativos al respecto en los colegios para padres y alumnos; es 
necesario concienciar a los padres de los riesgos de entregar un  
teléfono móvil a un menor de 15 o 16 años,  

• Prohibir la entrada de teléfonos móviles en los centros escolares de  
primaria y secundaria. Regular de forma más rigurosa los juegos 
online 

• Medios de comunicación: ningún canal actual de televisión cumple el  
horario de protección infantil en lo que respecta a los contenidos que  
retransmite 

• Proteger a los menores de la hipersexualización precoz a la que están 
siendo sometidos y querer acelerar su identificación con el adulto 

• Abusar de un menor  o permitirlo  debe estar más penado y 
perseguido 

• Cuando exista violencia de género o domestica no pueda el agresor 
llevarse a los niños, menos compasión a los agresores. 

 
15 Asociaciones: 

 
Confederación Española de Familias de Personas Sordas (FIAPAS)  

• Medidas y actuaciones dirigidas a la familia del menor con 
discapacidad que haya sufrido violencia. 

• Los mecanismos de evaluación y la recogida de datos deben 
contemplar la variable de discapacidad. 
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• Los profesionales que intervengan en las actuaciones de protección 
frente al maltrato infantil deben contar con formación especializada 
en la atención a niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

• Todos los procesos y servicios que se establezcan en el marco de esta 
Ley deben cumplir las condiciones de diseño y accesibilidad universal, 
exigidas en la legislación general sobre los derechos de las personas 
con discapacidad. 

 
Consejo de Participación Adolescente de Molllerussa Televisión: 

• Campañas de sensibilización.  
• Políticas de protección ante la agresión sexual. 
• Crear figuras de mediación.  
• Reforzar la educación en valores.  
• Empoderamiento de las personas agredidas frente a las agresoras.  
• Formación del profesorado. 
• Fortalecer los recursos económicos y técnicos.  
• Dar a conocer los Derechos de Infancia.  
• Posibilitar la denuncia hacia contenidos de medios de comunicación.  
• Mayor recurso policial, formado y con recursos de protección. 
• Facilitar la participación de niños, niñas. 

 
Plataforma de infancia (POI) 

• Campañas de sensibilización.  
• Campañas especiales contra el Bullying.  
• Desarrollar políticas de protección ante la agresión sexual. 
• Facilitar la participación de niños, niñas y adolescentes.  
• Información sobre los peligros de las redes sociales.  
• Adoptar un marco nacional de coordinación entre administraciones 

e instituciones  
• Establecer una estrategia para luchar contra el hostigamiento y el 

acoso, incluido el ciberacoso. 
• Eliminar los estereotipos de género.  
• Especial protección de NNA que sufren violencia racista o LGBTIQ 

fóbica. 
• Reforzar la educación en valores y formación del profesorado. 

 
Confederación Salud Mental España 

• Invertir en salud mental.  
• Garantizar el derecho de los niños y niñas con problemas de salud 

mental a ser atendidos. 
• Desarrollar actuaciones coordinadas por parte de las 

Administraciones Públicas de sensibilización, prevención, asistencia y 
protección frente a cualquier forma de maltrato infantil. 

• Desarrollar sistemas que permitan compartir datos de violencia.  
• Avanzar hacia un modelo de atención individualizada e integral. 
• Impulsar medidas formativas específicas en materia de salud mental 

y violencia para el personal sanitario, educativo, jurídico, de los 
servicios sociales y de los medios de comunicación.  

• Garantizar el derecho de los niños y niñas a ser atendidos por 
profesionales específicamente formados en salud mental infanto-
juvenil. 
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• Desarrollar programas de seguimiento y acompañamiento 
individualizado para familias con niños, niñas y adolescentes con 
problemas de salud mental, que tienen asociados factores sociales de 
riesgo grave como es el encontrarse o haberse encontrado en un 
contexto de violencia. 

• Desarrollar la cartera de servicios en el sistema nacional de salud.  
• Desarrollar un plan de prevención del suicidio. 
• Establecer mecanismos de mejora de la garantía del derecho de los 

niños a ser debidamente escuchados durante los procedimientos, 
tanto judiciales como administrativos, teniendo en consideración su 
salud mental. 

• Establecer un equipo de profesionales de apoyo especializados en 
salud mental. 

• Regular el derecho a la información de las niñas, niños y adolescentes 
durante los procesos y la asistencia legal. 

• Adecuar físicamente los espacios en los juzgados donde deben 
realizarse las entrevistas y donde deben esperar los niños y las niñas. 

• Aprobar e implementar políticas y normas que protejan a los menores 
de la violencia en las aulas. 

• Proporcionar formación en violencia y recursos especializados a 
profesionales que realizan atención directa a mujeres con trastorno 
mental (discapacidad psicosocial), especialmente cuando tienen 
menores a su cargo. 

• Modificar los reglamentos de las casas de acogida para que ninguna 
víctima con discapacidad pueda ser rechazada por este motivo. 

• Diseñar e implementar medidas para abordar los efectos psicológicos 
de la violencia de género. 

• Favorecer el apoyo familiar.  
• Brindar apoyo de confianza y autoestima a las niñas, niños y jóvenes 

LGBTI en riesgo. 
• Promover entornos inclusivos a través de campañas de 

concienciación.  
• Incluir en las herramientas de detección y valoración de las distintas 

situaciones que atienden los servicios sociales 
 
 
Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) 

• Definir el objeto de la Ley la violencia en un sentido amplio.  
• Incluir en el Anteproyecto un mandato al Gobierno dirigido a aprobar, 

en el plazo de un año, una Estrategia Estatal de Lucha contra la 
Violencia hacia los Niños y Niñas con Discapacidad. 

• Dar visibilidad a los abusos y violencia de los niños y niñas con 
discapacidad, actuando en la sensibilización, prevención, detección, 
atención, intervención y reparación. 

• Especial consideración de la ATENCIÓN TEMPRANA: Incorporar la 
atención temprana universal, pública, gratuita, integral y sectorizada, 

• Elaborar en paralelo un Anteproyecto de ley Orgánica que incluya 
modificaciones del Código Penal: apartado 4 del artículo 33, párrafo 
primero del artículo 46, apartado cinco al artículo 48, apartado 
primero artículo 130, apartado 5 al artículo 147, apartado tercero del 
artículo 148, artículo 171.4, artículo 171.5.  
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• Medidas en el ámbito de la Administración de la Justicia: En orden a 
las especiales barreras que este colectivo encuentra a la hora de 
acceder a la justicia buscando reparación, se debe incluir, en el 
Anteproyecto una protección cualificada y asistencia judicial a las 
víctimas que sean niños y niñas;  la Ley 4/2015, de 27 de abril, del 
Estatuto de la víctima del delito, y el Real Decreto 1109/2015, de 11 
de diciembre, que desarrolla aquella, ha significado un gran avance, 
sin embargo, su aplicación no ha adquirido todo el despliegue 
necesario. 

• Especial mención a las niñas con discapacidad. 
• Medidas de reforma de la legislación educativa. 

 
UNICEF 

• Necesaria coordinación entre todos los organismos implicados, y la 
importancia de contar con un expediente único que recoja todas las 
actuaciones desde que se notifique una sospecha de violencia. 

• Necesario una atención especial para el colectivo de niños y niñas en 
el sistema de protección. 

• Niños y niñas víctimas de trata: creación de un Mecanismo de 
Derivación y Coordinación Nacional, que unifique todas las 
actuaciones en materia de trata, recursos para la atención de los 
menores de edad víctimas de las distintas modalidades de trata., 
Declarar a los hijos e hijas de mujeres víctimas de trata como 
víctimas directas, ampliando su protección y constando en los 
registros de víctimas, Instar la declaración de riesgo de estos 
menores. 

• Aportaciones son extraídas de las propuestas realizadas por parte de 
consejos de participación infantil y adolescente. 

• En el sistema de protección: destacar para esta Ley de violencia “los 
educadores nos hacen daño si nos realizan una contención”.  

 
Asociación Española de Pediatría y Atención Primaria (AEPAP) 

• Que los informes que elaboramos como pediatras de cabecera sean 
tenidos en cuenta por los demás profesionales que intervienen. 

• El manejo del maltrato por parte de todas las instituciones no se 
ajusta en la mayoría de las veces a estos principios que deben regir 
una correcta actuación según “Protocolo Básico de intervención 
contra el maltrato infantil en el ámbito familiar. 

• Rechazar el uso del supuesto Síndrome de Alienación Parental. 
• Creación de equipos multiprofesionales formados. 
• Creación de Juzgados específicos.  
• Creación de equipos específicos multiprofesionales.  
• Necesidad de medidas informativas, preventivas y campañas de 

concienciación. 
 

Asociación Europea de Abogados de Familia (AEAF). 
• Especial atención a la violencia institucional contra la infancia.  
• Necesidad de empoderar a las familias frente al intervencionismo 

estatal.  
• Los poderes públicos son responsables de dos tipos de violencia 

contra la infancia 
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- El maltrato institucional caracterizado por la falta de apoyo a las 
familias y parejas en fase de ruptura. La creación de un Instituto de 
Mediación Familiar para la Protección de los Menores y El incentivo de 
la custodia compartida en los casos de ruptura matrimonial o de 
pareja. 

- El maltrato institucional caracterizado por políticas educativas que 
impiden al menor el tránsito natural por el periodo infancia y 
pubertad, provocando una hipersexualización de la infancia  

• Que el Anteproyecto de Ley Orgánica recoja expresamente: 
- El derecho de la infancia al libre desarrollo físico, mental y moral.  
- El derecho de los padres a la libertad educativa de sus hijos. 
- Reconozca a los Centros Educativos la libertad de enseñanza. 

 
Confederación Autismo España 
Los niños con Trastorno del Espectro del Autismo suelen ser blancos fáciles 
del maltrato infantil:  

• Establecer un sistema jurídico que garantice una adecuada protección 
del menor. 

• Obtener un conocimiento preciso de la realidad del colectivo en 
cuanto a situaciones de acoso y abuso.  

• Garantizar el ejercicio de buenas prácticas y la calidad en las redes 
de servicios y recursos. 

• Implementar recursos de detección, protección e intervención en 
casos de cualquier tipo de violencia. 

• Incrementar la sensibilización y concienciación social acerca de la 
realidad y necesidades del colectivo con TEA. 

 
Asociación El Parto es Nuestro 
Los recién nacidos son uno de los colectivos especialmente vulnerables a los 
que se afirma en la consulta que se ha de prestar especial atención: 
inducciones y cesáreas realizadas sin justificación médica; ausencia de 
contacto piel con piel precoz; falta de acceso libre y acompañamiento de los 
padres del recién nacido hospitalizado 
 
Fundación Ires 

• Derecho del menor mantener las relaciones con los anteriores 
guardadores. 

• Que se atribuya un carácter urgente y preferente en todas las causas 
judiciales respecto las medidas de protección.  

• Determinar en esta ley los indicadores de desamparo.  
 
Educo 

• Elaboración e implementación de campañas de sensibilización 
públicas.  

• Coordinación del sistema educativo con las AMPAS y familias.  
• La Ley protegerá a los grupos vulnerables. Programas específicos en 

los centros escolares para abordar la prevención, detección y 
actuación ante cualquier caso de violencia, con protocolos de 
referencia. Formación de los niños y niñas. 

• Formación especializada obligatoria en prevención y detección de la 
violencia, así como en derechos de la infancia, de todos los 
profesionales que trabajan habitualmente con menores. 
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Pantallas Amigas 
Cambio cultural que traslade la solución a través de la educación en un uso 
responsable de la tecnología, tanto en el entorno escolar como en el 
familiar, con el objetivo de prevenir y evitar posibles casos, y concienciar en 
la necesidad de denunciar los existentes. 
 
Asociación Grupo de Sociología de la Infancia y la Adolescencia (GSIA) 

• Aumentar el protagonismo de niñas, niños y adolescentes: Los niños 
tienen que poder saber y conocer con facilidad cuáles son sus 
derechos y la protección que se les ofrece y dónde y a quién pueden 
recurrir. 

• Aparato institucional: Crear y administrar un Instituto de los Niños y 
Niñas.  

• Mayor conocimiento y seguimiento del maltrato infantil. 
• Mayor formación de profesionales. 
• Sensibilización social. 

 
Asociación Gallega Contra el Maltrato a Menores (Agamme) 

• Mejora de la redacción de la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto 
de lo víctima del delito.  

• Concepto de interés superior del niño y de la niña.  
• Situación que se produce de forma reiterada en procedimientos 

civiles sobre la relación de niños y niñas con agresores presuntos. o 
condenados. 

• Deberá establecerse la prohibición de someter a las víctimas y a sus 
representantes legales a procesos de mediación, sin posibilidad de 
excepción alguna. 

• Formación de profesionales. 
• Creación de sistemas de registro de datos periódicos y fiables en el 

ámbito judicial; Garantía del derecho a la recuperación. 
• Revisión del Código Penal en lo relativo a los delitos contra la 

indemnidad sexual infantil. Eliminación de la prescripción de los 
delitos sexuales contra niños y niñas, reconfigurarse los límites entre 
los distintos  delitos  sexuales,  especialmente  entre abuso sexual y 
agresión sexual. La exigencia de demostrar el uso de la violencia es 
innecesaria en el caso de la violencia contra niños, niñas y 
adolescentes; Creación de una unidad de control de calidad de la 
justicia adaptada a la infancia. 

• Revisión de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia  y  a la adolescencia. 

• Consideración de la situación de desamparo. 
 

 
3 Entidades Públicas:  
 
Ayuntamiento de Aljaraque. Se debería dar forma a la Actuaciones en 
situación de riesgo (por  parte de qué entidad y cómo se desarrolla) y a los 
profesionales 
 
Delegación de Bienestar Social y Empleo de la Dirección General de Acción 
Social del Ayuntamiento de Sevilla. 
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Desarrollar a nivel estatal, una estrategia integral, intersectorial e 
interdisciplinar, que a los distintos niveles de estado, de una respuesta a la 
violencia contra la infancia. 
 
Fiscalía Provincial de Las Palmas (Fiscal Delegada) 
Procedimiento para la determinación de la edad de los MENA que debería 
ser totalmente reformado. Propuesta va únicamente dirigida a la regulación 
del derecho a la asistencia letrada del MENA desde que éste es sometido al 
procedimiento para la determinación de su edad. 
 

 
2 Consejos Generales: 
 
Consejos Generales de Colegios Oficiales de Psicólogos y del Colegio de 
Educadores y Educadores Sociales 
Propuesta de un artículo que regula las características de  los profesionales 
que trabajan con menores. 
 
Consejo General del Colegio de Educadores y Educadores Sociales 

• Imprescindible que el trabajo sobre los derechos de los menores se 
extienda fuera de centros educativos, al resto de la sociedad.  

• Es imprescindible que los menores conozcan y pongan en prácticas, 
además de sus derechos, sus responsabilidades y sus obligaciones. 

• Las Leyes de Enjuiciamiento Civil y Penal necesitan reformarse de 
cara a facilitar una justicia más efectiva, donde los tiempos entre el 
acto delictivo y la pena o la medida fueran lo más ajustados posibles. 

• Inclusión de un artículo de definición del sector de actividad, 
profesionales y sus funciones. 

• Todos los centros educativos deben contar con educadores sociales. 
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